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EDITORIAL
Acabamos de celebrar nuevamente el Día Internacional del Trabajo, fiesta significati-
va en el seno de nuestra Comisión. Con ocasión de ellos hemos querido recordar la 
importancia de la consolidación de los derechos de la clase trabajadora en la confi-
guración del estado social y democrático de derecho que consagra nuestra Consti-
tución. Por ello debemos aplaudir cada mejora de las condiciones de trabajo que 
suponga una disminución de los niveles de precariedad alcanzados con la anterior 
reforma del año 2012. 

Tras un año desde la entrada en vigor de la reforma laboral aprobada por RD 32/2021 
de 28 de diciembre hacemos una valoración global positiva, sin obviar las críticas que 
ha recibido, ni el análisis de los datos estadísticos que a nivel de empleo se han ge-
nerado. Siempre desde un necesario enfoque de consenso y diálogo social debemos 
procurar un continuo y permanente análisis de la situación existente en el mercado 
laboral para potenciarlo y ofrecer herramientas útiles para su mejora. 

Desde esa constante voluntad de mejora no podemos olvidar que las reformas le-
gales necesitan de estructuras organizativas para desarrollarse, y deben tratarse des-
de la transversalidad. Por ello hemos de prestar atención, no ya sólo a la mejora de 
normas relativas al contrato de trabajo, sino también a las que puedan servir para 
alcanzar el todavía no conseguido objetivo de la igualdad entre mujeres y hombres, la 
plena protección e integración de los derechos de las personas LGTBI, o la total co-
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Y al hilo de esta transversalidad del trabajo tampoco podemos olvidar a las personas 
trabajadoras de la administración de justicia, cuya prestación se centra en ofrecer 
un servicio público al ciudadano que ve violentados sus derechos. Auxilios, trami-
tadores, gestores, letrados y letradas de la administración de justicia, juezas, fiscales, 
forenses… forman parte de un Servicio Público ya olvidado durante mucho tiempo 
por los poderes públicos y en el que creemos que hay que poner atención. Y ponerla 
no sólo para mejorar sus condiciones laborales, sino sobre todo para medir y calibrar 
de un modo ponderado las cargas de trabajo que permitan dar un servicio rápido 
(una justicia lenta no es justicia); sí, pero también de calidad. Con esta reflexión 
hemos de recordar también al resto de servidores públicos que forman parte de ese 
“arquitrabe” que sostiene el sistema y sin el cual el estado social de derecho no tiene 
posibilidad de subsistir.

En definitiva, debemos evitar que la actual crisis económica y energética conlleve 
una pérdida de derechos de las personas trabajadoras y de todas aquéllas necesita-
das de protección. Los artículos que publicamos este mes inciden en esta línea.

En primer lugar, nuestro querido compañero Jorge Guillén aborda la degradante res-
tricción que en la actualidad se ha producido en el acceso a las pensiones no contri-
butivas, que ha afectado no solo a los requisitos legales exigidos, sino en la práctica 
constatada tendente a la máxima restricción de su concesión, mediante formalidades 
burocráticas y falta de atención asesorada y directa por parte de las distintas enti-
dades y organismos públicos encargados de facilitar la documentación y sus trá-
mites, de las que son víctima precisamente los grupos de población más necesitada.

En segundo lugar, nuestro compañero Joan Agustí, al que agradecemos su fiel cola-
boración con nuestra revista, examina los puntos críticos de la Ley 15/2022 integral 
para la Igualdad de Trato y la no Discriminación tras nueve meses desde su publica-
ción y a la luz de los primeros pronunciamientos doctrinales y judiciales en la materia. 
Completa, de este modo, el artículo que -con carácter de urgencia- publicó en el nº 
235 de esta misma revista días después de su entrada en vigor, y lo hace con sus 
siempre sugestivas valoraciones.

En la sección de sentencias de instancia incorporamos, por su novedad y calidad, 
la Sentencia del Juzgado de lo Social nº 8 de Barcelona, en materia de despido 
colectivo, en la que, tras analizar los criterios de selección utilizados, considera que 
el criterio de antigüedad inversa -como factor de atribución de derechos o de afecta-
ción a medidas de flexibilización interna- entraña una discriminación indirecta hacia 
el colectivo de mujeres que ejercen la función de piloto en la empresa demandada.

Por último, el Rincón de la conTraCultura nos trae un clásico imprescindible del gran 
Jack Ford, El delator, que recordamos tras más de ochenta años de su rodaje gracias 
a las sesiones de Cineforum de la Sociedad Bilbaína. Junto a él nuevas sugerencias 
musicales que os recomendamos para vuestro recreo.
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Jorge J. GUILLÉN OLCINA
Magistrado Emérito

Hace ya más de 32 años que el primer gobierno socialista de España proce-
dió a desarrollar el principio rector del art. 41 de nuestra Constitución, que 
encomienda a los poderes públicos el mantenimiento de un «régimen pú-

blico de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia 
y prestaciones suficientes ante situaciones de necesidad», publicando por propia 
iniciativa legislativa, la Ley 26/1990, de 20 de diciembre, por la que se establecen 
en la Seguridad Social prestaciones no contributivas. 

Con esta Ley, como dice su preámbulo, se vino a completar las reformas bási-
cas del Sistema de la Seguridad Social iniciadas con la Ley 26/1985, de 31 de 
julio, de medidas urgentes para la racionalización de la estructura y de la acción 
protectora de la Seguridad Social, que ya preveía que el siguiente paso habría 
de ser, «una regulación unitaria de las distintas acciones de los poderes públicos 
para integrarlas en un nivel no contributivo de pensiones en favor de aquellos 
ciudadanos que, encontrándose en situación de necesidad protegible, carezcan 
de recursos económicos propios suficientes para su subsistencia».

Se trataba con ello de cumplir el objetivo de nuestros constituyentes de implantar 
un auténtico sistema de seguridad social como garantía de la libertad - como 
ciertamente lo es la propiedad inalcanzable para muchos - «un plan para que 
triunfe la libertad frente a la necesidad», «garantizar a todo ser humano la tutela 
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contra las consecuencias dañosas que se derivan de los eventos de la vida indi-
vidual, familiar y colectiva», como definió en su día Beveridge, más allá del nivel 
contributivo y proporcional de las pensiones que caracterizaba hasta entonces 
los sistemas de seguro, privado o profesional, mutualista con cargo a Montepíos, 
o público asumido mediante cotizaciones de trabajadores por Cajas o entidades 
públicas. 

De manera más ambiciosa, este político inglés había concebido y definido la 
seguridad social, como el conjunto de medidas adoptadas por el Estado para 
proteger a todos los ciudadanos, trabajadores o no, contra aquellos riesgos de 
concreción individual que jamás dejarán de presentarse por óptima que sea la 
situación de conjunto de la sociedad en que vivan, proporcionándoles el Estado 
seguridad de no caer en la miseria. Esa idea de una protección objetiva frente 
al infortunio, propia de los Estados de bienestar social iniciados al final de la 
segunda guerra mundial en Inglaterra y resto de Europa, es la que se expresa, 
también en nuestra Constitución y se plasma, a través del complejo derecho de 
la seguridad social.

La Ley 26/1990, al instaurar novedosamente las prestaciones no contributivas, 
modificaba la regulación de la vigente, en aquel momento, Ley General de la 
Seguridad Social, Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
aprobado por Decreto 2065/1974, de 30 de mayo, estableciendo también una 
novedosa financiación con cargo a las aportaciones del Estado al Presupuesto 
de la Seguridad Social1, por lo que incluía una autorización al Gobierno2 para 
elaborar, en el plazo de dos años a partir de su entrada en vigor, un nuevo texto 
refundido en el que se integrarían debidamente regularizados, aclarados y ar-
monizados, los textos legales específicos de Seguridad Social3. Refundida esta 
Ley, conviene recordar, por su importante significación interpretativa4, que en 
su preámbulo Ley (apartado III) se afirma: «Los únicos requisitos exigidos para 
el derecho a las pensiones en su modalidad no contributiva, son: con carácter 
general, la residencia en territorio nacional y la insuficiencia de recursos; y, con 
carácter específico, la edad de sesenta y cinco años, para la pensión de jubila-
ción, y la edad de dieciocho años y el grado de minusvalía establecido, para la 
de invalidez».

En desarrollo reglamentario de esa Ley, el Gobierno dictó el RD 357/1991, de 15 
de marzo, cuyo art. 23.1.b), coherentemente con el criterio del preámbulo referi-

1	  Disposición Adicional 8ª
2	  Disposición Final Primera
3	  �Esa autorización dio lugar al Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba 

el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, el cual ha sido derogado y sustituido por 
el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, actualmente vigente.

4	  �la Sentencia del tribunal Constitucional 36/81, de 12 de noviembre (RTC 1981, 36), en su Funda-
mento Jurídico 7º declaró que “el preámbulo no tiene valor normativo aunque es un elemento a tener 
en cuenta en la interpretación de las Leyes”
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do, a los efectos de la comprobación del cumplimiento del requisito de residen-
cia legal, dispone que se efectuará preferentemente, mediante la certificación de 
los respectivos padrones municipales.

Sin embargo, como a continuación se va a exponer, no solo se ha producido en 
la actualidad un retroceso en los requisitos exigidos a los solicitantes de estas 
prestaciones, parcelando, el «para todos los ciudadanos», al que van dirigidas 
estas prestaciones ante situaciones de necesidad, en ciudadanos españoles de 
origen; en españoles de nacionalidad adquirida; en extranjeros residentes sin o 
con permiso de residencia, temporal o permanente. 

Se detecta además en la práctica, una tendencia a restringir lo más posible la 
concesión de estas pensiones, mediante formalidades burocráticas y la falta de 
atención asesorada y directa por parte de las distintas entidades y organismos 
públicos encargados de facilitar la documentación y sus trámites, de las que son 
víctima precisamente los grupos de población más necesitada. 

Pero también, ahondando la brecha de género, se discrimina de manera subte-
rránea a la población femenina, principal solicitante necesitada de estas pres-
taciones, por la razón histórica de habérsele obstaculizado su acceso al trabajo 
cotizado en igualdad de condiciones que a la masculina y en consecuencia huér-
fana de los requisitos necesarios para acceder a las pensiones contributivas. 

1.	� Análisis y valoración desde la perspectiva de 
género de la regulación de las pensiones no 
contributivas

Es cuanto menos curioso observar que la menor sensibilidad en materia de 
diferencias género, en la época en que se publica la Ley 26/1990, solo pudo 
conducir a que el legislador, en el art. 4 de la Ley, bajo el rótulo de «modifica-
ciones en orden a la aplicación del principio de igualdad de trato entre hombre y 
mujer», regulara que , «con objeto de garantizar la igualdad de trato entre hom-
bre y mujer, los términos “esposa”, “esposas” y “viuda” (…) quedan sustituidos, 
respectivamente, por los de “cónyuge”, “cónyuges” y “cónyuge superviviente».	

Es relativamente fácil observar que las pensiones no contributivas se regulan 
de forma claramente restrictiva, con dudoso cumplimiento del mandato a los 
poderes públicos «de mantener un régimen público de seguridad social para 
todos los ciudadanos» (art. 41 CE), ahondando la brecha de género, por cuanto 
la cobertura de esa situación de necesidad se difiere, en la regulación de la Ley 
de manera prioritaria, a la familia con la que se pueda convivir. 

Y es que aunque la persona solicitante esté en situación de necesidad por ca-
recer de rentas o ingresos suficientes, en los límites señalados legalmente para 
ser considerado necesitado, no puede acceder a este tipo de pensiones si coha-
bita en la llamada, «unidad económica de convivencia», integrada ésta por las 
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sanguinidad hasta el segundo grado, existiendo tal unidad, cuando la suma de 
los ingresos o rentas legalmente computables - cualesquiera bienes y derechos, 
derivados tanto del trabajo como del capital, así como los de naturaleza pres-
tacional los de todos los integrantes de aquella - sea inferior a un determinado 
nivel de ingresos, el «límite de acumulación de recursos», que fija la ley. 	

Con semejante regulación, a diferencia de lo que ocurre con las pensiones con-
tributivas - cuyo percibo es independiente de la situación económica familiar 
- se consolida la dependencia de la persona necesitada de su familia y ma-
yoritariamente, sin necesidad de acudir a estadísticas5, de la mujer respecto 
del varón, de quien tradicionalmente ha dependido familiar y económicamente, 
perpetuando esta dependencia en vez de liberarla, como ciudadana, libre y au-
tónoma, que es.

Se evidencia la inclinación del legislador por mantener la dependencia de la 
mujer, si se tiene en cuenta que cuando el cónyuge varón conviviente en el seno 
de esa unidad, percibe el mínimo de pensión contributiva de jubilación, esta cir-
cunstancia veta el acceso a la pensión no contributiva de jubilación a la cónyuge 
mujer con la que conviva, porque ese mínimo sobrepasa el límite de acumula-
ción de recursos, equivalente, «a la cuantía, en cómputo anual, de la pensión, 
más el resultado de multiplicar el 70 por ciento de dicha cifra por el número de 
convivientes, menos uno» (art. 363.2 del TR de la LGSS)6. El “consuelo”, califi-
cable como mínimo de paternalismo compasivo, es que en estos casos el marido 
es “premiado” percibiendo el mínimo de pensión de jubilación con cónyuge a 
cargo, mejora de la pensión mínima muy inferior en cuantía a la virtual adición, a 
la pensión mínima, de la pensión no contributiva7. 

Se desprende de todo ello que esa norma de seguridad social, claramente influi-
da en estereotipos de género, incide e impacta directamente en la igualdad de 
género, obstaculizando el acceso de la mujer casada a recursos propios y por 
tanto contribuye, con visos de discriminación directa, a mantener la dependencia 
de su cónyuge.

5	  �Según datos del INE las beneficiarias de pensiones de jubilación no contributiva son mujeres en un 
porcentaje, de 73,03%, frente a un 26,97%, de hombres (fuente INSERSO, Diciembre 2022).

6	  �Para 2023, ese límite fijado conforme a las cuantías del Real Decreto 1058/2022, de 27 de diciem-
bre, es la suma de 6.402,20 + (0,70 x 6.402,20), 10.883,74 €, cifra que sobrepasa el mínimo anual 
de pensión de jubilación contributiva sin cónyuge a cargo, fijado en 10.963,40 €

7	  Para 2023, 2.4490,20 €, siendo la pensión de jubilación no contributiva, de 6.402,20 €
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2. 	� La diferencia de trato en el acceso a estas 
pensiones de los nacionales y extranjeros

Aunque nuestra Constitución recoge el viejo principio romano de que solo los 
ciudadanos gozan de derechos legales, proclamando la igualdad ante la Ley de 
los españoles y no de todas las personas, afortunadamente esa igualdad se re-
conoce ya por entre otros instrumentos internacionales, la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la UE8 de modo que, conforme proclama su art. 20, «Todas 
las personas son iguales ante la ley», y no solo los ciudadanos. 

Sin embargo, en contra de este mandato, se mantienen puntualmente escondi-
dos en algunos preceptos de nuestra legislación trazos de un trato diferente a 
terceros no ciudadanos y sesga también algunas interpretaciones de los tribuna-
les, quizás como producto del inconsciente social que histórica y egoístamente 
imagina al extranjero enemigo, contrario y depredador de los intereses naciona-
les.

En concreto, se detecta ese trato desigual, en la regulación de los requisitos 
para acceder a las pensiones no contributivas, para las que para ser beneficiario 
se exige (arts. 363 y 369 TR de la LGSS), residir legalmente en territorio español 
y haberlo hecho durante cinco años, en el caso de invalidez y diez años, entre la 
edad de dieciséis años y la edad de devengo de la pensión, en el de jubilación, 
y para ambas prestaciones, que dos de esos años deberán ser inmediatamente 
anteriores a la fecha de solicitud de la pensión.

Estos requisitos constituyen una condición que afecta únicamente a los inmi-
grantes extranjeros, pues los españoles residentes en territorio español, a dife-
rencia de éstos, están comprendidos en el campo de aplicación del sistema de 
la Seguridad Social (art. 7.2 del TR de la LGSS) y gozan, a efectos de las pres-
taciones no contributivas, por el hecho de serlo, del derecho constitucional, de 
residencia legal y de circulación en todo el territorio nacional y también, de elegir 
lugar para fijar ésta (art. 19 CE).

Pero es que además de este trato diferente por razón de la nacionalidad, es-
tamos también en presencia de una regulación con potencial impacto negativo 
sobre la igualdad efectiva de las mujeres.

Recordaba a este respecto la revista “Jurisdicción Social”, del mes de marzo 
de 2023, que «cada año desde 1988, el 30 de marzo, Día Internacional de las 
Trabajadoras del Hogar, sirve para promover el valor de los cuidados, para vi-
sibilizar las condiciones de precariedad en las que conviven las personas que 

8	� Art. 34.2 : “Toda persona que resida y se desplace legalmente dentro de la Unión tiene derecho a las 
prestaciones de seguridad social y a las ventajas sociales con arreglo al Derecho comunitario y a las 
legislaciones y prácticas nacionales”.
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para reivindicar sus derechos”, resaltando que «el 56% son de nacionalidad ex-
tranjera y una de cada cuatro se encuentra en situación administrativa irregular».

Con este dato, es sencillo colegir que esa situación de irregularidad de las tra-
bajadoras extranjeras en este sector de trabajo, pero también en otros (agrícola, 
alimentario, hostelería) ha sido si cabe incluso mayor en los años anteriores, los 
que coinciden como requisito de residencia legal previa para el acceso a estas 
pensiones no contributivas, las cuales son para esta clase de población el reme-
dio asistencial a su situación de necesidad, por imposibilidad por edad o inca-
pacidad física de seguir trabajando, cuando carecen de cotizaciones suficientes 
para acceder a las pensiones contributivas, precisamente por su situación de 
irregularidad, paradójicamente consentida por todos (principalmente empresa-
rios y Administraciones ) y de precariedad. 

Consideran en estos casos las entidades gestoras de las Comunidades Autóno-
mas, que son las que tienen trasferidas la competencia en esta materia, pese a 
lo que dispone la norma reglamentaria, que la exigencia legal de residencia legal 
en territorio español no se cumple por la mera acreditación mediante certificados 
de empadronamiento de residencia habitual en nuestro país, sino que la misma 
equivale a ser titular en el momento de la solicitud y además, durante los diez o 
cinco años anteriores de la tarjeta de identidad o permiso administrativo de resi-
dencia como extranjero, tarjeta ésta cuyo derecho a obtenerla reconoce el art. 4, 
de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, a los extranjeros a los que se haya 
expedido un visado o una autorización para permanecer en España, pero de la 
que carecen los así calificados, trabajadores irregulares.

Y es que, a diferencia del derecho que se reconoce a los españoles de su inclu-
sión en el campo de aplicación del sistema de la Seguridad Social, a los extran-
jeros se les reconoce ese derecho condicionado a que residan legalmente en 
territorio español, «en los términos previstos en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración 
social y, en su caso, en los tratados, convenios, acuerdos o instrumentos interna-
cionales aprobados, suscritos o ratificados al efecto» (art. 7.2 del Real Decreto 
Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social).

Ilustra esa ideología conservadora y espíritu contrario a los inmigrantes, el ver-
gonzoso y la probablemente inconstitucional modificación del texto refundido de 
la Ley de Seguridad Social por el actualmente vigente. Basta observar que esa 
condición no se contenía en la Ley 26/1990, de 20 de diciembre, ni en el TR de la 
Ley General de Seguridad Social aprobado por Real Decreto legislativo 1/1994, 
texto éste que en relación a la inclusión de los extranjeros en seguridad social 
se remitía a lo que se dispusiera en los Tratados, Convenios, Acuerdos o instru-
mentos ratificados, suscritos o aprobados al efecto, o cuanto les fuera aplicable 
en virtud de reciprocidad tácita o expresamente reconocida y no a la LO 4/2000. 
Evidentemente, se trata de una novedad legislativa restrictiva, añadida en el 
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autorización para refundir textos legales (art. 82.5 de la CE)9, obviando que «los 
extranjeros residentes tienen derecho a acceder a las prestaciones y servicios 
de la Seguridad Social en las mismas condiciones que los españoles» (art.14.1 
de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero).

Esta diferencia de trato en el acceso a este tipo de pensiones no contributivas, 
se extiende incluso más allá de ser español el solicitante, cuando la nacionali-
dad no es por origen sino por adquisición, pues las entidades gestoras exigen 
también a éstos, acreditar la residencia legal durante los diez o cinco años ante-
riores a la solicitud mediante la aportación de la tarjeta o permiso de residencia 
vigente con anterioridad a haber adquirido la nacionalidad española.

Si bien parece razonable y legítimo el requisito de acreditar el hecho de residir 
legalmente en territorio español para poder acceder a una pensión no contribu-
tiva - exigido por los arts. 363 y 369 de la Ley General de la Seguridad, tanto a 
los nacionales como a los extranjeros - lo que ha se ha tratado, con esa referen-
cia a la ley de extranjería introducida subrepticiamente es despojar, el concepto 
autónomo de “residencia legal”, de su significado históricamente consolidado en 
el campo de la seguridad social10, para conducirlo al concepto administrativo de 
disponer de un documento, de la tarjeta de identidad de extranjero, que acredita 
la previa autorización para permanecer en España por un período superior a seis 
meses.

Es incuestionable la existencia de inmigrantes “sin papeles”, de extranjeros que 
se hallan en España trabajando sin cumplir los trámites establecidos en el Título 
II de esa Ley de extranjería, pese a lo cual, el Estado les viene concediendo el 
estatus de residentes en nuestro país, permitiéndoles el empadronamiento como 
residentes no obstante la carencia de esa documentación administrativa. 

Se trata de una realidad social que desborda el muy estrecho marco de la Ley 

9	  �Con anterioridad a esta novedad legislativa, el art. 7 apartados 3, 4 y 5, del TR aprobado Social 
aprobado por Real Decreto legislativo 1/1994. Disponía:

 	� “3. Asimismo, estarán comprendidos en el campo de aplicación del sistema de la Seguridad Social, a 
efectos de las prestaciones de modalidad no contributiva, todos los españoles residentes en territorio 
nacional.

4. 	� El Gobierno, en el marco de los sistemas de protección social pública, podrá establecer medidas de 
protección social en favor de los españoles no residentes en España, de acuerdo con las caracterís-
ticas de los países de residencia.

5. 	� Los hispanoamericanos, portugueses, brasileños, andorranos y filipinos que residan en territorio 
español se equiparan a los españoles a efectos de lo dispuesto en el número 3 de este artículo. Con 
respecto a los nacionales de otros países se estará a lo que se disponga en los Tratados, Convenios, 
Acuerdos o instrumentos ratificados, suscritos o aprobados al efecto, o cuanto les fuera aplicable en 
virtud de reciprocidad tácita o expresamente reconocida.”

10	  �Como se desprende de que la prueba de residencia legal a efecto de las prestaciones no contributi-
vas “se efectuará preferentemente, mediante certificación de los respectivos padrones municipales” 
(art. 23.1.b) del RD 357/1991, de 15 de marzo), 
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Se trata de personas que residen junto a los nacionales, con iguales derechos 
que éstos y cuyo potencial estado de necesidad es objeto de la seguridad social, 
en igualdad de condiciones que los nacionales. 

Se llega así a la conclusión de que la exigencia de acreditar haber residido le-
galmente durante cinco años o diez años, que cumplen sin más los nacionales 
por el hecho de ser españoles, es discriminatoria, además de por las razones de 
género ya apuntadas, por razón de nacionalidad.

3. 	� El concepto de residencia legal para el derecho 
comunitario

El Reglamento (CE) 883/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de 
abril de 2004, sobre la coordinación de los sistemas de seguridad social, que se 
aplicará a los regímenes de seguridad social generales y especiales, contributi-
vos y no contributivos (art. 3.2), define en su artículo 1, letra j) el término “resi-
dencia” como «el lugar en que una persona reside habitualmente», concretando 
en la letra v) el término “períodos de residencia”, como «los períodos definidos o 
admitidos como tales por la legislación bajo la cual hayan sido cubiertos o sean 
considerados como cubiertos»,. 

Aunque en principio esta norma comunitaria únicamente incluye en su ámbito 
personal de aplicación a las personas nacionales de uno de los Estados miem-
bros y a los apátridas y refugiados residentes en uno de los Estados miembros, 
que estén o hayan estado sujetas a la legislación de uno o de varios Estados 
miembros, así como a los miembros de sus familias y a sus supérstites (art. 2), 
cabe entender que es también aplicable a quienes sean o hayan sido trabajado-
res por cuenta propia o ajena, que estén o hayan estado sujetos a la legislación 
de uno o diversos Estados miembros, aunque no sean nacionales y desde luego, 
cuando se trate de residentes de larga duración, residencia ésta a la que tienen 
derecho, conforme a la Directiva 2003/109/CE del Consejo, de 25 de noviembre 
de 2003, relativa al estatuto de los nacionales de terceros países residentes de 
larga duración, cuando hayan «residido legal e ininterrumpidamente en su terri-
torio durante los cinco años inmediatamente anteriores a la presentación de la 
solicitud correspondiente»11.

Parece desde ya claro, que puesto que han de gozar del mismo trato que los 
nacionales en lo que respecta, entre otras, a «las prestaciones de la seguridad 
social, de la asistencia social y de la protección social tal como se definen en la 

11	  �Conforme al art. 8.2, de esta norma: “Los Estados miembros expedirán al residente de larga du-
ración el permiso de residencia de residente de larga duración-CE. El permiso tendrá una validez 
mínima de cinco años; la renovación será automática a su vencimiento, previa solicitud, en su caso”.
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a esta norma exigir, como así se está haciendo en España, diez años de resi-
dencia legal previa a los trabajadores extranjeros residentes de larga duración, 
titulares del correspondiente permiso de residencia, como contradictoria e infrin-
giendo la norma comunitaria dispone la Ley de Seguridad Social española.

En cuanto a los extranjeros que disponen de la tarjeta o permiso de residencia 
legal temporal, en el momento de la solicitud de la pensión no contributiva, no 
contradeciría el derecho comunitario el requisito de nuestra legislación nacional, 
de acreditar la residencia legal durante los periodos de cinco o diez años, para 
percibir pensión no contributiva de invalidez o jubilación, respectivamente pues, 
como afirma el Tribunal de Justicia de la UE, «no cabe deducir del artículo 70, 
apartado 4, del Reglamento nº 883/2004, en relación con su artículo 1, letra j), 
que el Derecho de la Unión se oponga a una disposición nacional, como la dis-
cutida en el litigio principal, que supedita el derecho a una prestación especial 
en metálico no contributiva a la exigencia de cumplir los requisitos para disponer 
del derecho de residencia legal en el Estado miembro de que se trate» (apdo. 42, 
TJUE, 9-10-2013, asunto C‑140/12).

Pero siendo así, el TJUE recuerda también, que cuando una prestación se supe-
dita al cumplimiento de una determinada duración de la residencia legal previa, 
«a tenor del artículo 1, letra j), del citado Reglamento, la residencia de una per-
sona es el lugar en que «reside habitualmente», expresión que se refiere al Esta-
do miembro en el que las personas afectadas residen habitualmente y en el que 
se encuentra el centro habitual de sus intereses». De ello resulta que el requisito 
relativo a la legalidad de la residencia, establecido en la legislación nacional, en 
los términos en que es exigido por las entidades gestoras, tal como resuelve el 
TJUE en el caso referido, «supone una discriminación indirecta contraria al artí-
culo 4 del Reglamento nº 883/2004, ya que afecta únicamente a los ciudadanos 
de la Unión no austriacos» (apartado 37).

Son en este sentido, numerosas las sentencias del TJUE que consideran, la 
exigencia de acreditar la residencia legal, equivalente a probar una residencia 
habitual. Así lo interpreta la sentencia, de 15 de septiembre de 2022, C-58/21, 
en la que, además, en sus antecedentes, «el órgano jurisdiccional remitente re-
cuerda que, en virtud del artículo 17 de la Carta de los Derechos Fundamentales 
de la Unión Europea, el derecho de propiedad, y por tanto también los intereses 
patrimoniales vinculados a prestaciones sociales previstas por la ley, como las 
pensiones de jubilación, es inviolable y que las restricciones a tal derecho funda-
mental deben estar justificadas por objetivos de interés general, poder garantizar 
la consecución del objetivo perseguido y ser proporcionadas».

Y es que, cualquier interpretación en esta materia debe tener presente el princi-
pio de igualdad de trato, tal como se enuncia en el artículo 4 del Reglamento nº 
883/2004, y en particular, en el art.45 TFUE, apartado 2, y en el artículo 7 del Re-
glamento nº 492/2011, que prohíbe no solo las discriminaciones directas, basadas 
en la nacionalidad, sino también cualquier forma de discriminación indirecta que, 
aplicando otros criterios de diferenciación, conduzca de hecho al mismo resultado.
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ECLI:EU:C:2022:138) recuerda a este respecto que, «en la medida en que el 
legislador de la Unión no previó la remisión al ordenamiento jurídico de los Esta-
dos miembros para determinar el sentido y el alcance del concepto de “residencia 
habitual” a efectos del artículo 3, apartado 1, letra a), del citado Reglamento, debe 
entenderse que se trata de un concepto autónomo y uniforme del Derecho de la 
Unión. Este enfoque halla respaldo en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia 
relativa a la interpretación del concepto de “residencia habitual” de un menor en el 
sentido del artículo 8 (17) y, más recientemente, del concepto de “residencia habi-
tual” de un cónyuge en el sentido del artículo 3, apartado 1, letra a), de ese mismo 
Reglamento. (18) (…) 41. Por lo tanto, para que se considere que la residencia en 
un lugar determinado es “habitual”, debe tener un elemento objetivo (“estabilidad” 
o “regularidad”) y un elemento subjetivo, la intencionalidad (“voluntad”)».

4. 	� La doctrina legal y jurisprudencial sobre la 
exigencia de residencia legal

Tanto los TSJ como el TS, si bien no llegaron a considerar la existencia de una 
discriminación por razón de nacionalidad o de género, han venido aplicando esta 
doctrina comunitaria interpretando que los solicitantes de las pensiones de jubi-
lación no contributiva, acreditaban los periodos de residencia legal, exigidos por 
la norma de seguridad social, con la aportación de certificados de empadrona-
miento en nuestro país, tal como establece el art. 23.1.b) del RD 357/1991, de 
15 de marzo, por el que se desarrolla la Ley 26/1990, de 20 de diciembre, de 
prestaciones no contributivas.

Así, por ejemplo, la sentencia del TSJ de Cataluña, Sala de lo Social, sec. 1ª, 
sentencia de 18-01-2013, (Rec. 5220/2011), con cita de su anterior sentencia 
de 19-09-2012, considera que el Reglamento 1408/1971 de la Unión Europea 
equipara, en sus artículos 1, letra h), y 10.bis.1, el término “residencia” con 
“estancia habitual”, a los efectos de lucrar una prestación no contributiva de 
jubilación. 

En similar sentido se pronuncia el TSJ de Galicia, de 16-05- 2019 (Rec. 882/2019) 
considerando que conforme al contenido del art. 10 del RD 357/1991 de 15 de 
marzo, el requisito de residencia legal para el reconocimiento y conservación del 
derecho a la pensión quedaría acreditado siempre que teniendo el interesado do-
micilio en territorio español, resida en el mismo, ostentando la condición de resi-
dente, para lo cual, la residencia continuada anterior a la solicitud de la pensión y 
la posterior al reconocimiento del derecho no se considerará interrumpida por las 
ausencias del territorio español inferiores a noventa días a lo largo de cada año 
natural. La misma interpretación fundamenta las sentencias del TSJ de Canarias/
Las Palmas, de 16 de junio de 2020 (Recurso: 283/2020) y 27 de enero de 2021 
(Recurso: 568/2020).

El Tribunal Supremo, en su sentencia, de 25 de julio de 2018 (rcud 3335/2016) 
ya había acogido con anterioridad esta misma interpretación en relación a la 
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damento en el art. 16 de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, 
afirmando que el requisito de residencia legal, tanto actual como de los perío-
dos exigidos en territorio español, quedaba probado mediante certificación de 
los respectivos padrones municipales12. Refería la Sala de lo Social que ya se 
había pronunciado en diversas ocasiones sobre el concepto jurídico de “resi-
dencia”, especialmente en relación con las prestaciones de desempleo, citando 
al efecto las STS/IV, de 3 de junio de 2014 (rcud. 1518/2013) y de 30 de octubre 
de 2012 (rcud. 4373/2011). Señala la Sala en estas sentencias que el concep-
to jurídico de “residencia” es polisémico, con un significado distinto según las 
distintas ramas legislativas que lo utilizan, aunque con una nota común en las 
distintas concreciones del concepto: la residencia implica un asentamiento físico 
en un mismo lugar. 

Sin embargo, la Sala de lo Social del TS ha abandonado esta interpretación, en 
su posterior sentencia sobre esta materia, de 3 de abril de 2019 (rcud 1299/2017), 
que no obstante contiene un voto particular.

Aborda en esta sentencia el TS los requisitos que deben cumplir los extranjeros 
que adquieren la doble nacionalidad (en este caso española y cubana) para 
tener derecho a la pensión de jubilación no contributiva y, más concretamente, 
cómo se acredita el requisito de residencia legal en España durante diez años. 
Resuelve para ello un recurso de casación para la unificación de doctrina, te-
niendo como sentencia contradictoria con la recurrida del TSJ de la Comunidad 
Valenciana, la dictada por el TSJ de Canarias/ Las Palmas, el 27-07- 2015 (RS 
416/2015), que entendió que el requisito de residencia legal en España, a los 
efectos del artículo 167.1 de la LGSS, se acreditaba mediante la oportuna certi-
ficación del padrón municipal. 

La sentencia recurrida se fundamenta en el art. 18.2 de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local 13, e interpreta que si bien 
el art. 23.1.b) del RD 357/1991, de 15 de marzo, por el que se desarrolla, en 
materia de pensiones no contributivas, la Ley 26/1990, de 20 de diciembre, de 
prestaciones no contributivas, dispone a los efectos de la comprobación del 
cumplimiento de los requisitos que el interesado debe reunir en el momento de 

12	  �El art. 16.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, Ley 4/1996, 
de 10 de enero, por la que se modifica la Ley 7/1985, de 2 de abril, establece que: “El Padrón muni-
cipal es el registro administrativo donde constan los vecinos de un municipio. Sus datos constituyen 
prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habitual en el mismo. Las certificaciones que 
de dichos datos se expidan tendrán carácter de documento público y fehaciente para todos los efec-
tos administrativos”

13	  �“La inscripción de los extranjeros en el padrón municipal no constituirá prueba de su residencia legal 
en España ni les atribuirá ningún derecho que no les confiera la legislación vigente, especialmente 
en materia de derechos y libertades de los extranjeros en España”. Este apartado 2, fue introducido 
por Ley 4/1996, de 10 de enero, por la que se modifica la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
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derecho a la pensión o su cuantía, que la misma se efectuará preferentemente, 
en cuanto al requisito de residencia legal, tanto actual como de los períodos exi-
gidos, en territorio español, mediante certificación de los respectivos padrones 
municipales, «a los extranjeros les resulta de aplicación el art. 18.2 de la Ley 
7/1985 por ser una norma especial y de superior ámbito jerárquico, conforme 
al art. 9.3 de la Constitución, pues el citado RD es un Reglamento que resulta 
modificado por una Ley posterior, lo que obliga a aplicar el precepto legal. Ello 
comporta la inaplicación de las disposiciones contrarias a la nueva normativa 
que contiene el RD 357/1991 y que del juego del art. 16.1 de la Ley 7/1985 con 
el 18.2 de la misma se deba concluir que para los extranjeros su inscripción en 
el padrón municipal no prueba su “residencia legal” en España, lo que no tuvo en 
cuenta nuestra sentencia de 25 de julio de 2018 (R. 3335/2016), cuya doctrina 
se rectifica». 

Apuntala también esta argumentación en que, conforme a los arts. 29 y si-
guientes de la Ley 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos de los extranjeros 
en España, los extranjeros pueden encontrarse en España en la situación de 
estancia o en la de residencia, y que los extranjeros que se encuentren en Es-
paña, tienen ésta última situación, cuando sean titulares de una autorización 
para residir, la cual puede ser temporal, hasta un máximo de cinco años o de 
larga duración que autoriza a residir y trabajar en España indefinidamente, en 
las mismas condiciones que los españoles, siendo de destacar que en las dos 
situaciones es preciso solicitar y obtener la oportuna autorización para residir 
de la autoridad administrativa competente: «Así pues, hace falta obtener un per-
miso de residencia porque, como se dice en la sentencia de la Sala Tercera de 
este Tribunal de 28 de noviembre de 2011 (R. 510/2009) “el empadronamiento 
no presume ni determina el carácter legal de la residencia en España. La re-
sidencia legal a que se refiere el artículo 22 CC se adquiere por la obtención 
del permiso de residencia que corresponda a la situación legal del extranjero», 
por lo que falla desestimar el recurso de casación para unificación de doctrina 
interpuesto contra la sentencia de la Comunidad Valenciana, que confirma de-
clarando su firmeza.

Acierta en mi opinión el voto particular cuando expone que rigiéndose la pres-
tación de jubilación no contributiva por las normas de Seguridad Social y osten-
tando los demandantes la nacionalidad española no son extranjeros, por lo que 
han adquirido como españoles los vínculos jurídicos, el estatuto jurídico, que la 
Constitución reserva y atribuye a los ciudadanos españoles como un derecho 
fundamental, en plano de igualdad, con el resto de ciudadanos españoles. 

Además de ello, la Magistrada proponente del voto discrepante estima que, «tra-
tándose de una prestación, ha de regirse por las normas propias que la regulan, 
es decir, por las normas de Seguridad Social, a las que estimo hay que entender 
remite el art. 18.2 de la Ley 7/1985 para los extranjeros, los cuales a estos efec-
tos concretos podrán acreditar la residencia legal a través de la certificación del 
Padrón municipal».
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nacionalidad y a los Tratados suscritos por 
España con países de Latinoamérica y Filipinas.

 
Ya se ha referido que el art. 7.2 del TR de la LGSS, aprobado por el Real Decre-
to Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, incluye en el campo de aplicación del 
sistema de la Seguridad Social, a efectos de las prestaciones no contributivas, a 
todos los españoles residentes en territorio español y además, a los extranjeros 
que residan legalmente en territorio español, en los términos previstos en la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, pero también, «en su caso, en los tratados, 
convenios, acuerdos o instrumentos internacionales aprobados, suscritos o rati-
ficados al efecto».

Este precepto parece refundir, ahora con una literalidad restrictiva, lo que dispo-
nía el desaparecido art. 7.5 del TR de la LGSS, aprobado por Real Decreto Le-
gislativo 1/1994, de 20 de junio, que establecía la equiparación a los españoles, 
de los hispanoamericanos, portugueses, brasileños, andorranos, y filipinos, en 
el caso de que residan en territorio español, siéndole por ello de plena aplicación 
la normativa comunitaria sobre Seguridad Social. 

En este punto es de recordar que actualmente España tiene concertados Tra-
tados de doble nacionalidad con varios países de Latinoamérica, entre otros, 
con Chile, Perú, Paraguay, Nicaragua, Guatemala, Bolivia, Ecuador, Costa Rica, 
Colombia, República Dominicana, argentina y Honduras, a cuyas disposiciones 
habrá que estar, además de otros Tratados en materia de Cooperación y Amis-
tad, por ejemplo, el Tratado de reconocimiento, paz y amistad entre España y 
Uruguay, de 19 de julio de 1870 y el Tratado General de Cooperación y Amistad 
entre la República Oriental de Uruguay y el Reino de España, de 1992, que con-
tienen la cláusula de nación más favorecida, que tiene como finalidad dar un es-
tatuto preferente a los nacionales de ese país, lo que equivale a reconocer a los 
nacionales uruguayos el mejor estatuto que cualquier nación tuviera en España.

Con este tipo de cláusulas, habituales en estos Tratados con países latinoameri-
canos, se ha de entender que se va más allá de darles simples facilidades, sino 
que analizadas en su conjunto se pretende dar a los nacionales de esos países 
un trato jurídico similar a los ciudadanos de los Estados de la Unión Europea al 
menos en materia de permisos de trabajo y residencia.

Así interpreta, por ejemplo, la sentencia del TSJ de la Comunidad Valenciana, 
Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 1-09-2004 (nº. 1398/2004) respecto 
al Tratado con Uruguay, sentencia que se fundamente en la del TS de 10-10-
2002 (rec.2806/1998), según la cual los nacionales de Uruguay se encuentran 
en la misma situación que los ciudadanos españoles para obtener el permiso de 
trabajo y ejercer todo género de industria; comerciar tanto al por menor como 
al por mayor; ejercer oficios y profesiones, gozando de protección laboral y de 
seguridad social, en las mismas condiciones que los nacionales. 
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3 I.- PROPÓSITO DE ESTAS LÍNEAS

Cumplidos más de nueve meses desde la promulgación de la Ley 15/2022 integral 
para la Igualdad de Trato y la no Discriminación (en adelante LITND), y de un artí-
culo que -con carácter de urgencia- publiqué en esta misma revista días después1, 
me parece oportuno compartir mi opinión sobre aquellos aspectos que, a la vista de 
los primeros pronunciamientos judiciales y de la doctrina científica, se evidencian 
como más controvertidos en relación a la principal aportación que, sin duda y por el 
momento, ha comportado dicha ley: la calificación como discriminatorio del  despi-
do por causa de enfermedad o condición de salud y, por consiguiente, su sanción 
con la nulidad. 

Concluía entonces, y reitero ahora, que con tal reforma, la nueva ley acababa defi-
nitivamente con un criterio doctrinal que, al anteponer el legítimo interés empresa-
rial al insoslayable derecho fundamental a la igualdad y no discriminación, nunca 
debió producirse.

Los primeros pronunciamientos judiciales han asumido y aplicado, en forma prácti-
camente unánime, la enfermedad o condición de salud como causa de discrimina-
ción, sancionando con la declaración de nulidad aquellos despidos cuyo móvil real 
obedecía a la misma, salvo en aquellos en los que no se ha apreciado indicios de 
tal intencionalidad2. Eso sí, salvo alguna excepción, solamente respecto a despidos 
producidos con posterioridad a la entrada en vigor de la nueva ley, cuestión que 
abordaré más adelante

En el ámbito de la doctrina científica, si bien la mayoría de opiniones han recibido 
favorablemente la incorporación de la enfermedad o condición de salud en la tutela 
anti-discriminatoria3,  un sector de la misma -ciertamente minoritario- se ha posi-

1	  �AGUSTÍ MARAGALL, J.: “La nueva ley 15/2022 integral para la igualdad y no discriminación y el 
despido por enfermedad o condición de salud: el fin de la anomalía”, Jurisdicción Social. Revista de 
la Comisión de lo Social de Juezas y Jueces para la Democracia, núm. 235, 2022

2	  �Tales primeros pronunciamientos pueden ser consultados en el impagable Blog del profesor Ignasi 
Beltran Heredia, en la “entrada” titulada “despido/enfermedad/Ley 15/2022”. Así, se han declarado la 
nulidad de los respectivos despidos objeto de impugnación, entre otras, la SJS/1 Burgos 27 de febrero 
2023 (rec. 758/2022), La SJS/1 Granada 15 de febrero 2023 (rec. 753/2022), la SJS/1 Cartagena 18 
de enero 2023 (rec. 702/2022), la SJS/3 Ourense 18 de noviembre 2022 (núm. 632/2022), La SJS/1 
Vigo 13 de diciembre 2022 (núm. 473/2022), i la SJS/1 Gijón 15 de noviembre 2022 (rec. 467/2022).  
En sentido contrario, la SJS/1 Vigo 15 de febrero 2023 (rec. 573/2022) y la SJS/1 Mieres 14 de 
febrero 2023 (rec. 64/2023), que han declarado la improcedencia al no apreciar indicios de la discri-
minación invocada.

3	  �BAYLOS GRAU, A.: “La Ley 15/2022, integral para la igualdad de trato y la no discriminación”, Blog 
del autor, entrada de 14 de julio de 2022; BELTRÁN DE HEREDIA, I.: “A partir de la Ley 15/2022, 
¿puede despedirse (injustificadamente) a un trabajador enfermo o de baja por incapacidad tempo-
ral?”, Blog del autor, entrada de 14 de julio de 2022; LOUSADA AROCHENA, Fernando. “Despido y 
discapacidad tras la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discrimina-
ción; ROJO TORRECILLA, E.: “Ley integral para la igualdad de trato y la no discriminación. Una his-
toria que empezó en 2011 y acabó (bien) en 2022. Notas a la Ley 15/2022 de 12 de julio, con especial 
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cionado, abierta o matizadamente, en contra de tal incorporación, cuestionando 
incluso su constitucionalidad. 

Analizaré en primer lugar estas objeciones formuladas desde la perspectiva cons-
titucional y expondré la crítica que, desde mi punto de vista, puede efectuarse 
a las mismas, para, a continuación, abordar cuestiones tan relevantes como la 
obligada “perspectiva de igualdad” en el enjuiciamiento de los despidos por causa 
de enfermedad o condición de salud, o defender la apreciación de la nueva causa 
de discriminación respecto a despidos previos a la promulgación de la nueva Ley,  
para acabar comentando alguna cuestión procesal que ha aflorado en los prime-
ros pronunciamientos judiciales, como son el valor indiciario del comunicado de 
baja médica y si la fijación de la indemnización resarcitoria puede acordarse de 
oficio o requiere previa postulación.   

II.- �CONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY 15/2022, A PESAR 
DE SU CARÁCTER NO ORGÁNICO

Una primera objeción, bastante generalizada recién publicada la nueva ley, es la 
que expone el profesor Erik Monreal Bringsvaerd, catedrático de la Universitat 
de las Islas Baleares, en un trabajo de reciente publicación4, cuando razona -en 
síntesis- que la nueva ley no puede incluir una nueva causa de discriminación, 
como la enfermedad y condición de salud, por cuanto no tiene el carácter orgánico 
exigido por el art. 81 de la Constitución para desarrollar un derecho fundamental.

Desde el máximo respecto intelectual a quienes la sostienen, no comparto dicha 
objeción. 

En primer lugar, por cuanto, desde una perspectiva estrictamente constitucional 
y ni que sea a los exclusivos efectos de la previsión de ley orgánica del art. 81.1 
CE, el derecho a la igualdad de trato y la prohibición de discriminación consagrado 
en el art. 14 CE no sería un “derecho fundamental”, denominación restringida a 
los derechos consagrados en los artículos del 15 al 29, según enuncia la sección 

atención al contenido laboral”, Academia. edu, publicado el 19 de agosto de 2022; TERRADILLOS 
ORMAETXEA, E.: “Enfermedad y discapacidad: dos posibles causas discriminatorias que protege 
la nueva Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación”, Briefs 
de la AEDTSS, publicado el 19 de julio de 2022.

4	�  “Despidos en situación de baja por IT tras la Ley 15/2022: improcedentes, no nulos, como regla 
general”, Briefs AEDTSS, 28,2023. Concluye dicho artículo afirmando: “Si el estado quiere trasvasar 
a las empresas ese riesgo estbleciendo que la enfermedad es una causa de discriminación en el 
empleo, debería hacerlo mediante una ley orgánica de desarrollo del art. CE. Las costuras de los 
procedimientos legislativos de la Constitución dan para lo que dan y están suficientemente forzadas 
por el flanco del art. 86 como para forzarlas también por el del art. 81 tramitando como ordinarias 
leyes que, materialmente, deberían ser orgánicas”. 
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la misma protección constitucional ex art. 53.2 CE que establece el denominado 
“amparo ordinario” respecto de “las libertades y derechos reconocidos en el art. 14 
y la Sección 1ª del Capítulo Segundo” 5.

Así lo aclaró el Tribunal Constitucional en la STC 76/83 (Caso LOAPA) al razonar  
“que el artículo 81.1, al definir las materias propias de Ley Orgánica, se refiere al 
«desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas», que es 
precisamente la rúbrica utilizada para designar el conjunto de los artículos com-
prendidos en la sección primera del capítulo II”, añadiendo, más adelante, que 
“Existe, pues, una exclusión expresa del artículo 14 en el artículo 81.1 de la Cons-
titución....justificada porque la igualdad reconocida en el artículo 14 no constituye 
un derecho subjetivo autónomo, existente por sí mismo, pues su contenido viene 
establecido siempre respecto de relaciones jurídicas concretas.” 

Pero es que, además y en segundo lugar, si -superando aquel concepto restrictivo- 
asumiéramos que el derecho a la igualdad y la prohibición de discriminación entra 
en el concepto “amplio” de derecho fundamental (“verdadero derecho fundamental 
vinculante y directamente aplicable por jueces y tribunales, que no es simplemente 
instrumental a los demás derechos fundamentales, sino que adquiere un conte-
nido propio”, según proclama la STC 91/20196), deberíamos distinguir -según la 
doctrina constitucional (STC 135/2006)-  “entre la imposición de límites a un dere-
cho fundamental, actividad normativa reservada a la ley orgánica (art. 81.1 CE)  y 
la regulación del ejercicio del derecho, tarea que compete al legislador ordinario 
en virtud de lo dispuesto en el art. 53.1 CE”.

Por ello, entiendo que el carácter ordinario y no orgánica de la nueva ley no es 
obstáculo para la ampliación del ámbito subjetivo de la tutela anti-discriminatoria, 

5	  �Carlos H. Preciado Doménech, en su libro “Teoría General de los Derechos Fundamentales en el 
contrato de trabajo” (Aranzado 2018), de indispensable lectura, pag. 68, explica el debate entre la 
perspectiva “formal” y “material” de los DDFF.

6	  �Razona dicha sentencia en su FJ IVº: “a) Como señalamos en la STC 200/2001, de 4 de octubre 
(RTC 2001, 200) , el art. 14 CE (RCL 1978, 2836) contiene en su primer inciso “una cláusula general 
de igualdad de todos los españoles ante la Ley, habiendo sido configurado este principio general de 
igualdad, por una conocida doctrina constitucional, como un derecho subjetivo de los ciudadanos 
a obtener un trato igual, que obliga y limita a los poderes públicos a respetarlo y que exige que los 
supuestos de hecho iguales sean tratados idénticamente en sus consecuencias jurídicas y que, para 
introducir diferencias entre ellos, tenga que existir una suficiente justificación de tal diferencia, que 
aparezca al mismo tiempo como fundada y razonable, de acuerdo con criterios y juicios de valor ge-
neralmente aceptados, y cuyas consecuencias no resulten, en todo caso, desproporcionadas” (FJ 4).

	  �Es necesario resaltar que el art. 14 CE (RCL 1978, 2836) concreta la igualdad como valor superior 
del ordenamiento ( art. 1 CE (RCL 1978, 2836) ) en un verdadero derecho fundamental vinculante 
y directamente aplicable por jueces y tribunales, que no es simplemente instrumental a los demás 
derechos fundamentales, sino que adquiere un contenido propio. En un Estado social y democrá-
tico de Derecho, como el que establece nuestra Constitución, el derecho a la igualdad no consiste 
meramente en una exigencia formal de trato equitativo, sino en una exigencia material de tutela que 
garantice la efectividad sustancial de la igualdad entre los individuos y los grupos, y que remueva 
los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud ( art. 9.2 CE (RCL 1978, 2836) ).
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cial relevancia social”, a diferencia de si se pretendiera lo contrario, la restricción 
de dicho ámbito de tutela, cosa que -entonces sí- exigiría el carácter orgánico de la 
nueva ley. Como se explica al inicio del segundo apartado del preámbulo, es una 
norma de derecho anti-discriminatorio “que viene a dar cobertura a las discrimina-
ciones que existen y a las que están por venir.”  

Tal incorporación -por vía de norma ordinaria-  de nuevas causas de discrimina-
ción ya ha ocurrido en anteriores ocasiones (por ejemplo mediante la sucesiva 
incorporación de nuevas causas de discriminación en los arts. 4 y 17 ET), y está 
prevista tanto en el art. 55.5 ET como en el art. 108-2 LRJS cuando establecen 
que “será nulo el despido que tanga por móvil alguna de las causes de discrimina-
ción prohibidas en la Constitución o en la ley”, diferenciando, pues, ambas fuentes 
normativas aunque disponga la misma calificación judicial de nulidad y, con ella, 
las mismas consecuencias de condena7. 

III.- �CONSTITUCIONALIDAD DE LA ENFERMEDAD 
O CONDICIÓN DE SALUD COMO CAUSA DE 
DISCRIMINACIÓN “RESTITUIDA” 

Aduce también el profesor Monreal, como segundo argumento en su tesis con-
forme el despido por enfermedad o condición de salud debe seguir calificándose 
como improcedente, que el legislador “no puede arrogarse la función de garanti-
zar el derecho a la no discriminación por razón de enfermedad en las relaciones 
laborales por el simple motivo de que este derecho nunca ha existido en nuestro 
ordenamiento”.

También debo discrepar de tal argumentación: 

En primer lugar, por cuanto, como ya hemos visto, uno de los objetivos de la nue-
va ley es, precisamente, dar cobertura jurídica anti-discriminatoria a causas de 
discriminación que, presentes en la sociedad, hasta ahora no la tenían, si más no 
explícitamente o, como en el caso de la enfermedad o condición de salud, no era 
mayoritariamente admitida en el ámbito judicial.  

Pero es que, además, la “enfermedad o condición de salud” no puede entenderse, 
en nuestro marco normativo ni en nuestra jurisprudencia, como una “nueva” causa 
de discriminación, sino como una causa de discriminación “restituida”.  Como ya 
expliqué en mi anterior artículo en esta revista 8,  lo que ha hecho el legislador en 

7	� Son causas de discriminación no contempladas en el art. 14 CE ni en el DUE pero sí en el art. 17 ET 
la “adhesión o no a sindicatos y a sus acuerdos” o “vínculos de parentesco con personas pertene-
cientes o relacionadas con la empresa”.

8	  �AGUSTÍ MARAGALL, J.: “La nueva ley 15/2022 integral para la igualdad y no discriminación y el 
despido por enfermedad o condición de salud: el fin de la anomalía”, Jurisdicción Social. Revista de 
la Comisión de lo Social de Juezas y Jueces para la Democracia, núm. 235, 2022.
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es un reconocimiento “ex novo” sino una restitución en la consideración que tuvo 
-normativa y jurisprudencialmente- hasta el cambio doctrinal originado por la STS 
29.1.019. 

En efecto, no reproduciré aquí lo que, con más detalle, ya expuse en aquel anterior 
artículo.  Solamente recordaré que la situación de incapacidad temporal, respon-
diera a enfermedad (común o profesional) u otra “condición de salud” (accidente 
laboral o no laboral), gozó, desde el primer Estatuto de los Trabajadores (1980) y 
hasta la Reforma Laboral de 1994 de una “tutela objetiva”, en los mismos términos 
que regula el actual art. 55.5 ET en relación con las situaciones de embarazo, 
maternidad, lactancia o vinculadas a los derechos de conciliación, ya que  el des-
pido de todo trabajador en suspensión de contrato (como supone la IT) debía ser 
calificado nulo caso de no resultar procedente10.

Cuando la Reforma Laboral de 1994 suprimió dicha tutela judicial objetiva, la ma-
yoría de los Tribunales Superiores, entendiendo que la supresión de tal supuesto 
de nulidad “automática” solamente podía responder  -al menos en relación a la 
situación de incapacidad temporal derivada de enfermedad común o accidente-   a 
su integración en la genérica causa de nulidad por discriminación, siguieron san-
cionando con la declaración de nulidad ex art. 14 CE los despidos por causa de la 
situación en incapacidad temporal. 

Destacaba en aquel artículo –por su relevancia- la sentencia del TSJ de Catalunya 
de 28.2.00 (de la que fue ponente Lourdes Arastey, actual magistrada en el TJUE) 

11, que, ante un despido reconocido como improcedente en conciliación y cuya 

9	� Razonaba esta sentencia, la STS 29.1.01, en su párrafo quizás más emblemático, lo siguiente: “La 
enfermedad, en el sentido genérico que aquí se tiene en cuenta desde una perspectiva estrictamente 
funcional de incapacidad para el trabajo, que hace que el mantenimiento del contrato de trabajo del 
actor no se considere rentable por la empresa, no es un factor discriminatorio en el sentido estricto 
que este término tiene en el inciso final del artículo 14 de la Constitución Española, aunque pudiera 
serlo en otras circunstancias en las que resulte apreciable el elemento de segregación. En efecto, se 
trata aquí simplemente de una medida de conveniencia de la empresa, que prefiere prescindir de un 
trabajador que en el año 1998 ha permanecido en activo menos de cuatro meses.” 

10	  �Así, el artículo 55.6 ET (1980) declaraba que «el despido de un trabajador que tenga suspendido un 
contrato de trabajo se considerará nulo si la jurisdicción competente no apreciase su procedencia”. 
Y, en consonancia con tal mandato, el artículo 102.2 LPL (1980) establecía que “Sólo se declarará 
nulo el despido …. cuando el trabajador despedido tuviera suspendido el contrato de trabajo y no se 
apreciase procedente el despido, o en los demás casos establecidos por al Ley».

	  �El posterior texto procesal, la LPL de 1990, en su art. 108.2.b), no sólo mantuvo la prohibición de 
despido de «los trabajadores con contrato suspendido, para el caso de que no se declare su pro-
cedencia”, sino que incrementó la protección cuando, en el art. 279.1 LPL, se garantizaba que, en 
caso de declaración de nulidad del despido, la sentencia se ejecutaría “en sus propios términos”, 
no sólo en casos de vulneración de derechos fundamentales sino también cuando «la declaración 
de nulidad se fundamente en la suspensión del contrato del trabajador despedido, una vez haya 
concluido la causa de tal suspensión».

11	  �Razonaba dicha sentencia “que la empresa ya reconoció en conciliación la improcedencia del despi-
do lo que evidencia la clara voluntad de poner fin a la relación sin más motivación que la apuntada. 
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temporal, concluía afirmando que “No hay duda de que se discrimina a quien por 
razones de salud se ve obligado a acogerse a la protección social establecida en 
las normas laborales y de seguridad social”12. Dicha sentencia, como ya expliqué 
entonces, fue -precisamente- la que revocó el Tribunal Supremo mediante la STS 
de 29.1.01, que inició el cambio doctrinal. 

Por consiguiente, la segunda premisa de la que parte esta objeción,  conforme el 
legislador ordinario “no puede arrogarse la función de garantizar el derecho a la no 
discriminación por razón de enfermedad en las relaciones laborales por el simple 
motivo de que este derecho nunca ha existido en nuestro ordenamiento” tampoco 
es cierta, ya que dicho derecho sí fue protegido normativamente mediante la tu-
tela objetiva (de 1980 a 1994), y, posteriormente,  por la tutela anti-discriminatoria 
aplicada por la mayoría de las salas de suplicación hasta que sobrevino el cambio 
doctrinal que comportó la STS de 29.1.01.  

La precisión es relevante, entre otros motivos, en orden a la aplicación retroactiva 
de la nueva tutela a despidos previos a la entrada en vigor de la nueva ley, cues-
tión que abordo más adelante. 

IV.- �LA MANIFIESTA OBSOLESCENCIA DE LA DOCTRINA 
ESTABLECIDA EN LA STC 62/2008

Finalmente, invoca el profesor Monreal, en soporte de su tesis, la STC 62/2008 
que, en síntesis,  consideró  “que no hay discriminación si el factor enfermedad 
se considera con la perspectiva estrictamente funcional de su efecto incapacitan-
te para el trabajo, pudiendo haberla si también se considera como elemento de 
segregación basado en su mera existencia o en la estigmatización como persona 
enferma de quien la padece”, por lo cual acaba concluyendo que el despido en 
situación de incapacidad temporal no es discriminatorio “cuando es el resultado 
de una valoración, por parte de la empresa, de que la incapacidad para el Trabajo 
hace que el mantenimiento de la prestación laboral resulte en exceso oneroso”, 
recordando que “la idea de que la productividad y la eficiencia del Trabajo son in-

No compartimos la tesis del TSJ de Castilla-León (Valladolid) de 16.3.98 que, por otra parte, no 
constituye doctrina consolidada y uniforme como se sostiene por la empresa. La Sala considera 
que existe, desde luego, una elección del trabajador, efectuada con posterioridad al momento del 
empleo, que atiende a las condiciones personales del mismo y que se concreta en el despido del 
mismo, atendidas únicamente tales condiciones. No hay duda de que se discrimina a quien por ra-
zones de salud se ve obligado a acogerse a la protección social establecida en las normas laborales 
y de seguridad social, sin que, por otro lado, se acredite que nos hallamos ante aquel supuesto al 
que antes hemos aludido del art. 51 a) ET.”

12	� En la misma línea pueden citarse las STSJ Cataluña de 2-4-2001 ( AS 2001, 2139) y 26-9-2002 ( AS 
2002, 3017), STSJ Murcia 24-5-2004 y STSJ Canarias 8-3-2004.
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En relación con esta sentencia, dictada hace ya 15 años, son diversas las razones 
que -en mi opinión- abocan a la conclusión de que la doctrina sentada en la misma 
debe considerarse obsoleta, sin que pueda -por tanto- justificar la renuencia doc-
trinal a asumir la decisión del legislador de restituir la enfermedad o condición de 
salud como causa de discriminación:

➜	 �En primer lugar, la situación de hecho analizada en dicha sentencia, muy 
singular, no se corresponde con el clásico despido que, bajo la cobertura 
formal de una imputación disciplinaria ficticia, esconde como causa real la 
de la enfermedad o condición de salud. En aquel caso, la imputación dis-
ciplinaria se ajustaba al móvil real del despido, y consistía en haber oculta-
do el trabajador despedido, en el momento de su contratación, una lesión/
enfermedad previa en las vértebras cervicales que, a juicio de la empresa, 
le impedían trabajar en la construcción, constituyendo la misma un incum-
plimiento contractual culpable y por tanto una transgresión de la buena fe 
contractual13. Me parece relevante destacar este elemento diferencial por 
cuanto, sin duda, pudo condicionar los razonamientos de la sentencia, ya 
que -a la postre- no se trataba de un despido ficticiamente disciplinario por 
causa -oculta- de enfermedad, sino de un despido “auténticamente” discipli-
nario por ocultar una condición que, probablemente, debiera ser calificada 
de “discapacidad”. 

➜	 �En segundo lugar, hay que destacar que el Tribunal Constitucional, en sus 
razonamientos y en forma sorprendente, prescindió de la posible incidencia 
de la Directiva 2000/78 y  del Convenio 158 OIT, cosa que sí hizo el voto 
particular en contra para -en plena congruencia con el previo informe del 
Ministerio Fiscal (partidario también de haber apreciado discriminación “por 
enfermedad recurrente”)- fundamentar su discrepancia  y defender el ca-

13 	� Así se recoge en su FJ IVº: “En efecto, no aparece acreditado, ni siquiera de forma indiciaria, que la 
causa del despido del trabajador fuera la situación de incapacidad temporal en la que se encontraba 
en el momento del despido, situación que, se alega por éste, era sólo transitoriamente discapaci-
tante, había comenzado únicamente diez días antes de la fecha en que se produjo el despido y era 
la primera vez que concurría en la relación laboral con la empresa. Según se acaba de señalar, la 
causa alegada por la empresa para el despido, tal y como se refleja en la carta, es la trasgresión de 
la buena fe contractual consistente en no haber comunicado su enfermedad previa en las vértebras 
cervicales que -entiende- le impedía trabajar en la construcción, y sus continuas bajas por dicha en-
fermedad en las distintas empresas del sector para las que había prestado servicios. En relación con 
ello, la Sentencia de instancia señala que de la prueba practicada se aprecia que el motivo real del 
cese fueron las bajas médicas del empleado previas a la contratación y su ocultación a la empresa, 
que hacían que su prestación de trabajo no fuera rentable para la misma. En consecuencia, aun 
cuando el despido se produjera encontrándose el trabajador en situación de incapacidad temporal, 
no es dicho proceso de incapacidad temporal el causante del mismo, sino la enfermedad preexisten-
te que dicho proceso puso de manifiesto y que la empresa afirma conocer únicamente a partir de ese 
momento, y no en el momento de la contratación.”
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o afecciones crónicas que no alcanzan el grado de una discapacidad, a 
efectos de los artículos 4.2 c) y 17.1 LET ( RCL 1995, 997) o de la Directiva 
2000/78/CE, del Consejo, de 27 de noviembre de 2000 (LCEur 2000, 3383) 
y que, sin embargo, constituyen una categoría intermedia entre ésta y la 
simple enfermedad estrictamente funcional para el trabajo y generan, en 
casos como el enjuiciado en este amparo, acciones discriminatorias que 
es necesario considerar prohibidas en la cláusula “o cualquier otra condi-
ción o circunstancia personal o social” del artículo 14 CE máxime cuando, 
al estar afectado el derecho al trabajo del recurrente del artículo 35.1 CE 
( RCL 1978, 2836) y el principio rector del reconocimiento a la protección 
de la salud del artículo 43 CE, obligan a un mayor rigor y exigencia de ra-
zonabilidad del que carecen en este caso las resoluciones judiciales ( STC 
95/2000, de 10 de abril [RTC 2000, 95] )».

➜	 �En todo caso, la evolución doctrinal posterior del Tribunal de Justicia de 
la Unión con la STJUE Ring en 2013 y culminada con la STJUE Daouidi 
en 201614, en razón de la ratificación por la Unión Europea en 2010 de la 
Convención de las Naciones Unidas para las personas con discapacidad, 
permite inferir, sin temor a equivocarse, que -a la luz de tal doctrina- el des-
pido impugnado probablemente habría sido calificado de discriminatorio 
por “discapacidad”15.

14 	� El TJUE, en la STJUE Ring, recordando que la Unión había ratificado la Convención de la ONU 
sobre la discapacidad y que, por consiguiente, sus disposiciones formaban parte integrante del orde-
namiento jurídico de la Unión, estable un nuevo concepto de «discapacidad» -más social, dinámico 
y flexible- como “aquellas dolencias físicas, mentales o psíquicas que, al interactuar con diversas 
barreras, puede impedir la participación plena y efectiva de la persona de que se trate en la vida pro-
fesional en igualdad de condiciones con los demás trabajadores y si esta limitación es de larga dura-
ción, puede estar incluido en el concepto de «discapacidad» en el sentido de la Directiva 2000/78”. 
Con la STJUE Daouidi de 1.12.16 completará esta evolución doctrina del TJUE, al concretar dos 
parámetros para discernir cuando una situación de enfermedad o las secuelas de un accidente 
pueden ser considerados “duraderos” y, por consiguiente, equiparables a “discapacidad”: “que, en la 
fecha del hecho presuntamente discriminatorio, la incapacidad del interesado no presente una pers-
pectiva bien delimitada en cuanto a su finalización a corto plazo, o el que dicha incapacidad pueda 
prolongarse significativamente antes del restablecimiento de dicha persona.”

15	� La situación médica del demandante en amparo en la STC 62/08 encaja claramente en estos pará-
metros, lo cual permite concluir que, a la luz de la referida doctrina del TJUE, el despido del deman-
dante, cuya causa explícita fue -y cito literalmente el tenor de la carta de despido- “ser conocedor 
de que tiene una lesión/enfermedad previa en las vértebras cervicales que le impiden trabajar en 
la construcción, …y que Vd. nos ocultó intencionadamente, su lesión/enfermedad y sus continuas 
bajas por la misma en otras empresas del sector como nos ha confirmado con posterioridad”, debie-
ra ser calificado como discriminatorio, tal como, premonitoriamente, sostuvieron tanto el Ministerio 
Fiscal como el voto particular, aún sin citar el concepto de discapacidad.
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➜	 �La STC 62/08, en un razonamiento que bien pudiera considerarse “obiter 
dicta” por cuanto, como he explicado, la situación de hecho no lo justificaba 
(al referirse a una situación de discapacidad ocultada por el trabajador), 
valida abiertamente la doctrina del Tribunal Supremo afirmando que “una 
enfermedad temporal, en cuanto situación que necesariamente afecta a la 
práctica totalidad de los seres humanos en muy diferentes momentos de su 
vida profesional, difícilmente puede configurarse en abstracto y con carác-
ter general como un factor de discriminación prohibido por el art. 14 CE”. 

	� Llama la atención el concepto restrictivo del “factor de discriminación” del 
que parte este razonamiento, al descartar que la enfermedad pueda ser 
considerada como tal por el solo hecho de que pueda afectar en algún mo-
mento de su vida a la mayoría de los seres humanos, cuando el art. 14 CE 
-además de los factores explicitados de discriminación-  añade una cláusula 
abierta, “o cualquier otra condición o circunstancia personal o social”, que 
incluye en la prohibición de discriminación  –como así lo ha entendido  el 
legislador con la nueva Ley 15/2022- tanto a las “condiciones” (permanen-
tes) como las “circunstancias” (temporales), como ahora la enfermedad o 
condición de salud. 

	� Lo relevante, en definitiva, es que la “condición” o “circunstancia personal” 
sea causa de desigualdad de trato peyorativo injustificable, que genere una 
situación de máxima vulnerabilidad y precariedad por el solo hecho de ejer-
cer derechos tan elementales como son el de la protección a la salud y el 
acceso a las correspondientes prestaciones de seguridad social. Y fueron 
precisamente estas circunstancias relevantes las que llevaron al legislador 
de 1980, en el primer Estatuto de los Trabajadores y en la LPL aprobada 
aquel año, a establecer la “protección objetiva” ya referida, incomprensible-
mente derogada por la Reforma Laboral de 1994. 

➜	 �En todo caso, el hecho que el Tribunal Constitucional entendiera en 2008 
que “no hay discriminación si el factor enfermedad se considera con la pers-
pectiva estrictamente funcional de su efecto incapacitante para el Trabajo”, 
y exigiera, para apreciarla, la concurrencia de un “elemento segregacionista 
o estigmatizante” no puede constituir impedimento alguno -como ya hemos 
analizado-   para que el legislador (la mayoría parlamentaria, en definitiva), 
14 años después, entienda que la situación ha cambiado y que la enferme-
dad o condición de salud sí se han convertido en los últimos años y en el 
ámbito de las relaciones laborales, en causa de “discriminación estructural” 
de especial relevancia social.

➜	 �En efecto, como pudimos constatar los que ejercimos la función judicial 
desde los juzgados sociales de instancia en los dos últimos decenios, la 
doctrina del Tribunal Supremo iniciada con la STS de 29.1.01, validada por 
la STC 62/08,  en el marco normativo propiciado por al Ley 45/02 (que im-
plantó una figura tan anómala como el denominado “despido improcedente 
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tó que durante tan largo periodo se despidiera “improcedentemente” a miles 
de personas trabajadoras por causa, exclusivamente, de su enfermedad o 
condición de salud, al entenderse -desde muchos sectores empresariales y 
profesionales- que se había conformado un auténtico derecho a “despedir 
al trabajador/a enfermo/a” a cambio de asumir el coste económico de la 
declaración de improcedencia. 

Y lo cierto es que esta práctica empresarial generalizada, respondiera a un interés 
“estrictamente funcional” o a un prejuicio estereotipado (que vería al trabajador/a 
en baja médica como un “absentista” o, en todo caso, como un trabajador/a incon-
veniente), ha acabado generando una causa de discriminación que bien podemos 
calificar de “estructural”, por su “especial relevancia social”, corregida ahora por el 
legislador. 

V.- LA PERSPECTIVA IGUALITARIA EN EL ENJUICIAMIENTO: 
EL DERECHO A LA IGUALDAD FRENTE AL INTERÉS O 
CONVENIENCIA EMPRESARIAL

Pasando ya a las aportaciones de la nueva Ley, en mi primer artículo y quizás por 
su carácter urgente, no resalté un precepto, el art. 4.3 de la nueva Ley que, ahora 
mismo, me parece fundamental y que dispone que “el derecho a la igualdad de 
trato y la no discriminación es un principio informador del ordenamiento jurídico y, 
como tal, se integrará y observará con carácter transversal en la interpretación y 
aplicación de las normas jurídicas”. 

Debemos conectar este principio con el apartado tercero del Preámbulo, en el que 
el legislador destaca “que los actos discriminatorios se cometen en un contexto de 
discriminación estructural que explica las desigualdades históricas como resultado 
de una situación de exclusión social y sometimiento sistemático a través de prác-
ticas sociales, creencias, prejuicios y estereotipos”.   

Este mandato, por otra parte, se inspira en la “perspectiva de género” recogida 
normativamente en el art. 4 de la Ley Orgánica 3/2007 para la igualdad efectiva 
entre mujeres y hombres, cuya técnica interpretativa y aplicativa debiéramos ha-
ber asumido y que ahora debemos trasladar a todas las causas de discriminación, 
priorizando -en el análisis y enjuiciamiento de las situaciones- la perspectiva de 
la persona víctima de la discriminación  (y no la del sujeto discriminador, como 
acontecía, respecto del despido por causa de enfermedad, con la doctrina judicial 
definitivamente apartada con la nueva Ley). 

Para valorar la potencialidad de este mandato, detengámonos en el razonamiento 
quizás más emblemático de la inicial STS de 29.1.01, validada por la TSC 62/08, 
que determinó el cambio doctrinal: 

“La enfermedad, en el sentido genérico que aquí se tiene en cuenta desde una 
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el mantenimiento del contrato de trabajo del actor no se considere rentable por la 
empresa, no es un factor discriminatorio en el sentido estricto que este término 
tiene en el inciso final del artículo 14 de la Constitución Española, aunque pu-
diera serlo en otras circunstancias en las que resulte apreciable el elemento de 
segregación … se trata aquí simplemente de una medida de conveniencia de la 
empresa, que prefiere prescindir de un trabajador que en el año 1998 ha perma-
necido en activo menos de cuatro meses.”  

Y preguntémonos, a continuación, si dicho razonamiento es compatible con la 
perspectiva igualitaria a la que nos compele el art. 4.3 de la nueva Ley. Me parece 
obvia la respuesta negativa, por cuanto está construido exclusivamente desde la 
perspectiva del empresario y su conveniencia, prescindiendo totalmente de las 
consecuencias discriminatorias que el despido tiene en la persona trabajadora. 

VI.- �¿PUEDEN SANCIONARSE CON LA NULIDAD DESPIDOS 
ENFERMEDAD O CONDICIÓN DE SALUD PRODUCIDOS 
CON ANTERIORIDAD A LA ENTRADA EN VIGOR DE LA 
NUEVA LEY?

Abordo a continuación la única cuestión que, por el momento, sí ha generado dis-
crepancia en los primeros pronunciamientos judiciales. 

La disposición transitoria única de la Ley 15/2022, bajo el título, “régimen tran-
sitorio de procedimientos”, dispone que “a los procedimientos administrativos y 
judiciales ya iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley no será de 
aplicación la misma, rigiéndose por la normativa anterior”. 

En base a tal precepto, la mayoría de las sentencias de instancia recaídas hasta 
el momento no han aplicado la nueva ley y la causa de discriminación que incor-
pora a despidos anteriores a su entrada en vigor. También se han pronunciado en 
este sentido el TSJ de Catalunya, en sus sentencias de 19/09/2022 (recurso nº 
3184/2022), de 5/12/2022 (recurso nº 6523/22), y el TSJ del País Vasco en su re-
ciente sentencia de 7.3.23 (recurso nº 3067/22), que cuenta con un relevante voto 
particular, que reproduzco parcialmente en pie de página16. 

16	  ��Razona este voto particular, emitido por el magistrado Florentino Eguaras, lo siguiente: 
“ La nueva norma es aplicable a todas las prácticas empresariales, pues cuando existe una quiebra 
del art. 14 de la Constitución, no hay ni plazos ni términos, porque la retroacción a las situaciones 
de discriminación es ope legis y ex tunc. Ello supone que en nuestro supuesto, y considerando las 
circunstancias concurrentes y el art. dos números uno y tres de la indicada ley, ha sido discriminado 
el trabajador y las consecuencias de ello son la nulidad de la conducta vejatoria. La situación que 
ha regulado el legislador responde a la máxima ius clamat domino, y ello significa que la situación 
actual de nuestra normativa consagra como discriminación casos como el del actor –en IT- y por ello 
el demandante debe recibir toda la tutela que deriva de encontrarnos ante un derecho transversal, y 
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la nueva ley y la causa de discriminación que incorpora como argumento coadyu-
vante en la declaración de nulidad de un despido previo a la entrada en vigor de la 
misma, fundamentada en la vulneración del art. 15 CE17. En el mismo sentido, la 
SJS nº 7 de Barcelona de fecha 17.3.23 (684/2020-C).

Personalmente, y no creo que esto sorprenda a nadie, me inclino también por en-
tender que la nueva Ley, en lo que se refiere a la ampliación del ámbito subjetivo 
de la tutela anti-discriminatoria, sí puede y debe aplicarse a los despidos anterio-
res a su entrada en vigor. 

Entiendo que el mandato de la reproducida disposición transitoria única, en con-
gruencia con su título (“régimen transitorio de procedimientos”), es exclusivamente 
“procedimental” de tal manera que, por ejemplo, un procedimiento sancionador ini-
ciado con anterioridad a la entrada en vigor no podrá aplicársele el nuevo régimen 
de infracciones y sanciones establecido en el título IV de la nueva ley. 

Pero, por el contrario, nada debiera impedir que la ampliación de la tutela an-
ti-discriminatoria a causas de nuevo reconocimiento, como ahora la enfermedad y 
condición de salud, se aplique también a hechos o situaciones, despidos incluidos, 
anteriores a la entrada en vigor de la nueva ley18. 

Y es que, como ya he señalado anteriormente, la nueva ley no inventa o genera 

una obligación judicial de actuar todas las medidas necesarias para evitar la discriminación –ex 28 
de la ley 15/22- y que el legislador ha previsto. En el sentido de lo anterior no creo que sea posible 
eludir la tutela bajo el cobijo de tratarse de una cuestión nueva, pues la Constitución agrega a las 
facultades de los tribunales una interpretación acorde a la misma, y ajena a posibles formalidades 
que terminan por limitar la protección que nuestro ordenamiento pretende otorgar en la vía judicial.”

17	  �FJ VII: “Coadyuva a nuestra conclusión el hecho de que el legislador, sin duda para prevenir -entre 
otras- actuaciones como la que aquí analizamos, mediante la Ley 15/2022 para la igualdad de trato 
y la no discriminación, haya recogido, como una de las causas de discriminación prohibida, la “en-
fermedad o condición de salud” , sin más adjetivos, como causa de discriminación distinta a la de 
“discapacidad”, poniendo fin con tal inclusión al debate de si la apreciación de la enfermedad como 
causa de discriminación debiera requerir el carácter imprevisible de su curación o su larga duración 
(STJUE Daouidi) o la concurrencia de un elemento intrínsecamente segregacionista (STS 29.1.01 y 
STC 62/08), elemento segregacionista que incuestionablemente y en todo caso- también concurre 
en el presente caso ya que el demandante se ha visto injustamente despedido -y, por consiguiente, 
“segregado” en su empleo laboral- por el solo hecho de estar enfermo y ejercer derechos tal ele-
mentales como el de la protección a la salud y el acceso a la prestación sanitaria, recogidos ambos 
como fundamentales tanto en la CDFUE ( arts. 34 y 35) como en la Carta Social Europea revisada 
(arts. 11,12 y 13) “ 

18	  �De hecho, así lo ha entendido el propio Tribunal Constitucional en su STC 67/2022, de 2 junio, 
previa a la publicación de la L 15/2022, bien que respecto de una causa de discriminación no contro-
vertida, apreciando discriminación por identidad de género, “como una causa sospechosa de trato 
discriminatorio de las que se incluyen en la cláusula residual del art.14 CE”, cuando ni la “identidad 
sexual” ni la “manifestación de género” habían sido incorporadas en el ámbito de la tutela anti-dis-
criminatoria (cosa que sí aconteció con la nueva ley, promulgada pocos días después de ser dictada 
la sentencia).
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del apartado II del preámbulo de la nueva ley- “viene a dar cobertura a las discrimi-
naciones que existen”, esto es,  incorpora explícitamente en el marco jurídico de la 
tutela anti-discriminatoria causas de discriminación ya existentes en la sociedad. Y 
si el despido por razón de enfermedad o condición de salud ha devenido una causa 
“estructural” de discriminación en el ámbito de las relaciones laborales (por causa, 
entre otras, de la desprotección normativa operada en 1994 y del cambio jurispru-
dencial operado por la STS 29.1.01), nada justifica -a mi entender- privar de dicha 
ampliación tutelar a despidos previos a la entrada en vigor de la nueva ley. 

En todo caso, no me parecen admisibles las razones de pretendida “seguridad 
jurídica”, que parecen subyacer en la mayoría de los pronunciamientos judiciales 
que, hasta la fecha, se han inclinado por la tesis contraria, ya que -por más que 
a determinados sectores profesionales les cueste admitir- ahora misma no tiene 
la más mínima cobertura legal un hipotético derecho a “despedir improcedente-
mente” a un trabajador por causa de su enfermedad o condición de salud, que 
resultaría lesionado por la tesis que sostengo. Es más, como ya he recordado, tal 
facultad extintiva fue expulsada de nuestro ordenamiento jurídico por la Ley de 
Reforma Laboral 3/2012. Y como acertadamente se razona en el voto particular ya 
reseñado a la sentencia del TSJ del País Vasco de 7.3.23 (recurso nº 3067/22), la 
retroacción y corrección de las situaciones de discriminación debiera ser ope legis 
y ex tunc.

Finalmente, y en todo caso, ante esta duda interpretativa, creo que debiéramos 
atenernos a la perspectiva igualitaria a la que nos compele el art. 4.3 y al mandato 
del art. 7 de la nueva ley, cuando dispone, en su apartado segundo, que “cuando 
se presenten diferentes interpretaciones, se deberá preferir aquella que proteja 
con mayor eficacia a las personas o a los grupos que sean afectados por conduc-
tas discriminatorias o intolerantes”. 

VII.-  �LA DELIMITACIÓN CONCEPTUAL DE LA 
ENFERMEDAD Y CONDICIÓN DE SALUD COMO 
CAUSA DE DISCRIMINACIÓN

¿Qué situaciones comprende la “enfermedad o condición de salud como causa de 
discriminación?

A mi modo de entender, e invirtiendo el orden de su enunciado, la “condición de 
salud” sería el genérico, el concepto que comprende cualquier alteración de la 
salud con independencia de su origen, siendo la “enfermedad” el más habitual de 
ellos. Por consiguiente, quedan comprendidas todas las alteraciones de la salud 
derivadas de enfermedades (sin exclusión por contingencia, común o profesional) 
y los accidentes (sin distinción tampoco en su contingencia), así como otras si-
tuaciones o “condiciones” como puedan ser el alcoholismo o la drogadicción (sin 
perjuicio que, en algún caso, puedan considerarse situaciones de “discapacidad”). 

En segundo lugar, y en relación a la “enfermedad o condición de salud”, la defini-
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duración) por lo que no procede añadírselo, como sugiere algún sector doctrinal, 
ya que con ello se reduciría el ámbito de la tutela anti-discriminatoria pretendida 
por el legislador. Bastará la mera constatación del dato médico para que deba ser 
apreciada la discriminación. En tal sentido, la simple situación de incapacidad tem-
poral, cualquiera que sea su duración, de evidenciarse que ha constituido la causa 
real del despido, debiera activar automáticamente la tutela anti-discriminatoria.

En tercer lugar, debemos diferenciar y desvincular, a partir de ahora, la “enfer-
medad o condición de salud” de la “discapacidad”, en contra de lo que algunos 
sectores de la doctrina científica,  proclives  a considerar que, con la incorporación 
de la nueva causa, el legislador se habría limitado a integrar normativamente las 
situaciones de “larga enfermedad” que, a la luz de la doctrina del TJUE (TJUE 
Ring y Daouidi, básicamente), ya se habían equiparado jurisprudencialmente a la 
“discapacidad”. 

Como factores diferenciales entre ambas causas de discriminación, destaco que 
solamente respecto a la “enfermedad” (y no en relación con la discapacidad) re-
sultarán aplicables, como excepciones a la prohibición de discriminación ex art. 
2.3 de la nueva Ley, “las diferencias de trato…que deriven del propio proceso de 
tratamiento de la misma…o las exigidas por razones de salud pública” (procesos 
infecciosos por Covid, gripe, etc.). Y, por el contrario, solo respecto a situaciones 
de “discapacidad”, que no de “enfermedad o condición de salud”, será exigible el 
mandato de “ajustes razonables” ex art. 6 de la Directiva 2000/78. 

VIII.- EL RÉGIMEN PROBATORIO

Como ya anticipé en mi primer artículo y en el ámbito estrictamente procesal, no 
es de destacar ninguna aportación relevante a cargo de la nueva ley por cuanto, 
en definitiva, las garantías e instrumentos que establece para todas las jurisdiccio-
nes y -casi- todos los ámbitos de la sociedad es el que ya teníamos en la LRJS.

Recordaré, en primer lugar, que la tutela que confiere la nueva ley, a diferencia de 
la “tutela objetiva” establecida hasta la Reforma Laboral de 1994, es de carácter 
anti-discriminatorio, de mayor intensidad que la objetiva (en tanto que incorpora 
la posibilidad de la tutela resarcitoria y no solo repositoria), pero también más exi-
gente para la persona denunciante, en tanto que, en los casos de discriminación 
directa, requerirá la aportación indiciaria, y en los supuestos de discriminación 
indirecta, la justificación del impacto negativo o “desventaja particular” (en los tér-
minos del art. 6.1.b) de la nueva ley) del criterio o práctica empresarial “aparente-
mente neutros”. 

Pudiera entenderse que art. 96.1 LRJS define la “carga indiciaria” a cargo del de-
mandante en términos más favorables que el art. 30.1 de la nueva ley, que exige al 
demandante “que aporte indicios fundados”, cuando -según aquel precepto proce-
sal- bastará “que de las alegaciones de la parte actora se deduzca la existencia de 
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resultaría de que los indicios bastarían que pudieran ser “deducidos de las meras 
alegaciones” (la demanda), mientras que, según la nueva ley -y más en sintonía 
con el art. 181-2 LRJS- la carga comporta la “aportación de indicios fundados”. 

En todo caso, la apreciación de discriminación directa en los despidos “por razón” 
(oculta o explícita) de enfermedad o condición de salud requerirá, como indicio 
indispensable que active la inversión probatoria, la justificación a cargo del/la de-
mandante del conocimiento empresarial de dicha situación, exigencia que, en la 
inmensa mayoría de los casos, será cubierta con el simple comunicado de baja 
médica, cuando conste efectivamente notificado a la empresa. En tal sentido, por 
obvia que sea la precisión, bastará el conocimiento empresarial de la situación de 
incapacidad temporal, en ningún caso es exigible el conocimiento del diagnóstico 
motivador de la misma, conocimiento prohibido por la ley (otra diferencia respecto 
a la discriminación por “discapacidad”).  

¿Es suficiente este elemento, la comunicación de baja médica, para activar la 
inversión probatoria? En mi opinión, no siempre bastará para activar automáti-
camente la inversión probatoria. Dependerá del resto de circunstancias concu-
rrentes, que el juez/a de instancia deberá valorar en su previo “juicio indiciario”. 
Bastará, a tal efecto y en mi opinión, que de los “indicios fundados” alegados y/o 
aportados, pueda establecerse la hipótesis racional (sin exigencia de que sea una 
“sospecha fundada”) de que el despido impugnado pudo responder a la causa 
discriminatoria imputada. 

Activada la inversión probatoria, como sabemos, corresponde a la empresa la 
aportación de una justificación objetiva y razonable, suficientemente probada, de 
las medidas adoptadas y de su proporcionalidad. Esta justificación, en mi opinión, 
deviene imposible en los casos de los despidos sin causa o con causa ficticia, 
especialmente si se ha reconocido previamente la improcedencia del mismo, en 
la carta o en el acto del juicio, una vez expulsado -con la Reforma Laboral de 
2012- de nuestro ordenamiento jurídico el “despido improcedente expres”. El uso 
fraudulento de la facultad extintiva más bien coadyuva a la apreciación del panora-
ma indiciario y, en todo caso, el art. 105-2 LRJS se erige en un obstáculo procesal 
insalvable para la empresa, que no podrá alegar en el acto del juicio hechos no 
aducidos en la carta de despido. 

La justificación del carácter no discriminatorio del despido sea disciplinario u obje-
tivo, debe pasar -por consiguiente y como regla general- por acreditar la realidad 
y gravedad de las causas invocadas, con el resultado de la declaración final de 
procedencia de dicho despido. Ello no obstante, y de hecho así se recoge en algu-
no de los pronunciamientos judiciales ya recaídos, no puede descartarse que, en 
determinados casos (especialmente en despidos objetivos por “causas empresa-
riales”), aún después de la previa apreciación de indicios de discriminación, pueda 
declararse finalmente la improcedencia del despido si las alegaciones y pruebas 
practicadas llevan al órgano judicial a la plena convicción de que, a pesar de no 
proceder la declaración de procedencia del despido (ya sea por déficit probatorio 
o en la valoración de la gravedad o entidad de los hechos invocados en la comu-
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descartando totalmente la intencionalidad discriminatoria invocada.  

VIII.- EL RÉGIMEN PROBATORIO

Como ya anticipé en mi primer artículo y en el ámbito estrictamente procesal, no 
es de destacar ninguna aportación relevante a cargo de la nueva ley por cuanto, 
en definitiva, las garantías e instrumentos que establece para todas las jurisdiccio-
nes y -casi- todos los ámbitos de la sociedad es el que ya teníamos en la LRJS.

Recordaré, en primer lugar, que la tutela que confiere la nueva ley, a diferencia de 
la “tutela objetiva” establecida hasta la Reforma Laboral de 1994, es de carácter 
anti-discriminatorio, de mayor intensidad que la objetiva (en tanto que incorpora 
la posibilidad de la tutela resarcitoria y no solo repositoria), pero también más exi-
gente para la persona denunciante, en tanto que, en los casos de discriminación 
directa, requerirá la aportación indiciaria, y en los supuestos de discriminación 
indirecta, la justificación del impacto negativo o “desventaja particular” (en los tér-
minos del art. 6.1.b) de la nueva ley) del criterio o práctica empresarial “aparente-
mente neutros”. 

Pudiera entenderse que art. 96.1 LRJS define la “carga indiciaria” a cargo del de-
mandante en términos más favorables que el art. 30.1 de la nueva ley, que exige al 
demandante “que aporte indicios fundados”, cuando -según aquel precepto proce-
sal- bastará “que de las alegaciones de la parte actora se deduzca la existencia de 
indicios fundados de discriminación”. El carácter más favorable de aquel precepto 
resultaría de que los indicios bastarían que pudieran ser “deducidos de las meras 
alegaciones” (la demanda), mientras que, según la nueva ley -y más en sintonía 
con el art. 181-2 LRJS- la carga comporta la “aportación de indicios fundados”. 

En todo caso, la apreciación de discriminación directa en los despidos “por razón” 
(oculta o explícita) de enfermedad o condición de salud requerirá, como indicio 
indispensable que active la inversión probatoria, la justificación a cargo del/a de-
mandante del conocimiento empresarial de dicha situación, exigencia que, en la 
inmensa mayoría de los casos, será cubierta con el simple comunicado de baja 
médica, cuando conste efectivamente notificado a la empresa. En tal sentido, por 
obvia que sea la precisión, bastará el conocimiento empresarial de la situación de 
incapacidad temporal, en ningún caso es exigible el conocimiento del diagnóstico 
motivador de la misma, conocimiento prohibido por la ley (otra diferencia respecto 
a la discriminación por “discapacidad”).  

¿Es suficiente este elemento, la comunicación de baja médica, para activar la 
inversión probatoria? En mi opinión, no siempre bastará para activar automáti-
camente la inversión probatoria. Dependerá del resto de circunstancias concu-
rrentes, que el juez/a de instancia deberá valorar en su previo “juicio indiciario”. 
Bastará, a tal efecto y en mi opinión, que de los “indicios fundados” alegados y/o 
aportados, pueda establecerse la hipótesis racional (sin exigencia de que sea una 



35

JU
RI

SD
IC

C
IÓ

N
 S

O
C

IA
L 

AB
R

IL
 2

02
3 “sospecha fundada”) de que el despido impugnado pudo responder a la causa 

discriminatoria imputada. 

Activada la inversión probatoria, como sabemos, corresponde a la empresa la 
aportación de una justificación objetiva y razonable, suficientemente probada, de 
las medidas adoptadas y de su proporcionalidad. Esta justificación, en mi opinión, 
deviene imposible en los casos de los despidos sin causa o con causa ficticia, 
especialmente si se ha reconocido previamente la improcedencia del mismo, en 
la carta o en el acto del juicio, una vez expulsado -con la Reforma Laboral de 
2012- de nuestro ordenamiento jurídico el “despido improcedente expres”. El uso 
fraudulento de la facultad extintiva más bien coadyuva a la apreciación del panora-
ma indiciario y, en todo caso, el art. 105-2 LRJS se erige en un obstáculo procesal 
insalvable para la empresa, que no podrá alegar en el acto del juicio hechos no 
aducidos en la carta de despido. 

La justificación del carácter no discriminatorio del despido sea disciplinario u obje-
tivo, debe pasar -por consiguiente y como regla general- por acreditar la realidad 
y gravedad de las causas invocadas, con el resultado de la declaración final de 
procedencia de dicho despido. Ello no obstante, y de hecho así se recoge en algu-
no de los pronunciamientos judiciales ya recaídos, no puede descartarse que, en 
determinados casos (especialmente en despidos objetivos por “causas empresa-
riales”), aún después de la previa apreciación de indicios de discriminación, pueda 
declararse finalmente la improcedencia del despido si las alegaciones y pruebas 
practicadas llevan al órgano judicial a la plena convicción de que, a pesar de no 
proceder la declaración de procedencia del despido (ya sea por déficit probatorio 
o en la valoración de la gravedad o entidad de los hechos invocados en la comu-
nicación de despido), la empresa ejerció la facultad extintiva desde la buena fe, 
descartando totalmente la intencionalidad discriminatoria invocada.  

IX.- �EL CARÁCTER IMPERATIVO O ROGADO DE LA 
INDEMNIZACIÓN RESARCITORIA

 
Para terminar, una segunda cuestión suscitada por la lectura de la sentencia del 
Juzgado de lo Social nº 1 de Gijón 15 de noviembre 2022 (rec. 467/2022), de las 
primeras que declaró la nulidad de un despido por causa de enfermedad o condi-
ción de salud, en aplicación de la nueva ley. 

Razona dicha sentencia, en relación a la indemnización resarcitoria que prevé el 
art. 27 de la Ley 15/2022 y el art. 183 LRJS, que procede el reconocimiento de la 
misma aun cuando no se haya objeto de específica reclamación en la demanda, 
que acaba fijando en un importe de 3.500 euros, equivalente a tres meses de sa-
lario.

No comparto tal criterio: una interpretación integradora de lo que disponen los 
arts. 26, 179.3 y 183 LRJS, y el elemental respeto a los principios procesales tan 
esenciales como el de congruencia (no condenar a lo que no se ha pedido) y de 
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prohibición de indefensión (al no poder combatir la demandada ni la pretensión, ni 
los fundamentos fácticos y jurídicos de la misma), me inclinan a entender que, tal 
como explicita el art. 176.3 LRJS, la demanda “deberá expresar con claridad…-en-
tre otros elementos esenciales- ..la cuantía de la indemnización pretendida, en su 
caso, con la adecuada especificación  de los diversos daños y perjuicios, a los 
efectos de lo dispuesto en los artículos 182 y 183 y que, salvo en el caso de los 
daños morales unidos a la vulneración del derecho fundamental cuando resulte di-
fícil su estimación detallada, deberá establecer las circunstancias relevantes para 
la determinación de la indemnización solicitada, incluyendo la gravedad, duración 
y consecuencia del daño, o las bases de cálculo de los perjuicios estimados para 
el trabajador”. 

Ciertamente, el tenor literal del art. 183.1 LRJS, como el del art. 27 de la Ley 
15/2022, puede propiciar que  -tal como ha entendido la sentencia referenciada-  
tal indemnización debe fijarse por el órgano judicial imperativamente, pero consi-
dero que, en una lectura integradora de tales preceptos con los arts. 26-2 LRS y 
el 179.3 LRJS, que los cohoneste con los principios procesales de congruencia y 
no indefensión, abocan a concluir que la indemnización resarcitoria de la discrimi-
nación apreciada, para que sea reconocido,  debe ser postulada necesariamente 
en la demanda inicial. No en balde el art. 26.2 LRJS califica tal reclamación de 
“posibilidad”, mientras que la exigencia de postulación y cuantificación en la de-
manda ex art. 179-3 LRJS, y el mandato imperativo de pronunciamiento del art. 
183.1 LRJS, se condicionan, ambos, a la previa postulación de tal indemnización  
(mediante la expresión “en su caso”).   

Encuentra todas nuestras revistas

http://www.juecesdemocracia.es/publicaciones-comision-social-2/
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ESTATAL
Ley Orgánica 3/2023, de 28 de marzo, de modificación de la Ley Orgánica 10/1995, 
de 23 de noviembre, del Código Penal, en materia de maltrato animal. Ir a texto

Ley Orgánica 4/2023, de 27 de abril, para la modificación de la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, en los delitos contra la libertad 
sexual, la Ley de Enjuiciamiento Criminal y la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de ene-
ro, reguladora de la responsabilidad penal de los menores. Ir a texto

Ley 7/2023, de 28 de marzo, de protección de los derechos y el bienestar de los 
animales. Ir a texto

Corrección de errores de la Ley 7/2023, de 28 de marzo, de protección de los de-
rechos y el bienestar de los animales. Ir a texto

Instrumento de adhesión al Convenio sobre el trabajo decente para las trabajado-
ras y los trabajadores domésticos, hecho en Ginebra el 16 de junio de 2011.
Ir a texto
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https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2023%2F03%2F29%2Fpdfs%2FBOE-A-2023-7935.pdf&data=05%7C01%7C%7C4c474f727a8a492c9e2a08db30215f85%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638156692657393138%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=GFRjQiRtaG6JOzE%2F3mbv5l41B3XnYGzXEJzLpBO6Juw%3D&reserved=0
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-10213
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2023%2F03%2F29%2Fpdfs%2FBOE-A-2023-7936.pdf&data=05%7C01%7C%7C4c474f727a8a492c9e2a08db30215f85%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638156692657393138%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=eeiuV0dObKxGrM%2FQ7jeWroXkSPc6IF4DNA9LfrS3dOs%3D&reserved=0
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-9633
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-8304
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Instrumento de adhesión al Convenio sobre el trabajo en el sector pesquero, hecho 
en Ginebra el 14 de junio de 2007. Ir a texto

Real Decreto 331/2023, de 28 de abril, por el que se modifica el Real Decreto 
41/2022, de 12 de enero, por el que se crea el Comité Organizador de la Presiden-
cia Española de la Unión Europea.  Ir a texto 
 
Orden ISM/435/2023, de 24 de abril, por la que se modifica la Orden del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, de 5 de octubre de 1983, por la que se fijan las 
estructuras orgánicas de las Direcciones Provinciales de las Entidades Gestoras y 
Servicios Comunes de la Seguridad Social. Ir a texto 

Orden PCM/313/2023, de 30 de marzo, por la que se modifica la Orden PCM/74/2023, 
de 30 de enero, por la que se desarrollan las normas legales de cotización a la Se-
guridad Social, desempleo, protección por cese de actividad, Fondo de Garantía 
Salarial y formación profesional para el ejercicio 2023. Ir a texto

Resolución de 17 de marzo de 2023, de la Tesorería General de la Seguridad So-
cial, por la que se extiende el ámbito competencial de la Dirección Provincial de la 
Tesorería General de la Seguridad Social de Asturias con respecto a determinados 
procedimientos y actuaciones y sus impugnaciones relativos a los convenios es-
peciales para los trabajadores incluidos en el Régimen Especial de la Seguridad 
Social para la Minería del Carbón y a los convenios especiales de cuidadores no 
profesionales. Ir a texto

Resolución de 30 de marzo de 2023, del Congreso de los Diputados, por la que se 
ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 2/2023, 
de 16 de marzo, de medidas urgentes para la ampliación de derechos de los pen-
sionistas, la reducción de la brecha de género y el establecimiento de un nuevo 
marco de sostenibilidad del sistema público de pensiones. Ir a texto 

Corrección de erratas de la Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema 
Universitario. Ir a texto

Resolución de 20 de abril de 2023, de la Secretaría de Estado de Empleo y Eco-
nomía Social, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 14 de 
marzo de 2023, por el que se aprueba la Estrategia Española de Seguridad y Sa-
lud en el Trabajo 2023-2027. Ir a texto

AUTONÓMICA
Andalucía 
Ley 3/2023, de 30 de marzo, de Economía Circular de Andalucía. Ir a texto

Corrección de errores de 23 de marzo de 2023, de la Resolución de 14 de diciem-JU
RI

SD
IC

C
IÓ

N
 S

O
C

IA
L 

AB
R

IL
 2

02
3

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-8305
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2023%2F04%2F29%2Fpdfs%2FBOE-A-2023-10340.pdf&data=05%7C01%7C%7C55a0d87d66e34c5ccaf808db48947a82%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638183574845199633%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=G2FHrkO2wWbTgQnyZvU%2B%2FYpDCorl5r70jbTg9Rd66BQ%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2023%2F04%2F29%2Fpdfs%2FBOE-A-2023-10342.pdf&data=05%7C01%7C%7C55a0d87d66e34c5ccaf808db48947a82%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638183574845199633%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=llEG%2BFqWx1%2FgsX%2BWIXAsM57V3yeNBh5ksPCKxklD3Q4%3D&reserved=0
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-8121
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-7733
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2023%2F04%2F01%2Fpdfs%2FBOE-A-2023-8221.pdf&data=05%7C01%7C%7Cda7cb7626f564ae42f7d08db32893ed0%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638159337574433352%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=QLmMlqSefYZHrifeNMGeYTvoLX62Ih1baWDR8j8CUQA%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2023%2F04%2F12%2Fpdfs%2FBOE-A-2023-9044.pdf&data=05%7C01%7C%7C94eaf50642b34c49f75608db3b2f0d47%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638168846020405972%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=s0kgp1PdOfOVsxVuIG1ICB943l7N60fJiw7%2B5VbNUUI%3D&reserved=0
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-10283
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2023/67/1
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bre de 2022, de la Dirección General de Trabajo, Seguridad y Salud Laboral, por 
la que se publica la relación de fiestas locales de los municipios de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía para el año 2023. Ir a texto

Aragón
Ley 5/2023, de 23 de febrero, de modificación de la Ley 4/2008, de 17 de junio, de 
medidas a favor de las Víctimas del Terrorismo. Ir a texto

Ley 6/2023, de 23 de febrero, de protección y modernización de la agricultura so-
cial y familiar y del patrimonio agrario de Aragón .Ir a texto

Ley 7/2023, de 23 de febrero, de medidas para la implantación y desarrollo en Ara-
gón de tecnologías en la nube (tecnologías cloud). Ir a texto 

Ley 8/2023, de 9 de marzo, de Cultura de la Paz en Aragón. Ir a texto

LEY 10/2023, de 30 de marzo, de modificación del Libro Tercero del Código del 
Derecho Foral de Aragón, relativo a las sucesiones por causa de muerte. Ir a texto

LEY 11/2023, de 30 de marzo, de uso estratégico de la contratación pública de la 
Comunidad Autónoma de Aragón.  Ir a texto

LEY 12/2023, de 30 de marzo, por la que se modifica la Ley 6/2015, de 25 de mar-
zo, de Juventud de Aragón. Ir a texto

LEY 13/2023, de 30 de marzo, de dinamización del medio rural de Aragón. Ir a texto

DECRETO 30/2023, de 22 de marzo, del Gobierno de Aragón, por el que se regula 
la organización y funcionamiento de los Centros de Servicios Sociales en Aragón. 
Ir a texto

Asturias
Ley 2/2023, de 15 de marzo, de Empleo Público. Ir a texto 

Ley del Principado de Asturias 3/2023, de 29 de marzo, de medidas para el impul-
so de la economía del dato. Ir a texto

Resolución de 12 de abril de 2023, de la Consejería de Industria, Empleo y Promo-
ción Económica, por la que se aprueba el Calendario de Fiestas Locales para el 
año 2024 en la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias. Ir a texto

Illes Balears
Llei 8/2023, de 27 de març, de cooperació per a la transformació global. Ir a texto

Llei 10/2023, de 5 d’abril, de benestar per a les generacions presents i futures de 
les Illes Balears. Ir a textoJU
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https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.juntadeandalucia.es%2Feboja%2F2023%2F60%2FBOJA23-060-00001-5786-01_00280826.pdf&data=05%7C01%7C%7C4c474f727a8a492c9e2a08db30215f85%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638156692657393138%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=eeqoG9qQJhFd3dMpJzlVq33DJH3JiNkq0vYGGau%2Blcw%3D&reserved=0
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-7734
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-7735
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-7736
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-9170
https://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=1271726420303
https://www.aragon.es/documents/20127/46060224/LEY+11_2023%2C+de+30+de+marzo%2C+de+uso+estrat%C3%A9gico+de+la+contrataci%C3%B3n+p%C3%BAblica+de+la+Comunidad+Aut%C3%B3noma+de+Arag%C3%B3n.pdf/56b4c291-bf1c-8408-ab3f-2ec93ff260dd?t=1681727416057
https://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=1269670440404
https://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=1271732480303
https://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=1269670440404
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2023%2F04%2F29%2Fpdfs%2FBOE-A-2023-10348.pdf&data=05%7C01%7C%7C55a0d87d66e34c5ccaf808db48947a82%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638183574845355872%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=kESiPu29MU8P6VLaajHARbYqrD9Sspq%2F5M4pdGYRnMA%3D&reserved=0
https://sede.asturias.es/bopa/2023/04/14/2023-03019.pdf
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2023-03229&p_r_p_dispositionReference=2023-03229&p_r_p_dispositionDate=27%2F04%2F2023
https://intranet.caib.es/eboibfront/ca/2023/11715/671652/llei-8-2023-de-27-de-marc-de-cooperacio-per-a-la-t
https://intranet.caib.es/eboibfront/ca/2023/11722/672155/llei-10-2023-de-5-d-abril-de-benestar-per-a-les-ge
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Canarias
DECRETO ley 3/2023, de 23 de marzo, por el que se aprueban las condiciones y 
las cuantías máximas de las prestaciones económicas Vinculada al servicio y la de 
Cuidados en el entorno familiar y de apoyo a personas cuidadoras no profesiona-
les, reguladas en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autono-
mía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, aplicables 
en la Comunidad Autónoma de Canarias. Ir a texto

DECRETO 34/2023, de 23 de marzo, por el que se modifica parcialmente la es-
tructura orgánica y de funcionamiento del Servicio Canario de Empleo, aprobada 
mediante Decreto 118/2004, de 29 de julio. Ir a texto

Cantabria
Ley de Cantabria 1/2023, de 5 de abril, de Reconocimiento, Homenaje, Memoria y 
Dignidad a las Víctimas del Terrorismo. Ir a texto

Decreto 21/2023, de 23 de marzo, por el que se crea el Programa de movilización 
de vivienda vacía en la Comunidad Autónoma de Cantabria. Ir a texto

Castilla La Mancha
Resolución de 29/03/2023, de la Dirección General de Autónomos, Trabajo y Eco-
nomía Social, por la que se dispone la apertura de un período de información pú-
blica al proyecto de decreto por el que se fija el calendario laboral para el año 2024 
en la comunidad autónoma de Castilla-La Mancha. Ir a texto

Resolución de 25/04/2023, de la Presidencia de la Cámara de Cuentas de Casti-
lla-La Mancha, por la que se establecen las medidas específicas para la aplicación 
de las obligaciones de transparencia y para el ejercicio del derecho de acceso a la 
información pública sobre su actividad administrativa. Ir a texto

Castilla y León
DECRETO-LEY 1/2023, de 30 de marzo, por el que se establece la jornada de tra-
bajo de los empleados públicos de la Administración de la Comunidad de Castilla 
y León. Ir a texto

ORDEN FAM/430/2023, de 31 de marzo, por la que se modifica la Orden 
FAM/6/2018, de 11 de enero, por la que se regulan las prestaciones del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia en Castilla y León, el cálculo de 
la capacidad económica y las medidas de apoyo a las personas cuidadoras no 
profesionales. Ir a texto

Catalunya
DECRET 78/2023, d’11 d’abril, de reestructuració de l’Institut Català de les Dones. 
Ir a texto
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http://sede.gobiernodecanarias.org/boc/boc-a-2023-060-884.pdf
http://sede.gobiernodecanarias.org/boc/boc-a-2023-064-966.pdf
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=387630
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=387201
https://docm.jccm.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2023/04/11/pdf/2023_3085.pdf&tipo=rutaDocm
https://docm.jccm.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2023/04/28/pdf/2023_3881.pdf&tipo=rutaDocm
https://bocyl.jcyl.es/html/2023/03/31/html/BOCYL-D-31032023-1.do
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fbocyl.jcyl.es%2Fboletines%2F2023%2F04%2F05%2Fpdf%2FBOCYL-D-05042023-2.pdf&data=05%7C01%7C%7Ce8563913d54240ceac7f08db35c6d81d%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638162900703881456%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=9yc7%2FMHEeImY8l0ErXjwfP9%2B9tkhdKZlRLTQVWTs3JE%3D&reserved=0
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=957352
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=957352
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Extremadura
Ley 3/2023, de 29 de marzo, de Cooperación y Solidaridad Internacional de Extre-
madura. Ir a texto

Ley 4/2023, de 29 de marzo, que modifica la Ley 11/2019, de 11 de abril, de pro-
moción y acceso a la vivienda de Extremadura, y por la que se crea el Impuesto 
sobre las viviendas vacías a los grandes tenedores, el Fondo de Garantía de Ad-
quisición de Vivienda de Extremadura y el Mecanismo de garantía de alojamiento 
y realojamiento del menor y se modifican otras normas tributarias. Ir a texto

Decreto 36/2023, de 19 de abril, por el que se regula la calificación y el registro 
de Centros Especiales de Empleo de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 
Ir a texto

Resolución de 12 de abril de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se adoptan medidas respecto al horario laboral del día 28 de mayo de 2023, con 
motivo de las elecciones locales y a la Asamblea de Extremadura. Ir a texto

Galicia
RESOLUCIÓN do 11 de abril de 2023, da Dirección Xeral de Xustiza, pola que se 
dá publicidade do Acordo do Consello da Xunta de Galicia do 5 de abril de 2023 
polo que se aproba o Protocolo, no ámbito da Administración de xustiza de Gali-
cia, para a prevención, detección, actuación e resolución de situacións de acoso 
laboral e outras discriminacións no traballo. Ir a texto

La Rioja
Ley 6/2023, de 22 de marzo, de las personas con problemas de salud mental y sus 
familias. Ir a texto 
 
Ley 7/2023, de 20 de abril, de igualdad efectiva de mujeres y hombres de La Rioja. 
Ir a texto 

Madrid
Orden de 30 de marzo de 2023, de la Consejería de Economía, Hacienda y Em-
pleo, por la que se modifica la Orden de 10 de febrero de 2023, por la que se dictan 
Instrucciones para la contratación de personal laboral temporal, el nombramiento 
de funcionarios interinos, personal estatutario interino y sustituto, y otro personal 
docente en centros docentes no universitarios Ir a texto

Ley 4/2023, de 22 de marzo, de Derechos, Garantías y Protección Integral de la 
Infancia y la Adolescencia de la Comunidad de Madrid. Ir a texto

Ley 6/2023, de 30 de marzo, de Archivos y Documentos de la Comunidad de Ma-
drid. Ir a texto
 
Ley 7/2023, de 30 de marzo, del Libro, la Lectura y el Patrimonio Bibliográfico de 
la Comunidad de Madrid. Ir a texto
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-9097
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-9098
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fdoe.juntaex.es%2Fpdfs%2Fdoe%2F2023%2F790o%2F23040076.pdf&data=05%7C01%7C%7C6182370da2a0448b52dc08db46200200%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638180876587914026%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=%2Fc80S3N5mHhbuodTklIRvJV1Lmty0MYwWG8Tv3uZi2c%3D&reserved=0
http://doe.juntaex.es/otrosFormatos/html.php?xml=2023061304&anio=2023&doe=720o
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.xunta.gal%2Fdog%2FPublicados%2F2023%2F20230419%2FAnuncioV0654-130423-0001_gl.pdf&data=05%7C01%7C%7Cf7fba7e081d64509f71308db40a1f5ff%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638174837617247061%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=WeXfz7%2BSM7StY38DLCoS12CCfDIo5zbqMs8IQV2CRIs%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2023%2F04%2F22%2Fpdfs%2FBOE-A-2023-9773.pdf&data=05%7C01%7C%7C8d0e96bbf9ae46d94e5b08db4307fb86%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638177474263706305%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=MoKNc4LUQEjJu1f1arqeTbkCc0L0mfPzEXPt829EehY%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fias1.larioja.org%2Fboletin%2FBor_Boletin_visor_Servlet%3Freferencia%3D24895970-1-PDF-553335&data=05%7C01%7C%7C83190043bb26454981f908db45608831%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638180053430429966%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=p%2F%2BaW6FQVux9Az82%2F%2B8C%2F%2F8jdak4el4TUfazqv7R7i4%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fias1.larioja.org%2Fboletin%2FBor_Boletin_visor_Servlet%3Freferencia%3D24895970-1-PDF-553335&data=05%7C01%7C%7C83190043bb26454981f908db45608831%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638180053430429966%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=p%2F%2BaW6FQVux9Az82%2F%2B8C%2F%2F8jdak4el4TUfazqv7R7i4%3D&reserved=0
https://www.bocm.es/bocm-20230411-39
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.bocm.es%2Fboletin%2FCM_Orden_BOCM%2F2023%2F03%2F27%2FBOCM-20230327-1.PDF&data=05%7C01%7C%7C3288063bda5843fbe94e08db2f52ec08%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638155805916392941%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=4%2FDwcjkA9YBohL6l3TmmkbCZRSzQDBRGm7hcqSJs9Mc%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.bocm.es%2Fboletin%2FCM_Orden_BOCM%2F2023%2F04%2F12%2FBOCM-20230412-1.PDF&data=05%7C01%7C%7C94eaf50642b34c49f75608db3b2f0d47%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638168846020405972%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=DgeGh0v4pUS82FnVrvBJ4zlPM7Ua6ltne09%2FMhELPkw%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.bocm.es%2Fboletin%2FCM_Orden_BOCM%2F2023%2F04%2F12%2FBOCM-20230412-2.PDF&data=05%7C01%7C%7C94eaf50642b34c49f75608db3b2f0d47%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638168846020405972%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=JYlLFDM4n0mBEXtsx2nNcNA0kMpQ%2FpkD%2Bpt%2FnIH2j90%3D&reserved=0
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Ley 8/2023, de 30 de marzo, de Patrimonio Cultural de la Comunidad de Madrid. 
Ir a texto

Murcia 
Ley 1/2023, de 23 de febrero, por la que se regula el reconocimiento de la condi-
ción de familia monoparental en la Región de Murcia. Ir a texto

Ley 3/2023, de 5 de abril, de Emergencias y Protección Civil de la Región de Mur-
cia. Ir a texto

Decreto n.º 65/2023, de 16 de marzo, por el que se regula el procedimiento y con-
diciones de acceso a la prestación ortoprotésica de la cartera común suplemen-
taria y se aprueba y adapta el catálogo de la prestación ortoprotésica del Servicio 
Murciano de Salud al nuevo catálogo del Sistema Nacional de Salud. Ir a texto

Resolución del titular de la Dirección General de Autónomos, Trabajo y Economía 
Social, por la que se aprueban normas respecto del horario laboral para que los 
trabajadores puedan ejercer su derecho a voto en las Elecciones a la Asamblea de 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y Elecciones Locales a celebrar 
el día 28 de mayo de 2023. Ir a texto

Navarra
LEY FORAL 11/2023, de 29 de marzo, por la que se modifica la Ley Foral 11/1992, 
de 20 de octubre, reguladora del régimen específico del personal adscrito al Ser-
vicio Navarro de Salud-Osasunbidea. Ir a texto
 
LEY FORAL 12/2023, de 29 de marzo, por la que se modifica el Texto Refundido 
del Estatuto del Personal al servicio de las Administraciones Públicas de Navarra, 
aprobado por Decreto Foral Legislativo 251/1993, de 30 de agosto. Ir a texto

LEY FORAL 13/2023, de 5 de abril, de lucha contra el racismo y la xenofobia. 
Ir a texto

LEY FORAL 16/2023, de 5 de abril, de concesión de un crédito extraordinario 
en varios departamentos del Gobierno de Navarra en el Presupuesto de 2023 y 
modificación de la Ley Foral 15/2006, de 14 de diciembre, de Servicios Sociales. 
Ir a texto

DECRETO FORAL 31/2023, de 22 de marzo, por el que se regula la composición, 
organización y funcionamiento del Consejo Navarro de Participación Ciudadana. 
Ir a texto

Euskadi
Ley 1/2023, de 16 de marzo, de la potestad sancionadora de las Administraciones 
Públicas Vascas. Ir a texto

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.bocm.es%2Fboletin%2FCM_Orden_BOCM%2F2023%2F04%2F12%2FBOCM-20230412-3.PDF&data=05%7C01%7C%7C94eaf50642b34c49f75608db3b2f0d47%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638168846020405972%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=5jh%2FZh76%2FpLW64TvLp230Fz%2FXSFyvYAGu%2F7BiGbNJPY%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.bocm.es%2Fboletin%2FCM_Orden_BOCM%2F2023%2F04%2F12%2FBOCM-20230412-3.PDF&data=05%7C01%7C%7C94eaf50642b34c49f75608db3b2f0d47%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638168846020405972%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=5jh%2FZh76%2FpLW64TvLp230Fz%2FXSFyvYAGu%2F7BiGbNJPY%3D&reserved=0
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-9292
https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2023/numero/2283/pdf?id=817981
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.borm.es%2Fservices%2Fanuncio%2Fano%2F2023%2Fnumero%2F1924%2Fpdf%3Fid%3D817494&data=05%7C01%7C%7C4c474f727a8a492c9e2a08db30215f85%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638156692657393138%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=We7TZhymBhw4ALy%2FeQDsVzGbS4hoqhnGYhGCmXuyx%2Fs%3D&reserved=0
https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2023/numero/2463/pdf?id=818271
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fbon.navarra.es%2Fes%2Fanuncio%2F-%2Ftexto%2F2023%2F78%2F0&data=05%7C01%7C%7C86cafbbc918348fa6df108db3fd05573%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638173937126302486%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=XddbXeBTzEjr3RJeH1U4EbIPhsi%2BSTe0B3FJ76hlGOY%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fbon.navarra.es%2Fes%2Fanuncio%2F-%2Ftexto%2F2023%2F78%2F1&data=05%7C01%7C%7C86cafbbc918348fa6df108db3fd05573%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638173937126302486%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=cLi%2BlUb%2BP2S04ipNPRCy4cnfOz9Gcm5WdKLZSgUY3qA%3D&reserved=0
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2023/83/0
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2023/83/0
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2023/83/3
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2023/83/3
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2023/65/0
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2023/65/0
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Decreto Legislativo 1/2023, de 16 de marzo, por el que se aprueba el texto refun-
dido de la Ley para la Igualdad de Mujeres y Hombres y Vidas Libres de Violencia 
Machista contra las Mujeres. Ir a texto

Corrección de errores de la Ley 14/2022, de 22 de diciembre, del Sistema Vasco 
de Garantía de Ingresos y para la Inclusión. Ir a texto

DECRETO 33/2023, de 7 de marzo, por el que se crea el Censo de Organizacio-
nes del Tercer Sector Social de Euskadi. Ir a texto

DECRETO 38/2023, de 21 de marzo, de modificación del Decreto por el que se 
crea el Órgano Estadístico Específico del Departamento de Igualdad, Justicia y 
Políticas Sociales y se establece su organización y funcionamiento. Ir a texto

DECRETO 39/2023, de 28 de marzo, de modificación del Decreto por el que se 
establece la estructura orgánica y funcional de Lehendakaritza. Ir a texto

DECRETO 42/2023, de 28 de marzo, de tercera modificación del Decreto por el 
que se establece la estructura orgánica y funcional del Departamento de Igualdad, 
Justicia y Políticas Sociales. Ir a texto

ORDEN de 21 de abril de 2023, de la Vicelehendakari Segunda y Consejera de 
Trabajo y Empleo, por la que se dictan normas para que las personas trabajado-
ras puedan participar, percibiendo sus retribuciones, en las elecciones Locales y 
a Juntas Generales de Araba/Álava, Bizkaia y Gipuzkoa, a celebrar el 28 de mayo 
de 2023. Ir a texto

Valencia
Ley 3/2023, de 13 de abril, de viviendas colaborativas de la Comunitat Valenciana. 
Ir a texto

LEY 4/2023, de 13 de abril, de la Generalitat, de Participación Ciudadana y Fo-
mento del Asociacionismo de la Comunitat Valenciana. Ir a texto

LEY 5/2023, de 13 de abril, de la Generalitat, integral de medidas contra el despo-
blamiento y por la equidad territorial en la Comunitat Valenciana. Ir a texto
 
DECRETO 59/2023, de 21 de abril, del Consell, por el que se modifica el Regla-
mento de la Ley 7/2015, de 2 de abril, de la Generalitat, de participación y colabo-
ración institucional de las organizaciones sindicales y empresariales representati-
vas en la Comunitat Valenciana. Ir a texto

CORRECCIÓN de errores del Decreto ley 4/2023, de 10 de marzo, del Consell, de 
modificación del Decreto Legislativo 2/2015, de 15 de mayo, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley de cooperativas de la Comunitat Valenciana. Ir a texto

JU
RI

SD
IC

C
IÓ

N
 S

O
C

IA
L 

AB
R

IL
 2

02
3

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-9168
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-9169
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2023/04/2301993a.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2023/04/2301610a.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2023/04/2301746a.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2023/04/2301747a.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2023/04/2301999a.shtml
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-10134
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-10134
https://dogv.gva.es/datos/2023/04/20/pdf/2023_4170.pdf
https://dogv.gva.es/va/resultat-dogv?signatura=2023/4174&L=1
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdogv.gva.es%2Fdatos%2F2023%2F04%2F26%2Fpdf%2F2023_4399.pdf&data=05%7C01%7C%7C6182370da2a0448b52dc08db46200200%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638180876587914026%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=2OCfG0NcAd9uOv7qMzOuE2WKrw%2FEOd5XNEUIvj%2BbKgg%3D&reserved=0
https://dogv.gva.es/va/resultat-dogv?signatura=2023/4304&L=1


44

ESTATAL
Resolución de 24 de marzo de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el Convenio colectivo estatal del personal de salas de fiesta, 
baile, discotecas, locales de ocio y espectáculos de España. Ir a texto

Resolución de 10 de abril de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el Convenio colectivo de Kiabi España KSCE, SA. Ir a texto

Resolución de 3 de abril de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Convenio colectivo de empresas de elaboración de productos 
del mar con procesos de congelación y refrigeración. Ir a texto
 
Resolución de 3 de abril de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el Convenio colectivo de Zurich Insurance, PLC, Sucursal en 
España; Zurich Vida, Compañía de Seguros y Reaseguros, SA; y Zurich Services 
AIE. Ir a texto

Resolución de 3 de abril de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Acta de corrección de error material del III Convenio colectivo 
de la Corporación de Radiotelevisión Española, S.M.E., SA. Ir a texto

Resolución de 10 de abril de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica la prórroga, modificación y revisión del III Convenio colectivo 
estatal del personal de estructura del Grupo Mercantil ISS. Ir a textoJU
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Resolución de 21 de marzo de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el Convenio colectivo del Grupo Cetelem. Ir a texto

Resolución de 21 de marzo de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el texto del V Convenio colectivo del grupo de empresas Dis-
tribuidora Internacional de Alimentación, SA, y Día Retail España, SAU. Ir a texto

Resolución de 16 de marzo de 2023, de la Consejería de Industria, Empleo y Pro-
moción Económica, por la que se ordena la inscripción del Acuerdo de la Comisión 
Mixta Paritaria del convenio colectivo de sector Montajes y Empresas Auxiliares 
del Principado de Asturias, en el Registro de convenios colectivos, acuerdos co-
lectivos de trabajo y planes de igualdad dependiente de la Dirección General de 
Empleo y Formación. [Cód. 2023-02293]. Ir a texto  

Resolución de 9 de marzo de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registran y publican las tablas salariales definitivas para el año 2022 y las 
provisionales para los años 2023 y 2024 del Convenio colectivo del sector de con-
servas, semiconservas y salazones de pescado y marisco. Ir a texto

Resolución de 21 de marzo de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica el VI Convenio colectivo para el grupo Maxam. Ir a texto

Resolución de 21 de marzo de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el VIII Convenio colectivo de Repsol, SA. Ir a texto

Resolución de 21 de marzo de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica la derogación y sustitución de los artículos 2, 27, 31, 37 
y 40, la modificación del artículo 7, mediante la adición de la disposición adicional 
segunda, y la creación de la nueva disposición adicional tercera del I Convenio 
Colectivo de Orange España Comunicaciones Fijas, SLU. Ir a texto

Resolución de 21 de marzo de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica la modificación del Convenio colectivo de Bolsas y Mercados 
Españoles. Ir a texto

Resolución de 21 de marzo de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica la prórroga y modificación del IV Convenio Colectivo de 
Orange Espagne, SAU. Ir a texto

Resolución de 9 de marzo de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registran y publican las tablas salariales para el año 2023 del Convenio colec-
tivo estatal de empresas de servicios auxiliares de información, recepción, control 
de accesos y comprobación de instalaciones. Ir a texto

Resolución de 9 de marzo de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
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se registra y publica el IV Convenio colectivo de Saint-Gobain Isover Ibérica, SL. 
Ir a texto

Resolución de 24 de marzo de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica el Convenio colectivo de la industria del calzado.  Ir a 
texto 

Resolución de 24 de marzo de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica el V Convenio colectivo de Iberdrola Inmobiliaria, SAU.  
Ir a texto 
    
Resolución de 28 de marzo de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica el Acuerdo de modificación del VIII Convenio colectivo de 
Decathlon España, SA. Ir a texto 

AUTONÓMICA
Aragón
RESOLUCIÓN de 4 de abril de 2023, de la Directora General de Trabajo, Autóno-
mos y Economía Social, por la que se dispone el registro, depósito y publicación 
del II Convenio Colectivo de la Corporación Aragonesa de Radio y Televisión y sus 
Sociedades (CARTV y sus Sociedades). Ir a texto

Asturias
Resolución de 29 de marzo de 2023, de la Consejería de Industria, Empleo y Pro-
moción Económica, por la que se ordena la inscripción del convenio colectivo de 
sector Carpintería, Ebanistería y Varios, en el Registro de convenios colectivos, 
acuerdos colectivos de trabajo y planes de igualdad dependiente de la Dirección 
General de Empleo y Formación. Ir a texto 

Resolución de 22 de marzo de 2023, de la Consejería de Industria, Empleo y Pro-
moción Económica, por la que se ordena la inscripción del convenio colectivo de 
sector Almacenes y Almacenes Mixtos de Madera de Asturias, en el Registro de 
convenios colectivos, acuerdos colectivos de trabajo y planes de igualdad depen-
diente de la Dirección General de Empleo y Formación. Ir a texto

Resolución de 30 de marzo de 2023, de la Consejería de Industria, Empleo y Pro-
moción Económica, por la que se ordena la inscripción del Acuerdo de la Comi-
sión Mixta Paritaria del convenio colectivo de sector Panadería del Principado de 
Asturias en el Registro de convenios colectivos, acuerdos colectivos de trabajo y 
planes de igualdad dependiente de la Dirección General de Empleo y Formación. 
Ir a texto
 
Illes Balears
Resolució del conseller de Model Econòmic, Turisme i Treball per la qual es JU
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https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fsede.asturias.es%2Fbopa%2F2023%2F04%2F19%2F2023-02953.pdf&data=05%7C01%7C%7Cf7fba7e081d64509f71308db40a1f5ff%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638174837617247061%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=2JwW63F8fHd3RKz7%2BXqMqlkf4WHuB8vUL86S%2BpTaHsE%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fsede.asturias.es%2Fbopa%2F2023%2F04%2F19%2F2023-02953.pdf&data=05%7C01%7C%7Cf7fba7e081d64509f71308db40a1f5ff%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638174837617247061%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=2JwW63F8fHd3RKz7%2BXqMqlkf4WHuB8vUL86S%2BpTaHsE%3D&reserved=0
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disposa la inscripció i dipòsit en el Registre de Convenis Col·lectius de les Illes 
Balears del Conveni col·lectiu de Residències de Majors i Centres de Dia per a 
Persones Dependents i Desenvolupament de la Promocion de l’Autonomia Per-
sonal i la seva publicació en el Butlletí Oficial de les Illes Balears (codi de conveni 
07100895012023) Ir a texto

Cantabria
Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Convenio Co-
lectivo de Cruz Roja Española en Cantabria, para el periodo 2022-2024. Ir a texto

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del acta de la 
Comisión Paritaria del Convenio Colectivo del sector del Comercio Textil de Can-
tabria, de fecha 1 de marzo de 2023, sobre consulta formulada. Ir a texto

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del acta de la 
Comisión Paritaria del Convenio Colectivo del sector del Comercio Textil de Can-
tabria, de fecha 1 de marzo de 2023, sobre consulta formulada. Ir a texto

Castilla La Mancha
Resolución de 05/04/2023, de la Dirección General de Autónomos, Trabajo y Eco-
nomía Social, por la que se registra y publica el V Convenio Colectivo de Comisio-
nes Obreras de Castilla-La Mancha. Ir a texto

Castilla y León
COMERCIO TEXTIL (Ciudad Real). Ir a texto

CORRECCIÓN de errores de la Resolución de 16 de enero de 2023, de la Di-
rección General de Trabajo y Prevención de Riesgos Laborales, por la que se 
dispone la inscripción en el Registro Central de Convenios y Acuerdos Colectivos 
de Trabajo, y la publicación, del Convenio Colectivo del sector de Pizarras de la 
Comunidad de Castilla y León, con el código 78000215012003. Ir a texto
 
RESOLUCIÓN de 9 de marzo de 2023, de la Dirección General de Trabajo y Pre-
vención de Riesgos Laborales, por la que se dispone la inscripción en el Registro 
Central de Convenios y Acuerdos Colectivos de Trabajo, el depósito y la publica-
ción del acta de modificación del Convenio Colectivo de Transporte de Enfermos y 
Accidentados de la Comunidad Autónoma de Castilla y León. Código de Convenio 
78000325012004. Ir a texto
 
RESOLUCIÓN de 13 de marzo de 2023, de la Dirección General de Trabajo y Pre-
vención de Riesgos Laborales, por la que se dispone la inscripción en el Registro 
Central de Convenios y Acuerdos Colectivos de Trabajo, y la publicación, del Con-
venio Colectivo Regional de Castilla y León para la actividad de Ayuda a Domicilio 
de la Comunidad de Castilla y León, con el código 78000235012003. Ir a texto
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https://intranet.caib.es/eboibfront/ca/2023/11722/672134/resolucio-del-conseller-de-model-economic-turisme-
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=387887
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=387889
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=387890
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdocm.jccm.es%2Fportaldocm%2FdescargarArchivo.do%3Fruta%3D2023%2F04%2F19%2Fpdf%2F2023_3398.pdf%26tipo%3DrutaDocm&data=05%7C01%7C%7Cf7fba7e081d64509f71308db40a1f5ff%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638174837617247061%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=V%2FyAOeJSXSZOCc3YbChEdSwacgfSXAd80BenNENKhgw%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fexpinterweb.mites.gob.es%2Fregcon%2Fpub%2FconsultaPublicaEstatal%3Fpagina%3D5&data=05%7C01%7C%7C83190043bb26454981f908db45608831%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638180053430429966%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=T%2B22g6GOBB8zYCHarAdxx6aQJKWnuXi6mBo7Tzo9fK0%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fbocyl.jcyl.es%2Fboletines%2F2023%2F03%2F29%2Fpdf%2FBOCYL-D-29032023-25.pdf&data=05%7C01%7C%7C4c474f727a8a492c9e2a08db30215f85%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638156692657549371%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=bSZVN8gBZ4YmP%2BY%2BPgLYQs3WfTDTFvoHsHaxauMRNOQ%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fbocyl.jcyl.es%2Fboletines%2F2023%2F03%2F29%2Fpdf%2FBOCYL-D-29032023-26.pdf&data=05%7C01%7C%7C4c474f727a8a492c9e2a08db30215f85%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638156692657549371%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=dGjU8TWhx6cjVT9lW1zQNSRDHKp96VriCPgxpsya0cs%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fbocyl.jcyl.es%2Fboletines%2F2023%2F03%2F29%2Fpdf%2FBOCYL-D-29032023-27.pdf&data=05%7C01%7C%7C4c474f727a8a492c9e2a08db30215f85%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638156692657549371%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=QyNg9vmEy02oGkkCuzXoxE4H1Dg0RKBEtryWbREXVG4%3D&reserved=0
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Catalunya
CORRECCIÓ D’ERRADES a la Resolució EMT/4250/2022, de 18 d’octubre, per la 
qual es disposa la inscripció i la publicació de l’Acord de la Mesa negociadora del 
Conveni col·lectiu de treball per al sector d’escoles d’educació especial, relatiu a 
l’increment de les taules salarials del 2022 (codi de conveni núm. 79000215011994) 
(DOGC núm. 8851, de 9.2.2023). Ir a texto

RESOLUCIÓ EMT/1108/2023, de 29 de març, per la qual es disposa la inscripció i 
la publicació de l’acta de la Comissió paritària del Conveni col·lectiu de Catalunya 
d’Acció social amb infants, joves, famílies i d’altres en situació de risc per als anys 
2013-2018. Ir a texto

RESOLUCIÓ EMT/1374/2023, de 19 d’abril, per la qual es disposa la inscripció i la 
publicació de l’Acord de la Mesa negociadora del Conveni col·lectiu de treball per 
al sector d’escoles d’educació especial, relatiu a l’increment de les taules salarials 
per a l’any 2022 (codi de conveni núm. 79000215011994). Ir a texto

Extremadura
Resolución de 3 de abril de 2023, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se ordena la inscripción en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos de 
Trabajo de la Comunidad Autónoma de Extremadura y se dispone la publicación 
del “Pacto para mejora de las condiciones laborales del personal del Servicio Ex-
tremeño de Salud en relación con las líneas incluidas en el Plan de ordenación de 
recursos humanos” Ir a texto

Galicia
RESOLUCIÓN do 27 de febreiro de 2023, da Dirección Xeral de Relacións La-
borais, pola que se dispón a inscrición no rexistro e a publicación do Acordo para 
o desenvolvemento do sistema transitorio de recoñecemento da progresión na 
carreira administrativa do persoal funcionario e para o establecemento do comple-
mento de desempeño do persoal laboral no ámbito do persoal de administración e 
servizos da Universidade de Santiago de Compostela. Ir a texto

RESOLUCIÓN do 27 de febreiro de 2023, da Dirección Xeral de Relacións La-
borais, pola que se dispón a inscrición no rexistro e a publicación da acta da 
Comisión Negociadora do VII Convenio autonómico de Pompas Fúnebres de 
Galicia en que acordan prorrogar o convenio colectivo ata o 31 de decembro de 
2023. Ir a texto

RESOLUCIÓN do 23 de marzo de 2023, da Dirección Xeral de Relacións Labo-
rais, pola que se dispón a inscrición no rexistro e a publicación da acta da Comi-
sión Paritaria do Convenio colectivo de guindastres móbiles autopropulsados de 
Galicia onde se aproban as táboas salariais para 2021-2022. Ir a texto

RESOLUCIÓN do 3 de marzo de 2023, da Dirección Xeral de Relacións Laborais, 
pola que se dispón a inscrición no rexistro e a publicación da acta da Comisión JU
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https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=958121
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fportaldogc.gencat.cat%2FutilsEADOP%2FAppJava%2FPdfProviderServlet%3FdocumentId%3D957242%26type%3D01%26language%3Dca_ES&data=05%7C01%7C%7C94eaf50642b34c49f75608db3b2f0d47%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638168846020562189%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=b79iTICs5QtDhreFSTtRD8JyB2sFQMvZ2k1kZ9Enn98%3D&reserved=0
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=958796
http://doe.juntaex.es/pdfs/doe/2023/770o/23061426.pdf
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2023/20230330/AnuncioG0656-170323-0004_gl.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2023/20230330/AnuncioG0656-170323-0002_gl.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2023/20230417/AnuncioG0656-290323-0002_gl.html
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Negociadora do V Convenio colectivo de instalacións deportivas e ximnasios da 
Comunidade Autónoma de Galicia en que se aproban as táboas salariais 2023-
2024-2025. Ir a texto

RESOLUCIÓN do 27 de febreiro de 2023, da Dirección Xeral de Relacións Labo-
rais, pola que se dispón a inscrición no rexistro e a publicación da acta do acordo 
económico do convenio colectivo de Financiera Maderera, S.A. (Finsa) para os 
seus centros de traballo en Galicia para os anos 2022 e 2023. Ir a texto 

RESOLUCIÓN do 24 de marzo de 2023, da Dirección Xeral de Relacións Laborais, 
pola que se dispón a inscrición no rexistro e a publicación da acta da Comisión 
Negociadora do VI Convenio colectivo autonómico de Galicia de aparcadoiros, ga-
raxes, estacionamentos regulados de superficie e retirada e depósito de vehículos 
da vía pública, pola que se actualizan as táboas salariais para 2023. Ir a texto

RESOLUCIÓN de 23 de marzo de 2023, de la Dirección General de Relaciones 
Laborales, por la que se dispone la inscripción en el Registro y la publicación del 
Convenio colectivo del Ilustre Colegio Oficial de Ingenieros Industriales de Galicia 
2022-2023. Ir a texto
 
RESOLUCIÓN de 24 de marzo de 2023, de la Dirección General de Relaciones 
Laborales, por la que se dispone la inscripción en el Registro y la publicación del 
Acuerdo de 8 de marzo de 2023, de la Mesa General de Negociación, por el que 
se modifica el acuerdo sobre la clasificación profesional y las condiciones retri-
butivas del personal investigador y del personal de apoyo a la investigación de la 
Universidad de Santiago de Compostela. Ir a texto

Madrid
Resolución de 17 de marzo de 2023, de la Dirección General de Trabajo de la Con-
sejería de Economía, Hacienda y Empleo, sobre registro, depósito y publicación 
del convenio colectivo del Tribunal Constitucional (personal laboral). Ir a texto
Resolución de 30 de marzo de 2023, de la Dirección General de Trabajo de la Con-
sejería de Economía, Hacienda y Empleo, sobre registro, depósito y publicación 
del Acuerdo de Modificación del convenio colectivo del Sector de Transitarios de la 
Comunidad de Madrid (código número 28010785011999). Ir a texto

TRANSPORTES DE VIAJEROS POR CARRETERA DE LOS SERVICIOS DIS-
CRECIONALES. Ir a texto 

Resolución de 12 de abril de 2023, de la Dirección General de Trabajo de la Con-
sejería de Economía, Hacienda y Empleo, sobre registro, depósito y publicación 
del Convenio Colectivo del Sector Hospedaje de la Comunidad de Madrid, suscrito 
por la organización empresarial Asociación Empresarial Hotelera de la Comunidad 
de Madrid (AEHM) y por la representación sindical Federación de Servicios para 
la Movilidad y el Consumo de UGT de Madrid y la Federación de Servicios de CC. 
OO. de Madrid. Ir a texto
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https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2023/20230330/AnuncioG0656-170323-0003_gl.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2023/20230403/AnuncioG0656-170323-0001_gl.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2023/20230414/AnuncioG0656-290323-0003_gl.html
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.xunta.gal%2Fdog%2FPublicados%2F2023%2F20230419%2FAnuncioG0656-290323-0004_es.pdf&data=05%7C01%7C%7Cf7fba7e081d64509f71308db40a1f5ff%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638174837617247061%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=xNG5aSMsIOLPRhX%2BX7yMi6q2h9y47SY8OF52YMHSI9c%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.bocm.es%2Fboletin%2FCM_Orden_BOCM%2F2023%2F04%2F05%2FBOCM-20230405-20.PDF&data=05%7C01%7C%7Ce8563913d54240ceac7f08db35c6d81d%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638162900703881456%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=h0Gp7tevvq2hx%2Bhr7XUzmUrZ8ThxC3QKjdpzt8wLYW8%3D&reserved=0
https://www.bocm.es/bocm-20230417-39
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.bocm.es%2Fboletin%2FCM_Orden_BOCM%2F2023%2F04%2F17%2FBOCM-20230417-38.PDF&data=05%7C01%7C%7C86cafbbc918348fa6df108db3fd05573%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638173937126302486%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=J49hLisRPi0T5H5gYdTquc%2BMbZ08Tb7%2FzzJ8ZNJw3%2BU%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.bocm.es%2Fboletin%2FCM_Orden_BOCM%2F2023%2F04%2F25%2FBOCM-20230425-16.PDF&data=05%7C01%7C%7C6182370da2a0448b52dc08db46200200%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638180876587914026%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=RNJcCOSGiTFO%2FjUu1Ahg0K7raXb5gucKMM%2FFrBNykQ4%3D&reserved=0
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Murcia
Resolución de la Dirección General de Autónomos, Trabajo y Economía Social, 
por la que se dispone la inscripción en el registro y publicación del acuerdo de 
modificación del convenio colectivo del Sector Comercio General. Ir a texto

Resolución de la Dirección General de Autónomos, Trabajo y Economía Social, por 
la que se dispone la inscripción en el registro y publicación del Acuerdo de Modifi-
cación Acuerdo Marco Empleados Públicos del Ayuntamiento de Murcia (Acuerdo 
mixto de funcionarios y personal laboral). Ir a texto

Navarra
RESOLUCIÓN 83C/2023, de 9 de marzo, de la directora general de Política de 
Empresa, Proyección Internacional y Trabajo, por la que se acuerda el registro, 
depósito y publicación en el Boletín Oficial de Navarra del Acuerdo de revisión 
salarial para el año 2023 del Convenio Colectivo del Sector Panaderías. Ir a texto

RESOLUCIÓN 84C/2023, de 9 de marzo, de la directora general de Política de 
Empresa, Proyección Internacional y Trabajo, por la que se acuerda el registro, 
depósito y publicación en el Boletín Oficial de Navarra del Acuerdo de revisión 
salarial para el año 2023 del Convenio Colectivo del Sector de la Acción e Inter-
vención Social de Navarra. Ir a texto

RESOLUCIÓN 85C/2023, de 9 de marzo, de la directora general de Política de 
Empresa, Proyección Internacional y Trabajo, por la que se acuerda el registro, 
depósito y publicación en el Boletín Oficial de Navarra del Acuerdo de revisión 
salarial para el año 2023 del Convenio Colectivo del Sector Centros Privados Con-
certados de Atención a Discapacitados. Ir a texto

Euskadi
RESOLUCIÓN de 16 de marzo de 2023, del Director de Trabajo y Seguridad So-
cial, por la que se dispone el registro, depósito y publicación del Convenio Colec-
tivo de la empresa «Etra Norte, S.A.». Ir a texto

Valencia
RESOLUCIÓN de 11 de abril de 2023, de la Subdirección General de Relaciones 
Laborales, por la que se dispone el registro y publicación del acta de la comisión nego-
ciadora del Convenio colectivo para la Comunitat Valenciana del sector de actividades 
diversas, al objeto de proceder a la actualización de las tablas salariales. Ir a texto

RESOLUCIÓN de 22 de marzo de 2023, de la Subdirección General de Relacio-
nes Laborales, por la que se disponen el registro y la publicación del texto del 
Convenio colectivo para las empresas que tengan adjudicada mediante contrato 
con alguna administración pública la gestión de residencias de tercera edad, ser-
vicios de atención a las personas dependientes y desarrollo de la promoción de la 
autonomía personal, centros de día, centros mujer 24 horas, centros de acogida y 
servicio de ayuda a domicilio de titularidad pública y gestión privada, en la Comu-
nitat Valenciana. Ir a textoJU
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https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2023/numero/2014/pdf?id=817584
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.borm.es%2Fservices%2Fanuncio%2Fano%2F2023%2Fnumero%2F1966%2Fpdf%3Fid%3D817536&data=05%7C01%7C%7C4c474f727a8a492c9e2a08db30215f85%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638156692657549371%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=L7hGe1ZvizTOXqTSIvxYEynPJ04U%2BsFhDYjJsa0ENTk%3D&reserved=0
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2023/88/13
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2023/88/14
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2023/88/15
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TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL

DECRETOS LEYES
STC 18/2023. Ir a texto 

Recurso de inconstitucionalidad 2206-2019. 
Interpuesto por más de cincuenta diputados 
del Grupo Parlamentario Popular del Congre-
so de los Diputados respecto del Real De-
creto-ley 6/2019, de 1 de marzo, de medidas 
urgentes para garantía de la igualdad de trato 
y de oportunidades entre mujeres y hombres 
en el empleo y la ocupación. 
Límites materiales de los decretos leyes: jus-
tificación suficiente de la concurrencia del 
presupuesto habilitante de la extraordinaria y 
urgente necesidad. Voto particular. 

DERECHO A LA VIDA
STC 19/2023. Ir a texto
Recurso de inconstitucionalidad 4057-2021. 
Interpuesto por cincuenta diputados del Grupo 
parlamentario Vox en el Congreso de los Dipu-
tados en relación con la Ley Orgánica 3/2021, 
de 24 de marzo, de regulación de la eutanasia. 
Derecho a la vida y a la integridad física y mo-
ral: constitucionalidad de la regulación legal 
del derecho a la autodeterminación respecto 
de la propia muerte en contextos eutanási-
cos. Votos particulares. 

LIBERTAD DE EXPRESION
STC 22/2023. Ir a texto 
Recurso de amparo 6005-2021. Promovido por 

la Federación de Servicios a la Ciudadanía de 
Comisiones Obreras de la Región de Murcia 
respecto de la sentencia de la Sala de lo Social 
del Tribunal Superior de Justicia de Murcia 
que desestimó, en suplicación, la demanda 
formulada por aquella contra la Autoridad 
Portuaria de Cartagena en procedimiento de 
tutela de derechos fundamentales. 
Vulneración del derecho a la libertad de ex-
presión en relación con el derecho a la liber-
tad sindical: supeditación del derecho al uso 
de la vivienda del faro de Mazarrón a la re-
tractación de un comunicado crítico emitido 
por el sindicato. 

NO DISCRIMINACION
STC 21/2023. Ir a texto 
Recurso de amparo 5986-2021. Respecto de 
la sentencia de la Sala de lo Social del Tribu-
nal Supremo que, en casación, ratificó la de-
negación de solicitud de reconocimiento de la 
situación de incapacidad permanente en gra-
do de gran invalidez. 
Vulneración del derecho a no padecer dis-
criminación por razón de discapacidad: 
STC 172/2021 (diferencia de trato no previs-
ta normativamente y carente de justificación 
objetiva y razonable derivada exclusivamente 
del hecho de haber accedido a la situación de 
jubilación anticipada a causa de la situación 
de discapacidad). Voto particular. 
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TRIBUNAL 
SUPREMO

JURISPRUDENCIA

COMITE DE EMPRESA
STS 7-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 904/2023 - ECLI:ES:TS:2023:904  
No de Recurso: 42/2021  
No de Resolución: 172/2023    
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER  

Resumen: Comité de empresa: Se de-
clara legal el artículo 53 del Convenio 
Colectivo de la empresa CTC Externali-
zación SLU (publicado en el BOE de 18 
de marzo de 2020), en cuya virtud, se 
acuerda configurar el ámbito de repre-
sentatividad y el régimen de elección de 
la representación legal de los trabajado-
res. Se acuerda agrupar en tres zonas 
geográficas la elección de la representa-
ción legal de los trabajadores.  
 
Las normas que establecen el procedi-
miento electoral de los representantes de 
los trabajadores tienen, en general el ca-
rácter de no disponibles y esta previsión 
se aplica, específicamente para las re-
glas que rigen en la determinación de las 
unidades electorales y el mapa electoral, 
como se deriva de su propia redacción 
que contiene previsiones imperativas 
y cerradas que conducen a considerar-
las como normas de orden de imposible 

modificación por la autonomía colectiva. 
En efecto, la fijación y determinación de 
la circunscripción electoral, no queda a 
la libre voluntad de las partes, empresa 
y trabajadores, sino que se trata de un 
concepto acotado legalmente, corres-
pondiendo al ordenamiento jurídico re-
gular los supuestos excepcionales en los 
que el centro de trabajo no se correspon-
de con la circunscripción electoral.  
Además, hay que tener en cuenta que 
el sistema electoral, en nuestro ordena-
miento jurídico, no solo posibilita la elec-
ción concreta de los representantes de 
los trabajadores en cada centro, sino que 
su resultado, al computarse globalmen-
te, trasciende de la empresa y permite 
la atribución de ciertos niveles de repre-
sentatividad a los sindicatos no sólo en el 
ámbito de la empresa sino en otros mu-
cho más relevantes entre los que desta-
can el autonómico y el estatal. Mediante 
el cómputo global de los resultados elec-
torales, se conforma la importante noción 
de sindicato más representativo y, tam-
bién, representatividad sindical y con ella 
el reconocimiento de determinados dere-
chos ( arts. 6 y 7 de la LOLS) y faculta-
des. Por ello, las normas que regulan la 
obtención de representantes han de te-
ner el carácter de derecho necesario ab-
soluto para que, rijan las mismas normas 
en todos los procesos electorales.  
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COMPEMENTO 
MATERNIDAD
STS 9-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 922/2023 - ECLI:ES:TS:2023:922  
No de Recurso: 1478/2020  
No de Resolución: 185/2023  
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: Complemento de maternidad: 
si a la actora se le reconoció una revisión 
por agravación del grado de incapacidad 
permanente absoluta derivado de enfer-
medad común que se le había reconoci-
do en fecha 2 de febrero de 2012, debe-
mos concluir que el hecho causante de la 
pensión de incapacidad permanente es 
anterior al 1 de enero de 2016, por lo que 
no cabe acceder al reconocimiento del 
complemento por maternidad propugna-
do

CONVENIO COLECTIVO
STS 17-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 963/2023 - ECLI:ES:TS:2023:963  
No de Recurso: 933/2020 
No de Resolución: 203/2023  
Ponente: CONCEPCION ROSARIO 
URESTE GARCIA 
 

Resumen: Convenio colectivo. Convenio 
aplicable- La demandante presta ser-
vicios de limpieza de zonas comunes, 
servicios de público y trabajadores, y 
despachos y oficinas, fregando, limpian-
do y quitando el polvo, para Fissa Fina-
lidad Social S.L. dedicada a la actividad 
de limpieza, con la categoría profesional 
de limpiadora, en la estación del AVE 
de Cuenca Fernando Zóbel. Esa rela-

ción laboral se ubica en el seno de una 
contrata ferroviaria y tiene encaje en el 
ámbito funcional del convenio colectivo 
de contratas ferroviarias (art. 2). El texto 
convencional comprende de forma ex-
presa las relaciones laborales entre las 
empresas y los trabajadores de contratas 
de servicios ferroviarios en los distintos 
sectores de desinfección, desinsectación 
y desratización; de limpiezas (de trenes, 
estaciones, dormitorios, oficinas, vías, 
fosos y adecentamientos y demás de-
pendencias), etc. En estas últimas cabe 
residenciar las desempeñadas por la 
actora en las zonas comunes de la esta-
ción, despachos, oficinas y servicios.  

Por tanto, la trabajadora tiene derecho a 
que su relación laboral se rija por el Con-
venio estatal de contratas ferroviarias, 
norma más específica y beneficiosa que 
el Convenio provincial de limpieza de edi-
ficios y locales de la provincia de Cuenca 

STS 11/4/2023. Ir a texto 

Roj: STS 1579/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1579  
No de Recurso: 86/2021  
No de Resolución: 255/2023    
Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPE-
RE NAVARRO  
Resumen: Convenio Colectivo: impugna-
ción por ilegalidad y lesividad. Convenio 
de Supermercados y Autoservicios de 
Alimentación de Catalunya. Cláusulas 
relativas a ETT. 
Legitimación activa de ASEMPLEO 
Se declara la nulidad de los párrafos 
quinto y séptimo del apartado 11 del Ane-
xo III del II Convenio Colectivo de trabajo 
de los Supermercados, y Autoservicios 
de alimentación de Catalunya (código de 
convenio no 79002935012011), que di-
cen lo siguiente:  
[...] Seguimiento de los contratos de 
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puesta a disposición: Las empresas de 
trabajo temporal (de ahora en adelante 
ETT), están obligadas a poner a dispo-
sición de la Comisión mixta copia de los 
contratos que establezcan con las em-
presas del sector.  
[...] Las personas trabajadoras contrata-
das por ETT que presten sus servicios 
en empresas vinculadas a este Conve-
nio, tienen que percibir el salario que les 
correspondería en el nivel de empleo que 
ejerzan en el sector, incrementado con 
un plus de eventualidad de un 10%.  
 
Los pasajes del Anexo cuestionado pri-
van a las empresas de trabajo temporal 
de poder remunerar a su personal cedi-
do en las mismas condiciones que lo ha-
cen las empresas usuarias. Por fuerza, 
el sobrecoste que comporta la obligación 
de abonar una remuneración superior 
desincentiva la formalización de contra-
tos de puesta a disposición.  
B) Es verdad que, como expone la sen-
tencia recurrida, con mayor salario se 
mejora la condición de quien presta su 
actividad. Pero no se trata de afirmar que 
resulte lesivo el aumentar la remunera-
ción de ciertas personas, sino de que eso 
se haga solo respecto de una categoría 
de ellas y con la clara finalidad de au-
mentar el coste que ello representa.  
C) Ni la mejora de condiciones laborales, 
ni que ello derive de un convenio colec-
tivo (suscrito por quienes carecen de re-
presentatividad para extender los efectos 
a las empleadoras del sector en que ope-
ra ASEMPLEO) o, por descontado, que 
la Autoridad Laboral haya considerado 
ajustada a Derecho la regulación, impi-
den acceder a esa clara conclusión.  
D) Legalmente el acudimiento a las ETTs 
solo cabe en aquellos casos en que la 
empresa usuaria hubiera podido, de for-
ma válida, realizar una contratación de 
carácter temporal. El artículo 6.2 de la 
Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se 

regulan las empresas de trabajo tempo-
ral es contundente:  
Podrán celebrarse contratos de puesta 
a disposición entre una empresa de tra-
bajo temporal y una empresa usuaria en 
los mismos supuestos y bajo las mismas 
condiciones y requisitos en que la em-
presa usuaria podría celebrar un contrato 
de duración determinada conforme a lo 
dispuesto en el artículo 15 del Estatuto 
de los Trabajadores.  
Asimismo, podrán celebrarse contratos 
de puesta a disposición entre una em-
presa de trabajo temporal y una empresa 
usuaria en los mismos supuestos y bajo 
las mismas condiciones y requisitos en 
que la empresa usuaria podría celebrar 
un contrato de trabajo en prácticas o un 
contrato para la formación y el aprendi-
zaje conforme a lo dispuesto en el artí-
culo 11 del Estatuto de los Trabajadores.  
En consecuencia: el acudimiento a una 
ETT no aumenta las posibilidades de 
temporalidad, por lo que la previsión in-
troducida y cuestionada resulta inocua 
desde la perspectiva de reducir la preca-
riedad, que es la justificación acogida por 
la sentencia de instancia para legitimarla.  
E) Sostiene también la sentencia recurri-
da que solo actúa en el ámbito del con-
venio de supermercados la ETT que así 
lo desea, de manera que no cabe hablar 
de verdadero perjuicio. Ya hemos pues-
to de relieve, sin embargo, que el daño 
que comporta la regulación no debe en-
tenderse referido al ya padecido y acre-
ditado. Basta con el gravamen ilegal que 
la norma introduce, sin necesidad de que 
una u otra empresa deba demostrar que 
ha debido soportar sus consecuencias.  
F) Sin necesidad de adentrarnos aho-
ra en el ámbito de la defensa de la libre 
competencia, lo cierto es que la altera-
ción de los costes salariales respecto 
de los queridos por el legislador afecta 
de forma negativa a los derechos de las 
ETTs. En sus primeros párrafos, el artí-
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culo 11.1 de la Ley 14/1994, según re-
dacción aplicable al caso, establece lo 
siguiente:  
Los trabajadores contratados para ser 
cedidos a empresas usuarias tendrán 
derecho durante los períodos de pres-
tación de servicios en las mismas a la 
aplicación de las condiciones esenciales 
de trabajo y empleo que les correspon-
derían de haber sido contratados directa-
mente por la empresa usuaria para ocu-
par el mismo puesto.  
A estos efectos, se considerarán condi-
ciones esenciales de trabajo y empleo las 
referidas a la remuneración, la duración 
de la jornada, las horas extraordinarias, 
los períodos de descanso, el trabajo noc-
turno, las vacaciones y los días festivos.  
La remuneración comprenderá todas las 
retribuciones económicas, fijas o varia-
bles, establecidas para el puesto de tra-
bajo a desarrollar en el convenio colectivo 
aplicable a la empresa usuaria que estén 
vinculadas a dicho puesto de trabajo. De-
berá incluir, en todo caso, la parte pro-
porcional correspondiente al descanso 
semanal, las pagas extraordinarias, los 
festivos y las vacaciones. Será respon-
sabilidad de la empresa usuaria la cuan-
tificación de las percepciones finales del 
trabajador y, a tal efecto, dicha empresa 
usuaria deberá consignar las retribucio-
nes a que se refiere este párrafo en el 
contrato de puesta a disposición del tra-
bajador.  
Por tanto, que un convenio colectivo ne-
gociado sin suficiente representatividad 
para ello altere esa regla de equiparación 
retributiva, aumentando los costes sala-
riales de la ETT, distorsiona el esquema 
querido por el legislador. 

CONTRATO FIJO 
DISCONTINUO
STS 16-3-2023. Ir a texto

Roj: STS 1212/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1212  
No de Recurso: 1766/2020  
No de Resolución: 200/2023  
Ponente: JUAN MOLINS GAR-
CIA-ATANCE  

Resumen: Gran invalidez:  Rectifica doc-
trina: no hay razones que justifiquen que 
el reconocimiento de la pensión de gran 
invalidez por deficiencia visual deba te-
ner un tratamiento jurídico distinto que el 
resto de las pensiones de incapacidad 
permanente. La doctrina jurisprudencial 
que acogió la tesis objetiva en materia 
de discapacidad visual ha proporcionado 
seguridad jurídica, pero puede conducir 
a que se deniegue la pensión de gran in-
validez en supuestos en los que el solici-
tante necesita la asistencia de otra per-
sona para realizar los actos esenciales 
de la vida y al revés. 
Por ello, debemos aplicar la tesis subje-
tiva a todas las pensiones de incapaci-
dad permanente: el reconocimiento de la 
pensión dependerá de las circunstancias 
de cada caso concreto, debiendo valorar 
individualizadamente las concretas pato-
logías y limitaciones anatómicas o fun-
cionales de cada uno los demandantes. 

COVID 19
STS 16-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 906/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:906  
No de Recurso: 165/2022 
No de Resolución: 201/2023  
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PARE-
DES 
 
Resumen: Covid-19: se confirma la con-
dena a la demandada Air Nostrum, Lí-
neas Aéreas del Mediterráneo, SA a que, 
con efectos retroactivos desde el inicio 
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del periodo de vacunación COVID, reco-
nozca y abone a los pilotos y tripulantes 
de cabina de pasajeros (TCP) los días y 
horas de trabajo desprogramados a con-
secuencia de la administración a los mis-
mos de la citada vacuna.  

DEMANDA
STS 12-4-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1562/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1562  
No de Recurso: 4223/2020  
No de Resolución: 261/2023   
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: Demanda. Variación sustan-
cial existente: La demanda alegaba que 
el trabajador siempre había realizado 
sus funciones bajo la dependencia del 
Ayuntamiento de Mijas, siendo el Ayun-
tamiento y no el Club Deportivo Mijas 
quien decidía y supervisaba la organi-
zación horaria del trabajo, así como los 
descansos y vacaciones. Por lo que se 
estaría ante una cesión ilícita de traba-
jadores prohibida por el artículo 43 ET, 
siendo el Ayuntamiento quien realmente 
ostentaba la dirección y organización de 
la relación laboral, con independencia 
de que formalmente estuviera contrata-
do por el Club Deportivo. La demanda 
concluía que, en aplicación del artículo 
43.3 ET, ambas empresas Ayuntamiento 
de Mijas y Club Deportivo Mijas, debían 
responder solidariamente, y que, en apli-
cación del artículo 43.4 ET, el trabajador 
tenía derecho a elegir la continuidad de 
la relación laboral en la empresa que él 
eligiera, optando por el Ayuntamiento de 
Mijas.  
Puede comprobarse, así, que, si bien la 
demanda se dirigió también contra Fe-
rrovial Servicios y se amplió posterior-

mente -por los hechos que en ella cons-
tan- contra Eulen, ni en la demanda, ni 
tampoco en esta ampliación, se alegaba 
ningún hecho contra estas empresas, 
sin afirmarse siquiera que, una vez su-
brogado el trabajador con dichas empre-
sas, seguía siendo el Ayuntamiento y no 
estas últimas quienes ejercían el poder 
de dirección y organización respecto del 
trabajador, como sí alegaba la deman-
da que ocurría en el periodo en que el 
trabajador estaba contratado por el Club 
Deportivo. Como sí había hecho respec-
to de este Club, la demanda no alegaba 
que Ferrovial Servicios o Eulen también 
se limitaban a ser los empleadores for-
males del trabajador  

DESEMPLEO
STS 29-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1208/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1208  
No de Recurso: 559/2020 
No de Resolución: 233/2023  
Ponente: CONCEPCION ROSARIO 
URESTE GARCIA  

Resumen: Desempleo: la falta de comu-
nicación al SPEE del otorgamiento de 
escritura de partición y aceptación de 
herencia por quien percibe el subsidio 
de desempleo para mayores de 52 años 
no permite la calificación de tal conducta 
como falta grave contemplada en el art. 
25.3 de la LISOS, produciéndose en con-
secuencia la extinción del subsidio, con 
el consiguiente reintegro y abono de in-
tereses.  
No ha de computarse el valor patrimonial, 
sino el de los rendimientos que genera. 
De no constar el rendimiento real, ha de 
estarse al rendimiento presunto resultan-
te de aplicar al 100 por ciento de su valor 
el interés legal del dinero. Reitera doctri-
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na SSTS 28 de septiembre de 2012, rcud. 
3321/2011; 21 de octubre 2020, rcud. 
2489/2018 (Pleno) y las que la siguen: 
10 de febrero de 2022 (rec. 4838/2018); 
19 de abril de 2022 (rec. 602/2019); 1 de 
junio de 2022 (rec. 1624/2019); o 2 de 
febrero de 2023 (rec. 301/2020) 

STS 22-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1364/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1364  
No de Recurso: 2586/2020  
No de Resolución: 219/2023   
Ponente: ROSA MARIA VIROLES PI-
ÑOL  

Resumen: Desempleo: no están en situa-
ción legal de desempleo los trabajadores 
indefinidos contratados a tiempo parcial 
y con periodos de trabajo concentrados, 
cuando siguen en alta y cotizándose por 
ellos en los periodos de inactividad sin 
que su contrato esté extinguido, suspen-
dido o reducido.  

DESPIDO COLECTIVO
STS 22-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1188/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1188  
No de Recurso: 85/2022  
No de Resolución: 213/2023    
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: ejecución definitiva de senten-
cia firme despido colectivo. No hay obs-
táculo legal alguno para que en la fase de 
ejecución definitiva de la sentencia que 
declara la nulidad del despido colectivo 
se suscite la cuestión relativa a la posible 
naturaleza temporal de los contratos de 
trabajo afectados por esa decisión, por 

cuanto esa circunstancia es determinan-
te para establecer el alcance de las con-
secuencias jurídicas aparejadas a su ex-
tinción y a la obligada readmisión de los 
trabajadores que impone la sentencia. 

DESPIDO DISCIPLINARIO
STS 17-4-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1566/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1566  
No de Recurso: 1368/2022  
No de Resolución: 276/2023   
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PARE-
DES  

Resumen: Despido disciplinario: la falta 
de reincorporación del trabajador a su 
puesto de trabajo tras el alta médica por 
tenerla impugnada, en un procedo de 
incapacidad temporal no superior a 365 
días, no es justificada.  
El indicio de vulneración de la garantía 
de indemnidad ha quedado desvirtuado 
al existir causa legal para adoptar la me-
dida disciplinaria que tomó la parte aquí 
recurrente, al haber incurrido el deman-
dante en faltas de repetidas e injustifica-
das de asistencia al trabajo, ex art. 54.2 
a) del ET, al no haberse reincorporado al 
puesto de trabajo, tras haber sido expe-
dida alta médica el 6 de julio de 2019, 
hasta el día 21 del citado mes. Y el he-
cho de que el despido se haya adoptado 
tras haberse incorporado tardíamente no 
priva al empleador de activarlo en el mo-
mento en el que lo hizo, siempre y cuan-
do no estuviera prescrita la conducta im-
putada. Como tampoco es relevante el 
que se haya comunicado al empresario 
la razón por la que no se reincorporaba 
al trabajo que era más técnica y de inter-
pretación de la normativa, sobre la que 
las partes discrepaban, que de otra ra-
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zón que, vinculada a su estado de salud, 
pusiera de manifiesto, por los medios de 
prueba que podía valerse, de que pre-
sentaba dolencias que le impedían traba-
jar, lo que, además, no solo no consta en 
el relato fáctico sino que, por el contrario, 
se revela que el alta médica fue ajustada 
a derecho  

DISCAPACIDAD
STS 12-4-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1575/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1575  
No de Recurso: 3359/2020  
No de Resolución: 266/2023   
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER 
 
Resumen: Discapacidad. Contrato de fo-
mento de empleo de personas con disca-
pacidad. Un contrato temporal de fomento 
al empleo para trabajadores con discapa-
cidad suscrito al amparo de la Disposi-
ción Adicional Primera de la Ley 43/2006, 
de 29 de diciembre, no precisa de causa 
específica de temporalidad de las previs-
tas en el artículo 15 ET y, en consecuen-
cia, si al llegar el término final establecido 
en el contrato, estamos en presencia de 
una válida extinción contractual y no de 
un despido improcedente. 

EJECUCION
STS 28-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 971/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:971
No de Recurso: 88/2020  
No de Resolución: 225/2023   
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PARE-
DES  

Resumen: Ejecución sentencia firme de 
despido: No proceden Salarios de tra-
mitación en el periodo en el que no se 

presta servicios por ser trabajo fijo dis-
continuo. Reitera doctrina recogida en 
STS 143/2023, de 21 de febrero, rcud 
4476/2019.  
Incongruencia: Falta de contradicción. 

EJECUCION PROVISIONAL
STS 23-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1366/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1366  
No de Recurso: 1176/2020  
No de Resolución: 222/2023   
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PARE-
DES  

Resumen: Ejecución provisional:  duran-
te la tramitación de un recurso contra 
la sentencia que reconoce una presta-
ción,    no procede ejecutar provisional-
mente la sentencia por la vía del art. 
294 de la LRJS, cuando ya se encuen-
tre agotada la prestación al momento del 
anuncio del recurso, sino que procede la 
ejecución provisional conforme al art.295 
LRJS, que es el régimen de ejecución 
provisional en el que deben encajarse las 
condenas al pago de prestaciones perió-
dicas agotadas y que, por remisión, lo es 
conforme al régimen de ejecución que se 
establece para las sentencias condena-
torias al pago de cantidades.  

ERTE
STS 12-4-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1609/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1609  
No de Recurso: 207/2022 
No de Resolución: 259/2023   
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PARE-
DES  

Resumen: ERTE: impugnación de oficio 
por fraude de ley. Se desestima. En re-
lación con la memoria explicativa se dio 
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razón de la causa que se invocaba - dis-
minución de la facturación en los tres úl-
timos años-, y declarando probado que 
dicha situación era conocida por los tra-
bajadores y sus representantes, razón 
por la que se entiende por la sentencia 
de instancia que no sea preciso el infor-
me técnico que, según dispone el art. 
18.3 se aportará los que sean oportunos 
y por los que se acrediten las causas. 
Esto es, la sala de instancia ha aplicado 
un criterio finalista en la valoración de las 
exigencias documentales y en atención 
a que con la citada información lo que 
se pretende es que la negociación esté 
suficientemente informada que, en este 
caso, y no consta lo contrario, no estaba 
ausente en relación con la representa-
ción legal de los trabajadores  
De esta forma de proceder no puede ob-
tenerse el fraude de ley en el acuerdo 
alcanzado y menos la existencia de un 
vicio en el consentimiento por parte de 
los representantes legales de los trabaja-
dores que, ciñéndonos al procedimiento 
judicial que se ha activado, han estado 
informados durante el periodo de consul-
tas y eran conocedores de la situación 
empresarial, sin que lo contrario se infie-
re del relato de hechos probados que no 
han sido modificados en este momento 
procesal, tal y como se ha indicado an-
teriormente, y del que nada se obtiene 
que revele que la actuación empresarial 
está incursa en ese fraude legal o abuso 
de derecho que a la parte demandante le 
corresponde acreditar.  

GRAN INVALIDEZ
STS 16-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 956/2023 - ECLI:ES:TS:2023:956  
Fecha: 16/03/2023 
No de Recurso: 3980/2019  
No de Resolución: 199/2023   

Ponente: MARIA LUZ GARCIA PARE-
DES  

Resumen: Gran invalidez: Trabajador de 
la ONCE que antes de su afiliación a la 
Seguridad Social tenía una agudeza vi-
sual de 0,1 y años después empeora. No 
procede el reconocimiento de la gran in-
validez al estar acreditado que, aunque 
mantuviera un nivel de ceguera inferior al 
0,1 de AV en ambos ojos, podía atender 
los actos más esenciales de la vida.  
Rectifica doctrina: La sola presencia de 
una determinada dolencia no permite, 
por sí misma, reconocer que la persona 
que la presenta no pueda atender los 
actos más esenciales de la vida ya que, 
en las incapacidad laborales de la LGSS 
no está todavía reglamentado el régimen 
de la incapacidad permanente bajo ese 
sistema de listado de enfermedades, al 
que se refiere aquella norma, por lo que 
siendo evidente que un cuadro de pade-
cimientos puede tener distinto alcance 
en los sujetos a los que afecta, atendidas 
a determinadas circunstancias que le 
puedan rodear, como es la edad, el mo-
mento en el que la dolencia se presenta, 
situación anterior y posterior, etc. no es 
aceptable que, para la GI, la enferme-
dad, como la que aquí se presenta, sea 
objetivada sin atender a la situación real 
del sujeto.  
Excluir el criterio de objetividad en la valo-
ración del grado de incapacidad, en este 
caso para la gran invalidez, no elimina la 
doctrina de la Sala sobre el alcance de lo 
que se entiende por actos más esencia-
les de la vida que precisen y necesiten la 
asistencia de otra persona, sino que se 
retorna al criterio general para todas las 
situaciones de incapacidad permanente 
-en cualquiera de sus otros grados- sea 
cual sea el padecimiento que se presen-
te, sin discriminar unas de otras por su 
naturaleza.  
En efecto, lo que no es asumible es que 
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una situación de incapacidad permanen-
te que está atendiendo a la necesidad 
de que una persona asista a quién está 
impedido para desenvolverse en “las 
más esenciales actividades de la vida”, 
solo valore la enfermedad que presenta 
cuando su marco jurídico no es ese. Del 
mismo modo que el legislador desvincu-
ló este grado de la situación de incapaci-
dad permanente absoluta, de forma que 
basta con que esté afecto de una inca-
pacidad permanente, bien podía haber 
extendido aquella calificación a deter-
minas dolencias, como en su momento 
se realizó en accidente de trabajo para 
la ceguera total. Seguimos a la espera 
de una reglamentación en materia de 
incapacidades permanentes, por lo que 
objetivar una determinada dolencia para 
identificarla como grado de incapacidad 
permanente sin más requiere de la opor-
tuna regulación que así lo disponga.  
Tampoco entendemos que la valoración 
de la gran invalidez, acudiendo a los cri-
terios subjetivos de cada uno de los afec-
tados por la ceguera total en ambos ojos 
o situaciones que se encuentren por de-
bajo de la agudeza visual que esta Sala 
ha fijado, venga a ser desmotivador y 
obstaculizador de la reinserción social y 
laboral del discapacitado. La legislación 
estatal en materia de derechos de las 
personas con discapacidad, inspirada y 
respetuosa con la normativa internacio-
nal, como la recogida en el Real Decreto 
Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, 
por el que se aprueba el Texto Refundi-
do de la Ley General de derechos de las 
personas con discapacidad y de su inclu-
sión social, define la inclusión social, do-
tándolo de un contenido en el que nada 
tiene que ver el que se califique a un dis-
capacitado como persona que necesita 
la asistencia de una persona para las ac-
tividades más esenciales de su vida. Y 
ello, sin poder atender, como esta Sala 

ha venido señalando, al marco jurídico 
que existe en orden al reconocimiento y 
calificación del grado de discapacidad, 
cuyas reglas o criterios de valoración es-
pecíficos no pueden ser tenidos en con-
sideración en la determinación de las in-
capacidades laborales. No se incurre en 
desprotección ni desatención a los disca-
pacitados ciegos totales por el solo hecho 
de que la gran invalidez que se pretenda 
se analice desde el propio concepto ju-
rídico que la define y que no atiende a 
criterios objetivos, ya que no se les priva 
del derecho sino que éste no sea auto-
mático sino sea calificado, al igual que 
otras personas discapacitadas que pue-
dan presentar otro determinado cuadro 
de dolencias y limitaciones funcionales, 
ya físicas, sensoriales o psíquicas, se les 
exige que ponga de manifiesto que preci-
san de la asistencia de una persona para 
atender las más esenciales actividades 
de la vida, y que va a ser remunerada 
con ese incremento de la pensión de in-
capacidad permanente que conlleva el 
reconocimiento de la gran invalidez.  

STS 29-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1353/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1353  
No de Recurso: 739/2020 
No de Resolución: 234/2023  
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER  

Resumen: Gran invalidez: no debe reco-
nocerse la situación de gran invalidez a 
un trabajador que venía prestando servi-
cios para la ONCE desde 1998 y que en la 
fecha de ingreso tenía una agudeza visual 
en el ojo derecho de 0,05 y en el izquier-
do de 0,1 y que, posteriormente, acredita 
una agravación, cuando consta que el be-
neficiario puede realizar por sí mismo los 
actos esenciales de la vida diaria.  
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HUELGA
STS 13-4-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1610/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1610  
No de Recurso: 217/2021 
No de Resolución: 273/2023   
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: Huelga: la conducta analiza-
da en estas actuaciones desplegada por 
los empresarios demandados ha vulne-
rado los derechos de libertad sindical de 
los sindicatos demandantes y el derecho 
de huelga de los trabajadores que parti-
ciparon en la convocada los días 1, 2, 6, 
8, 13, 15, 20, 22, 27 y 29 de septiembre 
de 2019.  
Se descontó completo el bonus de pro-
ductividad mensual a los que partici-
paron en la huelga. Como razona la 
sentencia recurrida en su fundamento 
de derecho undécimo, ese “descuento 
completo del bonus de productividad 
mensual, ... excede con mucho del sa-
lario del día de huelga expandiéndose a 
un complemento que se percibe por la 
actividad laboral mensual”, conculcán-
dose así el derecho de huelga ejercido.  

IGUALDAD	
STS 23-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1362/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1362  
No de Recurso: 46/2021  
No de Resolución: 221/2023  
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: Derecho a la igualdad: no 
infringió el artículo 14 CE, ni vulneró el 
artículo 4.2 a) ET y el convenio colecti-

vo aplicable, el acuerdo del Govern de 
la Generalitat de Cataluña de 14 de abril 
de 2020 sobre el proceso de recoloca-
ción de los vigías que no se llevaría a 
cabo hasta que se levantaran las res-
tricciones a la movilidad de las personas 
derivadas de la crisis sanitaria de la Co-
vid 19  
Tiene una justificación objetiva, razona-
ble y proporcionada que, en una situa-
ción tan delicada y comprometida como 
la del estado de alarma originado por la 
Covid 19, no fuera factible realizar las 
preceptivas pruebas físicas que hacían 
falta para que los vigías pasaran a rea-
lizar funciones de AOF y que se optara 
por recurrir, para la campaña de 2020, a 
quienes ya habían realizado estas últi-
mas funciones en la campaña de 2019, 
y superado entonces las correspondien-
tes pruebas físicas.  

STS 12-4-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1587/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1587  
No de Recurso: 3310/2020  
No de Resolución: 265/2023   
Ponente: CONCEPCION ROSARIO 
URESTE GARCIA  

Resumen: Derecho a la igualdad:    vul-
neración existente. Corresponde a la 
trabajadora demandante percibir las 
cantidades reclamadas por las diferen-
cias salariales existentes entre el sala-
rio percibido y el previsto en el convenio 
colectivo de aplicación (del personal del 
Ayuntamiento de Sanlúcar la Mayor), 
para el periodo de septiembre/2013 a 
marzo/2015.  
La trabajadora demandante viene pres-
tando servicios laborales para dicho 
Ayuntamiento desde el 07/01/2004, 
como psicóloga primero y después como 

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2Fd7e9b5d1c5094c11a0a8778d75e36f0d%2F20230428&data=05%7C01%7C%7C55a0d87d66e34c5ccaf808db48947a82%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638183574845355872%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=LlCAi1gogZBc7N2UTtvZgS0HivoR63LO2naXmSYBY1U%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2F1f43fc022b1a28eda0a8778d75e36f0d%2F20230420&data=05%7C01%7C%7C8d0e96bbf9ae46d94e5b08db4307fb86%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638177474263706305%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=5iteXioF2hnW4VKQwztKEMWYh8Ms1RBeI8p1fAbuFbU%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2F5896c76211a65ba8a0a8778d75e36f0d%2F20230428&data=05%7C01%7C%7C55a0d87d66e34c5ccaf808db48947a82%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638183574845355872%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=Ouq%2B%2B6al4QQDJ6gAsLG2riWiUeBNTffMptB1qCyl2a4%3D&reserved=0


62

pedagoga, en virtud de sucesivos contra-
tos temporales de obra o servicio deter-
minado y eventual por circunstancias de 
la producción, constando que ha venido 
percibiendo un salario inferior al de los 
trabajadores indefinidos de su misma 
categoría y antigüedad, en aplicación de 
una estructura retributiva diferente. Me-
diante acuerdo alcanzado en el SERCLA 
el 22 de octubre de 2015 el Ayuntamien-
to de Sanlúcar la Mayor se comprometió 
a abonar los salarios a todo el personal 
con arreglo al convenio colectivo vigen-
te, según la revisión de hechos probados 
aceptada en suplicación, y en tanto se 
aprobara definitivamente la valoración de 
los puestos de trabajo para todo el per-
sonal del ayuntamiento, a aplicar con ca-
rácter subsidiario las tablas del convenio, 
con la limitación establecida por las leyes 
presupuestarias.  

INCAPACIDAD 
PERMANENTE
STS 7-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 964/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:964  
No de Recurso: 903/2020 
No de Resolución: 170/2023  
Ponente: JUAN MOLINS GAR-
CIA-ATANCE  

Resumen: Incapacidad permanente: La 
posibilidad legal de que los ertzainas que 
sufren una disminución apreciable de 
sus facultades psíquicas o físicas pue-
dan pasar a la situación administrativa de 
segunda actividad, con un régimen retri-
butivo distinto del que tenían con ante-
rioridad (perciben las retribuciones com-
plementarias correspondientes al puesto 
desempeñado), no debe impedir que el 
actor, que no pasó a segunda actividad, 
tenga derecho al reconocimiento de la 

pensión de incapacidad permanente total 
cualificada si en la fecha del hecho cau-
sante tenía dolencias que le impedían 
desarrollar la totalidad de funciones de 
su profesión habitual de ertzaina.  

STS 22-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 960/2023 - ECLI:ES:TS:2023:960  
No de Recurso: 279/2020 
No de Resolución: 215/2023  
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER  
Resumen: Incapacidad permanente: el 
incremento del 20% de la incapacidad 
permanente total cualificada por razón de 
edad debe retrotraer su reconocimiento a 
los tres meses anteriores a la solicitud , y 
no al momento en el que el demandante 
cumplió 55 años, en un supuesto en el 
que en el momento de dictarse la senten-
cia que reconoció la incapacidad ya se 
había cumplido dicha edad.  

INTERES DE DEMORA
STS 29-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1379/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1379  
No de Recurso: 3266/2020  
No de Resolución: 246/2023   
Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPE-
RE NAVARRO  

Resumen: Interés de demora: a efectos 
del artículo 29.3 ET sobre mora en el pago 
del salario, por más que la misma surja de 
manera objetiva y automática, cuando la 
empresa se ha limitado a cumplir con los 
mandatos de una Ley, su ulterior declara-
ción de inconstitucionalidad no comporta 
que el abono retroactivo de los salarios 
afectados lleve aparejado tal incremento.  
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1º) Se aprueba la Ley autonómica 4/2010 
(29 de junio). 2º) El comité de empre-
sa de Hispanagua presenta demanda 
de conflicto colectivo ante el Juzgado 
de lo Social. 3º) Se vuelve a plantear la 
demanda, ahora ante la Sala de lo So-
cial de la Audiencia Nacional (diciembre 
2011). 4º) La Audiencia Nacional deses-
tima la demanda (diciembre 2011). 5º) 
En el seno del recurso de casación, esta 
Sala dicta Auto planteando cuestión de 
constitucionalidad (septiembre 2014), 
que es erróneamente remitido a la Au-
diencia Nacional. 6º) El Auto planteando 
la cuestión tiene entrada en el Tribunal 
Constitucional (junio 2016). 7º) Se de-
clara la inconstitucionalidad de la previ-
sión legal (octubre 2016). 8º) Esta Sala 
dicta su sentencia 923/2016 (noviembre 
2016).  
C) A la vista de ese itinerario considera-
mos acertada la doctrina de la senten-
cia recurrida. Recalquemos lo siguiente: 
1º) Concurre una acusada complejidad, 
hasta el extremo de que el Tribunal de 
instancia desestimó la demanda y esta 
Sala consideró adecuado plantear una 
cuestión de constitucionalidad. 2º) Los 
errores procesales reseñados (regis-
tro de la demanda en el Juzgado de lo 
Social, remisión del Auto por esta Sala 
al Tribunal de instancia) han propiciado 
dilaciones no imputables a la empresa. 
3º) La empresa pertenece al sector pú-
blico y está especialmente sujeta a los 
mandatos de la ley, sin que se le pudiera 
exigir un comportamiento diverso del que 
siguió. 4º) Ni en la demanda de conflicto 
colectivo ni en el recurso de casación se 
interesó el abono del interés por mora.  
No puede entenderse que ha habido de-
mora en el pago del salario (presupuesto 
para que opere la regla del artículo 29.3 
ET) sino a partir del momento en que se 
publica la STC 164/2016.  

JORNADA
STS 18-4-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1607/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1607  
No de Recurso: 185/2021 
No de Resolución: 283/2023  
Ponente: CONCEPCION ROSARIO 
URESTE GARCIA 

Resumen: Tiempo de trabajo: tiempo de 
guardias localizadas de los supervisores 
que prestan servicios de lunes a sába-
do y están asignados a los almacenes 
de Mejorada del Campo, Getafe y Arro-
yomolinos, es tiempo efectivo de trabajo 
y como tal debe ser compensado por la 
empresa,  
Las limitaciones impuestas a los traba-
jadores en las guardias no presenciales 
de localización telefónica no alcanzan un 
elevado grado de intensidad, permitién-
doles disponer y organizar el tiempo fa-
miliar y social y dedicarse a sus propios 
intereses sin otros condicionantes que 
dicha comunicación por teléfono, y acu-
dir a solventar un problema puntual, sin 
concreción en el tiempo de respuesta. En 
consecuencia, solo constituirá tiempo de 
trabajo el correspondiente a la prestación 
efectivamente realizada, en su caso, du-
rante tal lapso.  

JUBILACION
STS 29-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1374/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1374  
No de Recurso: 1439/2020  
No de Resolución: 243/2023   
Ponente: CONCEPCION ROSARIO 
URESTE GARCIA  
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Resumen: Jubilación: La pensión se cau-
sa cuando el beneficiario reúne los requi-
sitos o condiciones para que le pueda ser 
reconocido el derecho prestacional. Las 
situaciones de no alta no alteran el hecho 
causante que es el momento en el que 
se reúnen los restantes requisitos., sin 
perjuicio de que los efectos económicos 
se produzcan en atención a la fecha de 
la solicitud. Rieta Doctrina STS 13 junio 
2022. RCUD 1133/2019 

JUBILACION ACTIVA
STS 14-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 967/2023 - ECLI:ES:TS:2023:967  
No de Recurso: 2760/2020  
No de Resolución: 191/2023 
Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPE-
RE NAVARRO  

Resumen: Jubilación activa: a efectos de 
lucrar el 100% de la pensión de jubilación 
al tiempo que se desarrolla una actividad 
por cuenta propia ( art. 305.2.II LGSS) no 
es válida la contratación laboral que dis-
curre entre la comunidad de bienes (en 
Oficina de Farmacia, constituida por la 
pensionista y un hijo) y la plantilla.  

JUBILACION ANTICIPADA
STS 29-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1376/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1376  
No de Recurso: 365/2020 
No de Resolución: 231/2023  
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN 
 
Resumen: Jubilación anticipada: el de-
mandante, cuyo contrato de trabajo se 

extinguió el 25 de abril de 2012, causó 
baja no voluntaria en la Seguridad So-
cial, al acogerse al plan de prejubilación, 
ofertado por Banca Cívica con base al 
Acuerdo laboral de 22 de diciembre de 
2010 firmado “en el marco del proceso 
de integración de Banca Cívica, suscrito 
entre las entidades Caja Navarra, Caja 
Canarias, Caja de Burgos, Cajasol y 
Banca Cívica SA”, y, consiguientemen-
te,  cumple los requisitos, exigidos por el 
artículo 161.bis.2 del derogado texto re-
fundido de la Ley General de Seguridad 
Social de 1994 con arreglo a la versión 
anterior a la Ley 27/2011, conforme a la 
disposición transitoria cuarta, 5 de la vi-
gente LGSS de 2015.  

JURISDICCION
STS 21-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1060/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1060  
No de Recurso: 112/2022 
No de Resolución: 204/2023  
Ponente: SEBASTIAN MORALO GA-
LLEGO  

Resumen: Jurisdicción: el orden social 
no es la jurisdicción es competente para 
conocer de un proceso en materia elec-
toral para la elección de los representan-
tes de los trabajadores del cuerpo de los 
Mossos dEsquadra en el Consell de la 
Policía de Catalunya.

PERIODO DE PRUEBA
STS 12-4-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1563/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1563  
No de Recurso: 1269/2022  
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No de Resolución: 270/2023   
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATAN-
CE  

Resumen: Período de prueba: No es vá-
lido el periodo de prueba que se ha pac-
tado en el contrato de trabajo haciendo 
constar: “Se establece un periodo de 
prueba de S/C”. El convenio colectivo 
fija la duración máxima del periodo de 
prueba”.  El convenio colectivo se limita 
a fijar la duración máxima. Reitera doctri-
na STS 1246/2021, de 9 diciembre (rcud 
3340/2019). 

PRESTACION EN FAVOR DE 
FAMILIARES
STS 11-4-2023. Ir al texto 

Roj: STS 1360/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1360  
No de Recurso: 1826/2020  
No de Resolución: 244/2023    
Ponente: JUAN MOLINS GAR-
CIA-ATANCE  

Resumen: Procedimiento de oficio: la au-
toridad laboral no está obligada a formu-
lar demanda de oficio cuando:  
a) Se impone una sanción administrativa 
a una empresa por no haber comprobado 
la afiliación y alta en la Seguridad Social 
de los trabajadores empleados por una 
empresa subcontratista.  
b) Se discute la naturaleza laboral de la 
relación jurídica objeto de la actuación 
inspectora.  
No se está sancionando a Endesa por 
haber incumplido sus obligaciones de 
afiliación, alta o cotización de sus traba-
jadores sino por no haber comprobado 
que una empresa subcontratista había 
cumplido su obligación de afiliación y alta 
de sus trabajadores, de conformidad con 
el art. 42.1 del ET:  

“Las empresas que contraten o subcon-
traten con otras la realización de obras 
o servicios correspondientes a la propia 
actividad de aquellas deberán compro-
bar que dichas contratistas están al co-
rriente en el pago de las cuotas de la 
Seguridad Social [...]”.  

La consecuencia de ello es que, al es-
tar atribuida la competencia para impug-
nar esta sanción administrativa al orden 
social, con cognición plena, la autoridad 
laboral no tenía que haber interpuesto 
previa demanda de oficio.  
3.- Por el contrario, cuando se impugna-
ba un acto administrativo de los mencio-
nados en el art. 3.f) de la LRJS y el su-
jeto responsable alegaba la inexistencia 
de relación laboral, en dichos supuestos, 
antes de la reforma operada por la Ley 
3/2023, sí que debía formularse deman-
da de oficio  

RECURSO DE 
SUPLICACION
STS 15-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 908/2023 - ECLI:ES:TS:2023:908  
No de Recurso: 1141/2020  
No de Resolución: 194/2023   
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen. Recurso de suplicación:  La 
trabajadora, educadora en el centro de 
menores Carmen de Michelena de Jaén, 
reclama el plus de peligrosidad derivado 
del artículo 58.14 del Convenio colectivo 
del personal laboral de la Junta de Anda-
lucía.  

La reclamación alcanzaba la cuantía mí-
nima exigida en el artículo 191.2.g) LRJS 
para acceder al recurso de suplicación. 
La cuantía reclamada no era inferior 
a los 3.000 euros, pues la cifra que se 

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2F94715889add1abcca0a8778d75e36f0d%2F20230420&data=05%7C01%7C%7C8d0e96bbf9ae46d94e5b08db4307fb86%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638177474263863004%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=I4BVaauS1EFArQvmIvaV8Ue%2BoH9CbqgY2O%2Flh8JcFIk%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2Fc097e7f6b0228a1ca0a8778d75e36f0d%2F20230329&data=05%7C01%7C%7Cda7cb7626f564ae42f7d08db32893ed0%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638159337574589566%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=PbSAQ%2F1QlSaY4j585K3q%2B1IfQiabDFyzMbVFgAyious%3D&reserved=0
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concretó en el acto del juicio -que es la 
que hay que considerar (por todas, SSTS 
1007/2018, 4 de diciembre de 2018, rcud 
611/2016, y 408/2021, 14 de abril de 
2021, rcud 451/2020)- era de 4.533,69 
euros, tal como consta en la propia sen-
tencia recurrida, según hemos recogido 
en el fundamento de derecho primero de 
la presente sentencia.  

Y, en segundo lugar, también existía afec-
tación general ( artículo 191.3.b) LRJS).  

Así lo ha declarado esta Sala 4a a partir 
de la STS 620/2020, 8 de julio de 2020 
(rec. 1021/2018), “en atención a los nu-
merosos asuntos que sobre esta mis-
ma problemática ya han tenido entrada 
en este Tribunal, en todos los cuales se 
plantea idéntica cuestión sobre las con-
secuencias jurídicas que hayan de deri-
varse de la falta de respuesta de aquella 
Comisión del Convenio Colectivo a las 
peticiones de los trabajadores que intere-
san el devengo de dicho complemento.” 

STS 12-4-2023. Ir a texto 

Roj: STS 1577/2023 - 
ECLI:ES:TS:2023:1577  
No de Recurso: 3102/2021  
No de Resolución: 268/2023   
Ponente: SEBASTIAN MORALO GA-
LLEGO  

Resumen: Recurso de suplicación: ha de 
aplicarse la regla general prevista en el art. 
191. 2 letra g) LRJS y admitir la recurribi-
lidad de la sentencia de instancia, porque 
el proceso versa sobre la impugnación de 
una sanción en materia de seguridad social 
de 9.370 euros, que supera ampliamente 
la suma de 3.000 euros que da acceso a la 
suplicación en esta clase de asuntos.  

RESPONSABILIDAD EN EL 
PAGO DE PRESTACIONES
STS 21-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 969/2023 - ECLI:ES:TS:2023:969  
No de Recurso: 1025/2020  
No de Resolución: 206/2023 
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PARE-
DES  

Resumen: Responsabilidad en el pago 
de prestaciones: a Mutua, que ha abona-
do el subsidio de incapacidad temporal 
(IT), derivada de enfermedad común, tie-
ne derecho a reintegrarse lo pagado por 
ello en el periodo en el que concurría la 
fecha de efectos del reconocimiento de 
la incapacidad permanente total del tra-
bajador (IPT).  
Lo que existe, como entiende esta Sala, 
es la incompatibilidad de dos prestacio-
nes del sistema de Seguridad Social a 
la que debe darse una regla más acorde 
con la situación generada y que se tradu-
ce en la indebida percepción de un sub-
sidio de IT cuando se estaba en situación 
de IPT, por lo que es procedente que la 
Mutua, que abonó el subsidio, sea rein-
tegrada de lo que por tal concepto pagó 
en el periodo en el que a la trabajadora 
ha resultado estar en IPT y, por ese tiem-
po debió estar percibiendo la prestación 
de invalidez que la entidad gestora no ha 
procedido a abonar y debió hacerlo con 
los reajustes oportunos, incluso aten-
diendo a la anulación del alta, frente a la 
trabajadora si procedieran.  

SALARIOS DE 
TRAMITACION
STS 14-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 961/2023 - 

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2Fabc7b75ac72591aba0a8778d75e36f0d%2F20230428&data=05%7C01%7C%7C55a0d87d66e34c5ccaf808db48947a82%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638183574845512077%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=o5ClHfmRIV35Cr8yJdwdSJ9Q4cAEsbErkLFkOU9QL14%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2F8c5b966a030f4c93a0a8778d75e36f0d%2F20230405&data=05%7C01%7C%7Ccca095cccfb245f3f8de08db380cad07%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638165399668807563%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=sb8uMRCsm9dCI2OlrH3XHYoOXHKKnDfN3LNZ9kITSFM%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2F2d8abd88b399bef6a0a8778d75e36f0d%2F20230405&data=05%7C01%7C%7C03423e0e417c442d9da608db3d856526%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638171415386064903%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=p5c2B%2BBIn0LLUuTJwG%2BDoMpX9o212BbrG8ZkHzytIl4%3D&reserved=0
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ECLI:ES:TS:2023:961
No Recurso: 141/2020 
No Resolución:187/2023 
Ponente ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER 

Resumen: Salarios de tramitación: un 
trabajador cuyo despido fue declarado 
improcedente y la sentencia condeno a 
la empresa al pago de salarios de trami-
tación tiene derecho a percibir del Estado 
la diferencia entre el importe de dichos 
salarios que exceden de los noventa días 
previstos en la ley y lo percibido en otro 
empleo durante el tiempo de responsa-
bilidad del Estado. La responsabilidad 
del Estado sólo alcanza al abono de los 
salarios de trámite pagados por el em-
presario para resarcir al trabajador de 
los daños causados por la superación 
de los plazos de trámite previstos en la 
Ley, pero entre estos no se encuentran, 
una vez acreditada tal circunstancia, 
aquellos que coincidan en el tiempo con 
período trabajado y retribuido por otras 
empresas, máxime cuando, como antes 
se adelantó, el objeto de este segundo 
pleito tan sólo debe versar, según dis-
pone expresamente el art. 118.2 LRJS, 
sobre la procedencia de la cuantía de 
la reclamación, que es precisamente lo 
que aquí se dilucida ( STS de 8 de no-
viembre de 2006, rcud. 3500/2005). 

STS 21-3-2023. Ir a texto 

Roj: STS 972/2023 - ECLI:ES:TS:2023:972  
No de Recurso: 731/2020 
No de Resolución: 205/2023  
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER  

Resumen: Salarios de tramitación: res-
ponsabilidad del Estado. De la responsa-
bilidad del Estado en el pago de salarios 
de tramitación cuando los mismos exce-
dan de los noventa días hábiles a que se 
refiere la normativa vigente no hay que 
descontar el tiempo transcurrido debido 
a la suspensión de las actuaciones para 
la ampliación de la demanda frente a los 
administradores concursales de las em-
presas demandadas.  
Ocurre, a mayor abundamiento, que una 
vez acordada por el órgano judicial la sus-
pensión para que se ampliase la deman-
da contra el administrador concursal de 
la demanda que había sido declarada en 
tal situación, no se pudo cumplir la obli-
gación prevista en el artículo 83.1 LRJS 
según la que se señalará nuevamente 
en el plazo de diez días siguientes a la 
fecha de la suspensión. Y lo mismo ocu-
rrió, en el momento de la segunda sus-
pensión por la necesidad de ampliar la 
demanda, esta vez contra el administra-
dor concursal de otra empresa codeman-
dada que también había sido declarada 
en situación de concurso. Ello excluye la 
concurrencia de cualquier atisbo de res-
ponsabilidad de los trabajadores deman-
dantes en el retraso del procedimiento, al 
contrario, evidencia un claro y palmario 
supuesto de anormal funcionamiento, del 
que debe responder el Estado por man-
dato del artículo 56.5 ET.  
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JURISPRUDENCIA

Sentencia del Juzgado de lo Social Nº 8 de 
Barcelona. Rec: 990/2021

DESPIDOS DISCRIMINATORIOS. DESPIDO COLECTIVO. CAUSAS PRO-
DUCTIVAS Y ORGANIZATIVAS. CRITERIOS DE SELECCIÓN. DISCRIMINA-
CIÓN INDIRECTA POR RAZÓN DE SEXO.

Accede a la sentencia

El criterio de la antigüedad inversa como factor de atribución de derechos 
o de afectación a medidas de flexibilización interna entraña una discrimi-
nación indirecta hacia el colectivo de mujeres que ejercen la función de 
piloto en la empresa demandada, debido a su tardía incorporación y a su 
acusada infrarrepresentación en la misma, que debe comportar la decla-
ración de nulidad del despido. Indemnización adicional por vulneración de 
derecho fundamental.

JUZGADOS 
DE LO SOCIAL

https://drive.google.com/file/d/1z5yRqbUNHoW0Ds0Y89YlJoO7jgYFTC3d/view?usp=share_link
https://drive.google.com/file/d/1z5yRqbUNHoW0Ds0Y89YlJoO7jgYFTC3d/view?usp=share_link
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TRIBUNAL DE JUSTICIA 
DE LA UNIÓN EUROPEA

JURISPRUDENCIA

NO DISCRIMINACION (EDAD)

STJUE 20-4-2023. Ir a texto 

Procedimiento prejudicial  — Política so-
cial — Igualdad de trato en el empleo y la 
ocupación — Directiva 2000/78/CE — Pro-
hibición de las discriminaciones por motivos 
de  edad  — Retribución de los funciona-
rios  — Normativa nacional anterior decla-
rada discriminatoria  — Clasificación en un 
nuevo régimen retributivo sobre la base de 
la antigüedad determinada con arreglo a un 
régimen retributivo anterior  — Corrección 
de esa antigüedad mediante la determina-
ción de una fecha de comparación — Ca-
rácter discriminatorio de la nueva clasifica-
ción — Norma que tiende a perjudicar a los 
funcionarios de mayor edad» 
En el asunto C650/21, que tiene por objeto 
una petición de decisión prejudicial plantea-
da, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el 
Verwaltungsgerichtshof (Tribunal Supremo 
de lo Contencioso-Administrativo, Austria), 
mediante resolución de 18 de octubre de 
2021, recibida en el Tribunal de Justicia el 
27 de octubre de 2021, en el procedimiento 
entre FW, CE, con intervención de: Landes-
polizeidirektion Niederösterreich, Finanzamt 
Österreich, el Tribunal de Justicia (Sala Se-
gunda) declara: 

1)      Los artículos 1, 2 y 6 de la Directiva 
2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviem-
bre de 2000, relativa al establecimiento de 
un marco general para la igualdad de trato 
en el empleo y la ocupación, en relación con 
el artículo 21 de la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea, deben 
interpretarse en el sentido de que se opo-
nen a una normativa nacional en virtud de 
la cual la clasificación de un funcionario se 
determina sobre la base de su antigüedad 
salarial en un régimen retributivo anterior 
declarado discriminatorio —en la medida en 
que solo permitía que se tuviesen en cuen-
ta, para determinar dicha antigüedad, los 
períodos computables anteriores al nombra-
miento del funcionario que se hubieran cu-
bierto después de cumplir 18 años de edad, 
con exclusión de los cubiertos antes de esa 
edad—, dado que la citada normativa dispo-
ne que se corregirá el cálculo realizado ini-
cialmente de los períodos computables del 
funcionario cubiertos antes de su nombra-
miento mediante la determinación de una 
fecha de comparación a efectos de la cual, 
para establecer dicha antigüedad, se tienen 
ahora en cuenta los períodos computables 
anteriores al nombramiento cubiertos antes 
de que ese funcionario cumpliera 18 años 
de edad cuando, por una parte, por lo que 
se refiere a los períodos cubiertos después 

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fcuria.europa.eu%2Fjuris%2Fdocument%2Fdocument.jsf%3Ftext%3D%26docid%3D272686%26pageIndex%3D0%26doclang%3Des%26mode%3Dreq%26dir%3D%26occ%3Dfirst%26part%3D1%26cid%3D1255220&data=05%7C01%7C%7C8d0e96bbf9ae46d94e5b08db4307fb86%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638177474263863004%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=RgliNKi4JQCbxIz4w9WoPShAkX%2BuZuyvVjE6js4h0Z0%3D&reserved=0
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de cumplir 18 años, únicamente se toman 
en consideración los «otros períodos» com-
putables por mitad y, por otra parte, esos 
«otros períodos» se incrementan de tres a 
siete años, pero solo se consideran si supe-
ran cuatro años. 
2)           El principio de igualdad de trato, tal 
como está consagrado en el artículo 20 de 
la Carta de los Derechos Fundamentales, y 
el principio de seguridad jurídica deben in-
terpretarse en el sentido de que se oponen 
a una normativa nacional que establece, 
en relación con los funcionarios respecto a 
los que estaba pendiente un procedimiento 
destinado a redefinir su situación en la es-
cala salarial en la fecha de publicación de 
una modificación legislativa del régimen re-
tributivo que incluía dicha escala, que las re-
tribuciones se recalcularán de conformidad 
con las nuevas disposiciones relativas a la 
fecha de comparación, disposiciones que 
conllevan nuevas limitaciones en cuanto a 
la duración máxima de los períodos compu-
tables, de modo que no se elimina una dis-
criminación por motivos de edad contraria a 
los artículos 1, 2 y 6 de la Directiva 2000/78, 
en relación con el artículo 21 de la Carta de 
los Derechos Fundamentales, mientras que 
ese cálculo no se realiza para los funciona-
rios respecto a los que ya haya concluido un 
procedimiento con idéntico objeto, iniciado 
con anterioridad, mediante una resolución 
firme, basada en una fecha de referencia 
determinada de modo más favorable en vir-
tud del anterior régimen retributivo cuyas 
disposiciones consideradas discriminatorias 
por el juez nacional no se aplicaron como 
consecuencia de la aplicación directa del 
principio de igualdad de trato previsto por el 
Derecho de la Unión. 
3)      Los artículos 1, 2 y 6 de la Directiva 
2000/78, en relación con el artículo 21 de la 
Carta de los Derechos Fundamentales, de-
ben interpretarse en el sentido de que no se 
oponen a una normativa nacional que es-
tablece que los períodos de aprendizaje en 

una entidad territorial nacional únicamente 
serán computados íntegramente, al deter-
minar la fecha de comparación, cuando el 
funcionario afectado haya sido nombrado 
por el Estado después de una determinada 
fecha, mientras que los períodos de apren-
dizaje serán computados por mitad, y se so-
meterán a una minoración general, cuando 
el funcionario afectado hubiese sido nom-
brado por el Estado antes de esa fecha. 

STJUE 27-4-2023. Ir a texto 

«Procedimiento prejudicial  — Política so-
cial — Igualdad de trato en el empleo y la 
ocupación — Directiva 2000/78/CE — Pro-
hibición de discriminación por razón de 
la edad — Pensión de jubilación — Norma-
tiva nacional que establece la asimilación, 
con efecto retroactivo, de una categoría de 
funcionarios anteriormente privilegiada por 
la legislación nacional sobre los derechos 
a pensión de jubilación a una categoría de 
funcionarios anteriormente desfavorecida 
por esta misma legislación» 
En el asunto C681/21, que tiene por objeto 
una petición de decisión prejudicial plantea-
da, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el 
Verwaltungsgerichtshof (Tribunal Supremo 
de lo Contencioso-Administrativo, Austria), 
mediante resolución de 11 de octubre de 
2021, recibida en el Tribunal de Justicia el 
11 de noviembre de 2021, en el procedi-
miento entre Versicherungsanstalt öffentlich 
Bediensteter, Eisenbahnen und Bergbau 
(BVAEB) y BB.
El Tribunal de Justicia (Sala Séptima) decla-
ra: 
Los artículos 2, apartados 1 y 2, letra a), y 6, 
apartado 1, de la Directiva 2000/78/CE del 
Consejo, de 27 de noviembre de 2000, rela-
tiva al establecimiento de un marco general 
para la igualdad de trato en el empleo y la 
ocupación, 
deben interpretarse en el sentido de que 
se oponen, a falta de un imperativo de inte-

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fcuria.europa.eu%2Fjuris%2Fdocument%2Fdocument.jsf%3Ftext%3D%26docid%3D272969%26pageIndex%3D0%26doclang%3DES%26mode%3Dreq%26dir%3D%26occ%3Dfirst%26part%3D1%26cid%3D1164560&data=05%7C01%7C%7C55a0d87d66e34c5ccaf808db48947a82%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638183574845512077%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=wkzvVP0X59x8bRYbICjvbNjjmcHhf%2FW7S2Oxyqc9t6k%3D&reserved=0
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rés general, a una normativa nacional que, 
para poner fin a una discriminación por ra-
zón de la edad, asimila, con efecto retroacti-
vo, el régimen de la pensión de jubilación de 
una categoría de funcionarios anteriormen-
te privilegiada por la legislación nacional re-
lativa a los derechos a pensión de jubilación 
al régimen de la categoría de funcionarios 
anteriormente desfavorecida por esa misma 
legislación. 

TIEMPO DE TRABAJO

STJUE 27-4-2023 Ir a texto

Procedimiento prejudicial  — Política so-
cial  — Directiva 2003/88/CE  — Artículo 7, 
apartado  1  — Artículo 31, apartado 2, de 
la Carta de los Derechos Fundamentales 
de la Unión Europea  — Derecho a vaca-
ciones anuales retribuidas  — Extinción de 
este derecho — Régimen de trabajo a tiem-
po parcial previo a la jubilación — Días de 
vacaciones anuales adquiridos durante la 
fase de trabajo efectuada con arreglo a este 
régimen, pero aún no disfrutados — Incapa-
cidad laboral» 
En el asunto C192/22, que tiene por objeto 
una petición de decisión prejudicial plantea-

da, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el 
Bundesarbeitsgericht (Tribunal Supremo de 
lo Laboral, Alemania), mediante resolución 
de 12 de octubre de 2021, recibida en el Tri-
bunal de Justicia el 11 de marzo de 2022, 
en el procedimiento entre FI y Bayerische 
Motoren Werke AG, el Tribunal de Justicia 
(Sala Sexta) declara: 

El artículo 7 de la Directiva 2003/88/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de 
noviembre de 2003, relativa a determina-
dos aspectos de la ordenación del tiempo 
de trabajo, en relación con el artículo 31, 
apartado 2, de la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea, debe 
interpretarse en el sentido de que se opone 
a una normativa nacional que establece que 
el derecho a vacaciones anuales retribuidas 
adquirido por un trabajador en el ejercicio 
de su trabajo en el marco de un régimen de 
trabajo a tiempo parcial previo a la jubilación 
se extingue, al finalizar el año de devengo 
de las vacaciones o en una fecha posterior, 
cuando el trabajador no ha podido disfrutar 
de esas vacaciones antes de la fase de dis-
pensa de trabajo por motivo de enfermedad 
aunque no se trate de una ausencia de lar-
ga duración. 

Ir a texto: https://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=272975&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=6187768
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DERECHO A UN PROCESO JUSTO

STDH 30-3-2023 (Diémert vs Francia). 
Ir a texto

Art 6 § 1 (penal) • Acceso a un tribunal • Violación inexistente.   Apreciación de la 
prescripción de la acción de compensación del demandante durante el procedimien-
to de apelación habiéndole privado de un examen sobre el fondo sin hacerle sopor-
tar una carga procesal excesiva (a pesar de la decisión del tribunal de apelación 
descuido de la audiencia) 

DERECHO A LA VIDA PRIVADA

STDH 4-4-2023 (OH y GH vs RFAlemania). Ir a texto 

Art 8 • Obligaciones positivas • Privacidad • Imposibilidad legal para un padre trans-
género de indicar su género actual, ajeno a su función reproductiva, en el acta de 
nacimiento de su hijo concebido después del cambio de género • Hombre transgé-
nero señalado como madre, de haber dado a luz • Ausencia de consenso europeo 
• Amplio margen de apreciación • Derecho del niño a conocer sus orígenes y su 
apego a su padre y madre de forma estable e inmutable • Posibilidad de reducir si-
tuaciones que revelen la identidad transgénero de un progenitor • Vínculo de filiación 
entre los transgénero padre e hijo no cuestionados • Equilibrio justo alcanzado entre 
el derecho del padre transgénero a la autodeterminación, los intereses públicos de 
seguridad jurídica y la fiabilidad y consistencia del estado civil, y los intereses y el 
bienestar del niño

TRIBUNAL EUROPEO 
DE DERECHOS HUMANOS

JURISPRUDENCIA

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fhudoc.echr.coe.int%2Feng%23%257B%2522itemid%2522%3A%5B%2522001-223714%2522%5D%257D&data=05%7C01%7C%7Cda7cb7626f564ae42f7d08db32893ed0%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638159337574589566%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=gHF5D5EijI89VvOfN8EVBIiAAdH8PPG1jzSiATKvOW4%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fhudoc.echr.coe.int%2Feng%23%257B%2522itemid%2522%3A%5B%2522001-223714%2522%5D%257D&data=05%7C01%7C%7Cda7cb7626f564ae42f7d08db32893ed0%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638159337574589566%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=gHF5D5EijI89VvOfN8EVBIiAAdH8PPG1jzSiATKvOW4%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fhudoc.echr.coe.int%2Feng%23%257B%2522languageisocode%2522%3A%5B%2522FRE%2522%5D%2C%2522documentcollectionid2%2522%3A%5B%2522GRANDCHAMBER%2522%2C%2522CHAMBER%2522%5D%2C%2522itemid%2522%3A%5B%2522001-223924%2522%5D%257D&data=05%7C01%7C%7Ccca095cccfb245f3f8de08db380cad07%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638165399668807563%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=pSnkM%2BHAT2I05sMJr4ww%2FOXV%2FhXt%2BhEUee8SWRNrJZo%3D&reserved=0
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El Consejo de Administración de la OIT concluye su 347ª reunión. Ir a texto
 
Se necesita ayuda urgente para cientos de miles de trabajadores tras los terre-
motos de Turquía y Siria. Ir a texto

La OIT y Microsoft dotan a las microempresas y pequeñas empresas dirigidas 
por mujeres de competencias digitales. Ir a texto

La OIT acoge con satisfacción la nueva resolución de la ONU sobre economía 
social y solidaria. Ir a texto

La OIT promoverá el trabajo decente para los jóvenes marginados en el Foro 
de la Juventud de la ONU. Ir a texto

OIT NEWS

ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL 
DEL TRABAJO

ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL 
DEL TRABAJO
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https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.ilo.org%2Fglobal%2Fabout-the-ilo%2Fnewsroom%2Fnews%2FWCMS_873923%2Flang--es%2Findex.htm&data=05%7C01%7C%7C4c474f727a8a492c9e2a08db30215f85%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638156692657549371%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=MxwQTgdqH%2Bw5%2ButumUEckacgR8On%2F387KyXtIw%2B3onU%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.ilo.org%2Fglobal%2Fabout-the-ilo%2Fnewsroom%2Fnews%2FWCMS_873782%2Flang--es%2Findex.htm&data=05%7C01%7C%7C4c474f727a8a492c9e2a08db30215f85%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638156692657549371%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=2W1ntpcqWtKyLvZrkTI8xwrn3m1VvoSoc44izhp3Ekc%3D&reserved=0
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_876628/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_877430/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_877764/lang--es/index.htm
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CALENDARIO ESTADÍSTICO
IPC (indicador adelantado). Ir a texto
IPCA (indicador adelantado). Ir a texto
IPRIX-IPRIM. Índice de precios para exportación y de importación de productos 
industriales. Febrero 2023. Ir a texto

Índices de Cifra de Negocios Empresarial (ICNE). Base 2015. Ir a texto
Diciembre 2022. Datos provisionales  
El Índice de Cifra de Negocios Empresarial1 registra una variación mensual del 
1,3% en diciembre si se eliminan los efectos estacionales y de calendario  
La tasa anual del ICNE es del 15,6% en la serie corregida de efectos estacionales 
y de calendario, y del 11,4% en la serie original  
En el conjunto del año 2022 la cifra de negocios empresarial aumentó un 25,0% 
en la serie corregida, y un 24,5% en la origina 

IPI. Índices de producción industrial. Febrero de 2023. Ir a texto
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https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176802&menu=ultiDatos&idp=1254735976607
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176803&menu=ultiDatos&idp=1254735976607
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736148943%26menu%3DultiDatos%26idp%3D1254735576715&data=05%7C01%7C%7C4c474f727a8a492c9e2a08db30215f85%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638156692657549371%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=IEem%2Bu%2FUdIDiRgO38WLRJf%2B1IGryQtUVczfExzrmVHc%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdaco%2Fdaco42%2Ficne%2Ficne1222.pdf&data=05%7C01%7C%7C3288063bda5843fbe94e08db2f52ec08%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638155805916549150%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=abCne7WIMNSq5AwSV0k62xQXJxxczpag6Akwz2fEGH0%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736145519%26menu%3DultiDatos%26idp%3D1254735576715&data=05%7C01%7C%7Ce8563913d54240ceac7f08db35c6d81d%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638162900703881456%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=tpcx2YwZs3cw6egO3s18vP9BO4egjbnBDFM9mN8pTlM%3D&reserved=0
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Índice de precios de consumo. Ir a texto
Índice de precios de consumo armonizado. Ir a texto
Índice de garantía de competitividad. Ir a texto
Estimación de defunciones semanales. EDeS. 27/02/2023-02/04/2023. Ir a texto
 
Estimación mensual de nacimientos. EMN. Febrero 2023. Ir a texto
 
Indicadores de actividad del sector servicios. IASS. Febrero 2023. Ir a texto
 
Índices de cifras de negocios en la industria. ICN.Febrero2 2023. Ir a texto
Encuesta de condiciones de vida. Ir a texto
Encuesta de condiciones de vida. Módulo anual. Ir a texto

Estadística de flujos de la población activa. Ir a texto

Encuesta de población activa. Ir a texto

Índices de Cifra de Negocios Empresarial (ICNE). Base 2015. Ir a texto 
Febrero 2023. Datos provisionales  
La Cifra de Negocios Empresarial1 registra una variación mensual del 0,4% 
en febrero si se eliminan los efectos estacionales y de calendario  

La tasa anual del ICNE es del 6,8% en la serie corregida de efectos estacionales 
y de calendario, y del 6,2% en la serie original 
 
Índice de Precios Industriales. Base 2015  Ir a texto 

Marzo 2023. Datos provisionales  
La variación anual del Índice de Precios Industriales disminuye nueve puntos, 
hasta el –1,0%  
La tasa mensual de los precios industriales es del –2,2% 

IPC (indicador adelantado). Ir a texto

IPCA (indicador adelantado). Ir a texto

Contabilidad nacional trimestral: principales agregados. Ir a texto
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https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176802&menu=ultiDatos&idp=1254735976607
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176803&menu=ultiDatos&idp=1254735976607
https://www.ine.es/ss/Satellite?c=Page&cid=1259947704944&pagename=ProductosYServicios%2FPYSLayout&L=0&p=1254735893337
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736177074%26menu%3DultiDatos%26idp%3D1254735573002&data=05%7C01%7C%7Cf7fba7e081d64509f71308db40a1f5ff%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638174837617403294%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=%2FJADWw9ZEX%2BrXyZ2c5X3%2FvxqJQd4jRlcjq5tnTBgW7Y%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736177079%26menu%3DultiDatos%26idp%3D1254735573002&data=05%7C01%7C%7Cf7fba7e081d64509f71308db40a1f5ff%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638174837617403294%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=01yv5Vu58e24n8BvUm8PpKhYBpySMtkm7mU5pAvOizs%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736176863%26menu%3DultiDatos%26idp%3D1254735576778&data=05%7C01%7C%7Cf7fba7e081d64509f71308db40a1f5ff%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638174837617403294%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=FO%2BNTDbNvm%2FHQ6JtrAS302l0%2FsGJ%2FCAQLELSZRFVQXk%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736148782%26menu%3DultiDatos%26idp%3D1254735576715&data=05%7C01%7C%7Cf7fba7e081d64509f71308db40a1f5ff%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638174837617403294%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=Se6ywxfpr3STbiGtGrtPoULbiZSq7OwkdC2ZmvwFm7I%3D&reserved=0
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176807&menu=ultiDatos&idp=1254735976608
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176907&menu=ultiDatos&idp=1254735976595
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176918&menu=ultiDatos&idp=1254735976595
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdaco%2Fdaco42%2Ficne%2Ficne0223.pdf&data=05%7C01%7C%7C83190043bb26454981f908db45608831%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638180053430429966%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=XZU37oeCa1WvYFf0GqJfXPLhMvpwElK6AlfAZlMHt4E%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdaco%2Fdaco42%2Fdaco423%2Fipri0323.pdf&data=05%7C01%7C%7C83190043bb26454981f908db45608831%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C638180053430429966%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000%7C%7C%7C&sdata=vfZ0uyC4YJ8hNBeeXDTTV0t3bVmZg0NaQ%2BSAfBlLEwU%3D&reserved=0
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176802&menu=ultiDatos&idp=1254735976607
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176803&menu=ultiDatos&idp=1254735976607
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736164439&menu=ultiDatos&idp=1254735576581
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CULTURA Y TRABAJO   

El rincón de la 
conTraCultura Silvia Ayestarán y 

AG Stakanov

El amor por el cine va indisolublemente unido, en nuestra opinión, al disfrute y la más 
rendida admiración por los grandes clásicos norteamericanos; baste esta razón para 
que hoy hagamos un inciso y traigamos a esta sección una película rodada ya hace 
ochenta y siete años (¡ahí es nada!), una de las películas “irlandesas” del gran Jack 
Ford, que pudimos disfrutar en el  Cineforum que viene organizando con mucho gusto y 
gran éxito de público en la Sociedad Bilbaína nuestros compañeros Luis Garrido y Emilio 
Lamo, a quienes agradecemos desde aquí, con cariño, su invitación.

Contaba Ford treinta y nueve años cuando, gracias a este film, recibió su primer Oscar 

Dirección: John Ford. 

Guion: Dudley Nichols. RKO. 
Disponible para suscriptores en  
FlixOlé y Filmin.

El delator 
CINE

Trailer

https://www.youtube.com/watch?v=K5Coj4oibi0
https://www.lavanguardia.com/peliculas-series/peliculas/el-delator-43896#lg=videos&slide=0
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a la dirección, premio que también obtuvieron el 
guionista, el director de música (Max Steiner) y 
Victor McLaglen, en rol de actor protagonista. 

En esta pequeña (por la economía de medios) 
película, pero de tamaño XXL (en todo lo de-
más), Ford se sirve de una miserable y ridícula 
traición para ofrecer un cuadro de costumbres de 
la sociedad irlandesa, retratada sin piedad en el 
variopinto grupo de individuos con que se va en-
contrando Victor McLaglen en su particular des-
censo a los infiernos. Desgrana el protagonista 
el papel de un ex miembro del IRA que delata a 
un antiguo compañero a cambio de un puñado 
de monedas. A partir de aquí, Jack Ford registra 
una despiadada radiografía donde describe sin 
ahorrarse oprobios a los irlandeses que no emi-
graron, como sí hiciera su padre, o el John Way-
ne de El Hombre Tranquilo. Vamos, que Ford, 
aunque nació en Maine, conocía el “material” de 
primera mano. 

Por la trama pasa un bestiario de gente miserable, fútil y estafadora como no veremos 
en ningún film de la actualidad, abanico coronado por la sección de cobardes mata-
chines y sus tan devotas como beatonas esposas. McLaglen nos muestra con su por-
tentosa actuación la ruina moral y sin remisión del individuo y, con ello, los escalones 
subterráneos de la condición humana, mientras deambula por un submundo de esper-
pentos sin perder la menor oportunidad de demostrar su repugnante miseria humana. 
Circunstancia ésta que sirve además para subrayar con mayor intensidad la figura del 
perdón y la clemencia, atribuida en exclusiva a las figuras femeninas, arquetipos de la 
piedad y compasión católicas. No resulta menor el dilema moral que se plantea al fin 
entre la implacable disciplina “militar” de la “primera promoción” de miembros del IRA o 
la apelación a la clemencia para el débil -moral-, consiguiendo la película que uno no 
sepa a qué atenerse. Ford no nos da tregua durante esa noche de traición, sumergien-
do el relato entre nebulosos ambientes expresionistas, en tributo a la cinematografía 
germana de los 20/30.

EL CONTRAPUNTO. Gustaba Ford de rodearse en sus películas de grandes amigos 
y cómplices que, gran suerte para todos, resultaron ser excepcionales profesionales, 
tanto en los personajes principales como en los secundarios. Mención de honor en esta 
categoría para John Wayne y Maureen O´hara. Y a esta sección también pertenecía 
el propio Victor McLaglen, habitual secundario (Río grande, La legión invencible, Ford 
Apache o como cuñadísimo de John Wayne en El hombre tranquilo), portador de un 
rostro duro de boxeador, que no le impidió iluminar el firmamento de las estrellas con el 
papel protagonista en este El delator. 

El rincón de la 
conTraCultura
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MÚSICA
BLUES/ROCK/SOUL. LOS TRES COLORES 
BÁSICOS…

Bob Marley
“Rastaman vibration” 
(Island, 1976, Reggae).

En 1963, Haile Selassie I, rey de Etiopía, pronunció en las 
Naciones Unidas un 
discurso de esos que sirven para decorar camisetas y vender 
afiches, y a los que apelamos cuando queremos dar muestra 
de cierta sensibilidad solidaria con las naciones del continente 
africano. A salvo de la rotunda esterilidad de aquellas hondas proclamas, su texto puede 
presumir de haber trascendido hasta la contracultura, gracias al altavoz que le proporcio-
nó Bob Marley, propagandista devoto de uno de los primeros dirigentes de Etiopia, Tafari 
Makonnen, más conocido como Ras (rey o jefe de tribu) Tafari.

El principal difusor de la música Reggae tuvo su periodo de apogeo en los 70, logrando su 
introducción en la escena musical de la mano de brahmanes como Jagger o Stevie Wonder. 
El sonido jamaicano acabó contagiando a bandas Punk (Clash) o New Wave (Police), pro-
porcionando tanto al mainstream como al underground una nueva influencia, más allá del 
rock de tres acordes o el blues. 

En este Rastaman vibration, un LP ya maduro, contamos con el tema War, cuya letra in-
cluye el núcleo esencial del discurso del emperador abisinio. Años más tarde, otra artista 
internacional recurrirá a esos versos para presentar sus reflexiones a propósito de Karol 
Wojtyla. De esto hablaremos a continuación.

El rincón de la 
conTraCultura

…Y SUS DERIVADOS (COMBINACIONES, 
PERMUTACIONES Y PERVERSIONES).

Sinèad O’Connor
“Am I not your girl?” 
(Chrysalis. 1992. Standars).

Comenzaremos por cerrar debates. El nombrecito se lee Sineid, aunque si se está a la estricta 
norma castellana podría decirse Sinead, pero nunca Sainid o Sined, por citar lo más usual. 
Aclarado lo anterior, podemos entrar en Honduras y ya desde ahí acabar saliendo por el 
Vaticano.

http://www.reggaechalice.cl/discurso-de-haile-selassie-i-ante-la-onu-en-1963/
http://www.reggaechalice.cl/discurso-de-haile-selassie-i-ante-la-onu-en-1963/
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Sinèad comenzó por lo valiente, pasó de los reformatorios a las 
broncas con los padrinos de la escena dublinesa (Bono y sus 
bonifacios), haciendo todo lo posible para que su talento como 
vocal se viera perjudicado por un cierto histrionismo adanista, 
en la pretensión de ser el niño (en este caso, la niñata) que de-
nuncia la desnudez del rey. Vamos que la O’Connor pertenece a 
ese enorme grupo de artistas que piensa que, sin sus adverten-
cias y revelaciones, la gente sería más idiota o ingenua. Con el 
tiempo se habrá dado cuenta que, simplemente, la gente acude 
al rock a divertirse y a distraerse con cosas poco trascendentes 

(como la música de Sinèad), lo que no excluye que, ese mismo público, de lunes a viernes, 
guste de interesarse por otros aspectos, recurriendo a fuentes de mayor autoridad. Por 
ejemplo, quien desee saber algo más sobre la artista, en lugar de conformarse con esto, 
puede echarle el ojo a este documental.

En cualquier caso, pese al escaso interés que me suscita la militancia de nuestra prota-
gonista, reconozco que su Am i not your girl es un LP destacable, e incluso sorprendente, 
si reparamos en el momento en que sale al mercado (justo después de haber editado el 
superventas I do not want what I haven´t got). Remarcaremos la extraordinaria calidad de 
unos arreglos orquestales concebidos por el mago Phil Ramone (productor del único disco 
de Karen Carpenter, de la que hablamos el otro día), y que ofrecen su abrigo a una voz 
privilegiada, sin duda; y ello a pesar de que su propietaria haya hecho todo cuanto en sus 
manos estaba para perjudicar su éxito. 

JAZZ/EXPERIMENTAL
Patricia Barber
“Café blue” 
(Premonition, 1994; Jazz vocal). 

Dentro del formato vocal jazz femenino existe una cierta tenden-
cia a reinterpretar el temario pop, estrategia que se abona a un 
comprensible interés por hacer accesible el producto a un públi-
co más extenso. Patricia Barber, hija de músicos, prefirió desde el 
principio irse por lo oscuro y así evitar multitudes despistadas. 

No se trata de una voz comercial (Diana Krall), ni tampoco estamos ante un timbre compli-
cado (Nina Simone); tampoco se empeña en sostener sus creaciones en el formato clásico 
piano/voz, buscando en algunas ocasiones -en este LP se da el caso-, la compañía de 
otros instrumentos (guitarra española). 

De todas formas, esa búsqueda de un público devoto no le ha privado, con el tiempo, de 
convertirse en una de las favoritas de la crítica, hasta lograr con este Café blue el premio 
a la mejor cantante de jazz femenina del año según la biblia del Jazz, Down beat.

https://www.facebook.com/watch/?v=648555555844541

	EDITORIAL
	LEGISLACIÓN

